
     

Juzgado Sexto Administrativo Oral del Circuito de Montería 

SIGCMA 

 

Montería, trece (13) de mayo del año dos mil veinte (2020) 
  

Conciliación Extrajudicial 
Expediente: 23.001.33.33.006.2020.00051 
Convocante: Madambis Ramos Mejía 
Convocado: E.S.E. Hospital San Jerónimo de Montería 
Decisión: Aprueba Conciliación Extrajudicial 

 

I. CUESTION PREVIA 
 

En el marco de las medidas de protección dictadas por Gobierno Nacional a través de la 

Resolución 385 del 12 de marzo de 2020 del Ministerio de Salud y Protección Social 

declarando la Emergencia Sanitaria y sus prórrogas, a fin de evitar los estragos de la 

pandemia ocasionada por el Coronavirus - Covid 19, el Consejo Superior de la Judicatura 

suspendió los términos de los procesos judiciales desde el 16 de marzo de 2020, 

conforme lo previsto en los Acuerdos PCSJA20-11517, PCSJA20-11518, PCSJA20-

11519, PCSJA20-11521, PCSJA20-11526, PCSJA20-11527, PCSJA20-11528, PCSJA20-

11529, PCSJA20-11532 y PCSJA20-11546. 

 

En razón de lo anterior, mediante Acuerdo PCSJA20-11549, el Consejo Superior de la 

Judicatura amplió las excepciones a la suspensión de términos relacionados con la 

aprobación o improbación de las conciliaciones extrajudiciales que estuvieran pendientes 

de decisión en juzgados y tribunales administrativos al 16 de marzo de 2020, fecha a 

partir de la cual se dio inicio a la suspensión de términos; estas decisiones se notificarán 

electrónicamente, pero los términos para su control o impugnación seguirán suspendidos 

hasta tanto el Consejo Superior de la Judicatura lo disponga. 

 

De tal manera, procede decidir sobre la aprobación de la conciliación prejudicial celebrada 

el 24 de febrero de 2020 ante la Procuraduría 124 Judicial II para Asuntos Administrativos, 

previo estudio de los siguientes  
 

II. ANTECEDENTES 
 

2.1. Los Hechos.  

Se reseña que la señora Madambis Ramos Mejía presta sus servicios en la ESE Hospital 

San Jerónimo de Montería, como Enfermera Profesional, a través de contratos de 

prestación de servicios.  Desde el 1o de enero y hasta el 3 de febrero de 2019, continuó 

cumpliendo la programación de la disponibilidad del servicio en la institución, 

desarrollando las actividades correspondientes pese haberse determinado que el contrato 

suscrito por dicho periodo no cumplía con los requisitos legales, ello en razón de evitar 

una amenaza o lesión inminente e irreversible al derecho a la salud de los usuarios de la 

ESE Hospital San Jerónimo de Montería. 

 

Afirma que la irregular circunstancia descrita, es atribuida a la entidad convocada y se 

encuadra dentro de una hipótesis excepcional, al hacerse primordial y necesario 

garantizar la correcta prestación del servicio de salud a los usuarios del nosocomio, por lo 

cual se evidencia un perjuicio contra la convocante que origina un enriquecimiento sin 

causa en favor de la administración. 

 

2.2. La Petición.   

A fin de precaver demanda en ejercicio del medio de control de Reparación Directa en la 

modalidad In Rem Verso, con fundamento en los hechos descritos, la p. convocante 



reclama el reconocimiento de un enriquecimiento sin causa por parte de la ESE Hospital 

San Jerónimo de Montería y en consecuencia, se establezca a favor de la convocante el 

pago de la suma de Tres Millones Ochenta Mil Pesos ($3.080.000 M/C) por concepto de 

los honorarios correspondientes al mes de enero y los días 1, 2 y 3 de febrero de 2019. 

 

III. EL ACUERDO CONCILIATORIO 

 

Presentada la solicitud de conciliación el 17 de octubre de 2019, correspondió el reparto a 

la Procuraduría 124 Judicial II, por lo cual se citó a las partes para llevar a cabo la 

audiencia de conciliación el día 2 de diciembre de 2019, suspendida a solicitud de las 

partes en razón de manifestarse ánimo conciliatorio1.  La diligencia finalizó con acuerdo 

conciliatorio el 24 de febrero cursante2. 

 

Conocidas las pretensiones de la p. solicitante, la convocada presentó la siguiente 

propuesta:  
 

“[M]ediante acta número 012 DEL 15 DE NOVIEMBRE DE 2019, el comité de conciliación 
de la entidad que representa recomendó conciliar por el valor solicitado por la parte 
convocante sin el pago de intereses y dentro de los 120 días calendario una vez aprobada 
la conciliación por el Juez competente.”    

 

La parte convocante expresó de manera inequívoca estar de acuerdo con la propuesta 

formulada, tal como se deja constancia en el acta que se llegó a un acuerdo conciliatorio 

total; de tal manera, el Procurador considera que el acuerdo contiene obligaciones claras, 

expresas, en cuanto al tiempo, modo y lugar de su cumplimiento y reúne los requisitos 

establecidos por la ley y la jurisprudencia para su aprobación, además de contar con el 

material probatorio necesario que lo justifican, por lo que dispone su envío junto con los 

documentos pertinentes al Juez Administrativo para su aprobación.  Así mismo, advierte a 

los comparecientes que el auto aprobatorio hará tránsito a cosa juzgada y prestará mérito 

ejecutivo, razón por la cual no son procedentes nuevas peticiones conciliatorias por los 

mismos hechos ni demandas ante esta jurisdicción por la misma causa. 

 

IV. CONSIDERACIONES DEL JUZGADO 

 

4.1. Competencia.  

Por disposición del art.70 de la Ley 446 de 1998 que modificó el art.59 de la Ley 23 de 

1991, en materia contencioso administrativa se permite a las personas jurídicas de 

derecho público, la posibilidad de conciliar total o parcialmente en la etapa prejudicial o 

judicial, sobre conflictos de carácter particular y contenido económico de que conozca o 

pueda conocer ésta jurisdicción, en ejercicio de los medios de control establecidos en los 

artículos 138, 140 y 141 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo. 
 

El artículo 24 de la Ley 640 de 2001, concordante con el artículo 12 del Decreto 1716 de 

mayo 14 de 2009, dispone la remisión de las actas que contengan tales conciliaciones a 

más tardar dentro de los tres (3) días siguientes a su celebración, al Juez o Corporación 

que fuere competente para conocer de la acción judicial respectiva, a efecto de que 

imparta su aprobación o improbación.  

 

4.2. Caso Concreto. 

Procura el convocante la declaración de responsabilidad extracontractual de la ESE 

Hospital San Jerónimo, en la modalidad In Rem Verso, por el no pago de honorarios 

profesionales en razón de haberse declarado que los contratos suscritos durante el 

periodo de tiempo reclamado, no cumplía con los requisitos de ley 

 

 
1 Folio 24 y su respaldo 
2 Acta visible de folio 88 con su respaldo 
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Para tal efecto, con el cuaderno contentivo de la conciliación prejudicial se aportaron los 

siguientes documentos relevantes: solicitud de conciliación extrajudicial (f.1-4); 

certificación de la labor desarrollada por la convocante durante el periodo reclamado, 

suscrita por el Profesional Especializado del Área Asistencial de la ESE Hospital San 

Jerónimo de Montería (f.5); copia de la programación de turnos para el personal de 

enfermería mes de enero (f.6); certificación que expide el Jefe de Oficina Jurídica y 

contiene relación de contratos de prestación de servicios suscritos por la ESE San 

Jerónimo con la convocante (f.9); copia de la cédula de ciudadanía de la convocante 

(f.10); poder para actuar en representación del convocante (f.11); Resolución 00360 del 1 

de febrero de 2019 que ordena la toma de posesión de la ESE por parte de la 

Superintendencia de Salud (f.26-34); Resolución 006240 del 25 de junio de 2019 de la 

Superintendencia de Salud por la cual se remueve y designa Agente Especial Interventor 

(f.35-43); Resolución No.007566 del 01 de agosto de 2019 de la Superintendencia de 

Salud por la cual se prorroga el término de la medida de intervención forzosa 

administrativa (f.44-51); copia del acta de comité de conciliación No.012 del 15 de 

noviembre de 2019 (f.52-87; poder para actuar en representación de la ESE Hospital San 

Jerónimo de Montería (f.125). 
 

Visto lo anterior, se hace necesario revisar si la conciliación remitida por el Ministerio 

Público reúne los requisitos para su aprobación, conforme los parámetros establecidos 

por nuestro máximo órgano rector así3: 
  

“Sin embargo, la ley autoriza el uso de este mecanismo, siempre que se cumplan una serie 
de exigencias que deben ser controladas por el juez, estas exigencias se justifican en la 
medida en que son los fondos del erario los que se encuentran en juego en el acuerdo 
conciliatorio, por tanto, el control que hace el juez administrativo se hace a favor de la 
administración y los recursos públicos.  La jurisprudencia de esta Corporación ha 
decantado los siguientes requisitos: 
 

- La acción no debe haber caducado (art. 61 ley 23 de 1991, modificado por el art. 81 ley 
446 de 1998).  
 

- El acuerdo conciliatorio debe versar sobre acciones o derechos económicos disponibles 
por las partes (art. 59 ley 23 de 1991 y 70 ley 446 de 1998). 
 

- Las partes deben estar debidamente representadas y sus representantes deben tener 
capacidad para conciliar. 
 

- El acuerdo conciliatorio debe contar con las pruebas necesarias, no ser violatorio de la ley 
y no resultar lesivo para el patrimonio público (art. 65A ley 23 de 1.991 y art. 73 ley 446 de 
1998). 
 

3. Así las cosas, la procedencia de la conciliación se encuentra limitada por el hecho de 
que la misma no sea lesiva de los intereses patrimoniales del Estado, de allí que resulta 
necesario examinar los medios de prueba que sustenten la obligación reclamada, 
por ende, la aceptación voluntaria de las obligaciones por parte de los agentes del 
Estado no es suficiente por sí misma para la validez del acuerdo conciliatorio, como 
quiera que éste debe fundarse en pruebas que den al juez la claridad suficiente de la 
existencia de la obligación, en forma tal que se tenga certeza que el patrimonio público no 

se verá lesionado.” (Negrillas del Despacho) 
 

Conforme lo expuesto, la p. solicitante, de acudir ante el juez contencioso procedería 

ejercer el medio de control de Reparación Directa en la modalidad In Rem Verso, por 

cuanto considera que la E.S.E. Hospital San Jerónimo debe reconocer los honorarios 

correspondientes al periodo efectivamente servido sin el amparo de un contrato legal. 

 

En el mismo sentido, se observa que medio de control a través del cual se reclamaría 

ante el juez del conocimiento, no ha caducado, toda vez que la solicitud de conciliación 

fue radicada dentro del término otorgado por la ley para tales efectos, esto es, dentro de 

 
3 Consejo de Estado. Sección 3ª. Subsección C. Auto de 28 de julio de 2011. C.P. Enrique Gil Botero. Rad. 

08001-23-31-000-2010-00713-01(40901) 



los dos años siguientes a la ocurrencia del hecho que causa el daño.  Se observa que las 

partes están debidamente representadas y sus apoderados cuentan con expresas 

facultades para conciliar.  Al respecto, cuando procede la conciliación como mecanismo 

alterno de solución de conflictos, la promoción de la misma por parte del liquidador debe 

cumplir con los principios, efectos y formalismos exigidos en las normas, sea que se 

efectúe ante un centro de conciliación o ante una autoridad administrativa investida de 

tales facultades. 

 

Además de lo anterior, los derechos reclamados son conciliables, fueron aportados 

suficientes medios de prueba para respaldar el acuerdo conciliatorio, el monto acordado 

no es lesivo para el patrimonio de la entidad convocada, como lo avisó el Agente del 

Ministerio Público en el acta sub examine. 

 

Así las cosas, lo ofrecido por la entidad convocada se encuentra dirigido a conciliar 

derechos patrimoniales, el asunto en los términos en los que fue conciliado es susceptible 

de serlo, como quiera que se trata de un conflicto de carácter particular y contenido 

económico, se tiene que la conciliación celebrada no es lesiva para los intereses de la 

convocante, ni para el patrimonio público.  
 

Conforme lo anterior, por cumplirse con los requisitos exigidos por la Ley y la 

jurisprudencia, antes señalados, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 65A de la 

Ley 23 de 1991, adicionada por el artículo 73 de la Ley 446 de 1998, existe razón 

suficiente para aprobar el acuerdo conciliatorio. 
 

Por lo expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo Oral del Circuito Judicial de Montería,  

 

V. R E S U E L V E: 

 

Primero: Aprobar la conciliación prejudicial parcial celebrada el 24 de febrero de 2020 

ante la Procuraduría 124 Judicial II para Asuntos Administrativos y suscrita por la señora 

Madambis Ramos Mejía quien se identifica con cédula No. 35.113.793 en los términos 

acordados con la E.S.E. Hospital San Jerónimo de Montería, por valor de Tres Millones 

Ochenta Mil Pesos ($3.080.000 M/C) por concepto de los honorarios correspondientes al 

mes de enero y los días 1, 2 y 3 de febrero de 2019, de acuerdo con lo previamente 

expuesto. 

Segundo: En firme esta providencia y previa las anotaciones de rigor en el Sistema 

Justicia XXI web, ARCHIVAR el expediente. 

 
 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE MONTERIA 

La providencia anterior se notificó a las partes por anotación en Estado 

No.019, Hoy, 14 de mayo de 2020.  Este Estado podrá ser consultado en la 

página web de la Rama Judicial 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-06-administrativo-de-

monteria/home. 
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Montería, trece (13) de mayo del año dos mil veinte (2020) 
  

Conciliación Extrajudicial 
Expediente: 23.001.33.33.006.2020.00053 
Convocante: María Eulalia Peña Genes 
Convocado: E.S.E. Hospital San Jerónimo de Montería 
Decisión: Aprueba Conciliación Extrajudicial 

 

I. CUESTION PREVIA 
 

En el marco de las medidas de protección dictadas por Gobierno Nacional a través de la 

Resolución 385 del 12 de marzo de 2020 del Ministerio de Salud y Protección Social 

declarando la Emergencia Sanitaria y sus prórrogas, a fin de evitar los estragos de la 

pandemia ocasionada por el Coronavirus - Covid 19, el Consejo Superior de la Judicatura 

suspendió los términos de los procesos judiciales desde el 16 de marzo de 2020, 

conforme lo previsto en los Acuerdos PCSJA20-11517, PCSJA20-11518, PCSJA20-

11519, PCSJA20-11521, PCSJA20-11526, PCSJA20-11527, PCSJA20-11528, PCSJA20-

11529, PCSJA20-11532 y PCSJA20-11546. 

 

En razón de lo anterior, mediante Acuerdo PCSJA20-11549, el Consejo Superior de la 

Judicatura amplió las excepciones a la suspensión de términos relacionados con la 

aprobación o improbación de las conciliaciones extrajudiciales que estuvieran pendientes 

de decisión en juzgados y tribunales administrativos al 16 de marzo de 2020, fecha a 

partir de la cual se dio inicio a la suspensión de términos; estas decisiones se notificarán 

electrónicamente, pero los términos para su control o impugnación seguirán suspendidos 

hasta tanto el Consejo Superior de la Judicatura lo disponga. 

 

De tal manera, procede decidir sobre la aprobación de la conciliación prejudicial celebrada 

el 24 de febrero de 2020 ante la Procuraduría 124 Judicial II para Asuntos Administrativos, 

previo estudio de los siguientes  
 

II. ANTECEDENTES 

 

2.1. Los Hechos.  

Se reseña que la señora María Eulalia Peña Genes prestó sus servicios en la ESE 

Hospital San Jerónimo de Montería, como Auxiliar de Enfermería, a través de contratos 

de prestación de servicios en el año 2018.  Desde el 1o de enero y hasta el 3 de febrero 

de 2019, continuó cumpliendo la programación de la disponibilidad del servicio en la 

institución, desarrollando las actividades correspondientes pese haberse determinado que 

el contrato suscrito por dicho periodo no cumplía con los requisitos legales, ello en razón 

de evitar una amenaza o lesión inminente e irreversible al derecho a la salud de los 

usuarios de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería. 

 

Afirma que la irregular circunstancia descrita, es atribuida a la entidad convocada y se 

encuadra dentro de una hipótesis excepcional, al hacerse primordial y necesario 

garantizar la correcta prestación del servicio de salud a los usuarios del nosocomio, por lo 

cual se evidencia un perjuicio contra la convocante que origina un enriquecimiento sin 

causa en favor de la administración. 
 

2.2. La Petición.   

A fin de precaver demanda en ejercicio del medio de control de Reparación Directa en la 

modalidad In Rem Verso, con fundamento en los hechos descritos, la p. convocante 



reclama el reconocimiento de un enriquecimiento sin causa por parte de la ESE Hospital 

San Jerónimo de Montería y en consecuencia, se establezca a favor de la convocante el 

pago de la suma de Un Millón Quinientos Cuarenta Mil Pesos ($1.540.000 M/C) por 

concepto de los honorarios correspondientes al mes de enero y los días 1, 2 y 3 de 

febrero de 2019, teniendo como referente el contrato de Prestación de Servicios de Apoyo 

a la Gestión Asistencial No.0052-18 suscrito el año anterior. 

 

III. EL ACUERDO CONCILIATORIO 

 

Presentada la solicitud de conciliación el 22 de octubre de 2019, correspondió el reparto a 

la Procuraduría 124 Judicial II, por lo cual se citó a las partes para llevar a cabo la 

audiencia de conciliación el día 2 de diciembre de 2019, suspendida a solicitud de las 

partes en razón de manifestarse ánimo conciliatorio1.  La diligencia finalizó con acuerdo 

conciliatorio el 24 de febrero cursante2. 

 

Conocidas las pretensiones de la p. solicitante, la convocada presentó la siguiente 

propuesta:  
 

“[M]ediante acta número 012 DEL 15 DE NOVIEMBRE DE 2019, el comité de conciliación 
de la entidad que representa recomendó conciliar por el valor solicitado por la parte 
convocante sin el pago de intereses y dentro de los 120 días calendario una vez aprobada 
la conciliación por el Juez competente.”    

 

La parte convocante expresó de manera inequívoca estar de acuerdo con la propuesta 

formulada, tal como se deja constancia en el acta que se llegó a un acuerdo conciliatorio 

total; de tal manera, el Procurador considera que el acuerdo contiene obligaciones claras, 

expresas, en cuanto al tiempo, modo y lugar de su cumplimiento y reúne los requisitos 

establecidos por la ley y la jurisprudencia para su aprobación, además de contar con el 

material probatorio necesario que lo justifican, por lo que dispone su envío junto con los 

documentos pertinentes al Juez Administrativo para su aprobación.  Así mismo, advierte a 

los comparecientes que el auto aprobatorio hará tránsito a cosa juzgada y prestará mérito 

ejecutivo, razón por la cual no son procedentes nuevas peticiones conciliatorias por los 

mismos hechos ni demandas ante esta jurisdicción por la misma causa. 

 

IV. CONSIDERACIONES DEL JUZGADO 
 

4.1. Competencia.  

Por disposición del art.70 de la Ley 446 de 1998 que modificó el art.59 de la Ley 23 de 

1991, en materia contencioso administrativa se permite a las personas jurídicas de 

derecho público, la posibilidad de conciliar total o parcialmente en la etapa prejudicial o 

judicial, sobre conflictos de carácter particular y contenido económico de que conozca o 

pueda conocer ésta jurisdicción, en ejercicio de los medios de control establecidos en los 

artículos 138, 140 y 141 de la Ley 1437 de 2011. 

 

El artículo 24 de la Ley 640 de 2001, concordante con el artículo 12 del Decreto 1716 de 

mayo 14 de 2009, dispone la remisión de las actas que contengan tales conciliaciones a 

más tardar dentro de los tres (3) días siguientes a su celebración, al Juez o Corporación 

que fuere competente para conocer de la acción judicial respectiva, a efecto de que 

imparta su aprobación o improbación.  

 

4.2. Caso Concreto. 

Procura el convocante la declaración de responsabilidad extracontractual de la ESE 

Hospital San Jerónimo, en la modalidad In Rem Verso, por el no pago de honorarios 

profesionales en razón de haberse declarado que los contratos suscritos durante el 

periodo de tiempo reclamado, no cumplía con los requisitos de ley 

 
1 Folio 26 
2 Acta visible a folio 90 con su respaldo 
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Para tal efecto, con el cuaderno contentivo de la conciliación prejudicial se aportaron los 

siguientes documentos relevantes: solicitud de conciliación extrajudicial (f.1-4); 

certificación de la labor desarrollada por la convocante durante el periodo reclamado, 

suscrita por el Subdirector Científico del Área Asistencial de la ESE Hospital San 

Jerónimo de Montería (f.5); copia de la programación de turnos para el personal de 

Auxiliar de Enfermería Area Quirúrgica tercer piso mes de enero y febrero 2019 (f.7-8 y 

62); copia de la Adición No.2 al Contrato de prestación de servicios de apoyo a la gestión 

asistencial No.0052 de 2018 (f.9-10); copia de la cédula de ciudadanía de la convocante 

(f.11); poder para actuar en representación del convocante (f.12); poder para actuar en 

representación de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería (f.27); Resolución 00360 del 

1 de febrero de 2019 que ordena la toma de posesión de la ESE por parte de la 

Superintendencia de Salud, Resolución 006240 del 25 de junio de 2019 de la 

Superintendencia de Salud por la cual se remueve y designa Agente Especial Interventor 

y Resolución No.007566 del 01 de agosto de 2019 de la Superintendencia de Salud por la 

cual se prorroga el término de la medida de intervención forzosa administrativa (f.28-53 

con sus respaldos); Copia del Acta de Comité de Conciliación No.012 del 15 de 

noviembre de 2019, que contiene la postura del Comité de Conciliación de la entidad 

(f.54-89); documentos solicitados por el Procurador contenidos en CD a folio 155. 

 

Visto lo anterior, se hace necesario revisar si la conciliación remitida por el Ministerio 

Público reúne los requisitos para su aprobación, conforme los parámetros establecidos 

por nuestro máximo órgano rector así3: 
  

“Sin embargo, la ley autoriza el uso de este mecanismo, siempre que se cumplan una serie 
de exigencias que deben ser controladas por el juez, estas exigencias se justifican en la 
medida en que son los fondos del erario los que se encuentran en juego en el acuerdo 
conciliatorio, por tanto, el control que hace el juez administrativo se hace a favor de la 
administración y los recursos públicos.  La jurisprudencia de esta Corporación ha 
decantado los siguientes requisitos: 
 

- La acción no debe haber caducado (art. 61 ley 23 de 1991, modificado por el art. 81 ley 
446 de 1998).  
- El acuerdo conciliatorio debe versar sobre acciones o derechos económicos disponibles 
por las partes (art. 59 ley 23 de 1991 y 70 ley 446 de 1998). 
- Las partes deben estar debidamente representadas y sus representantes deben tener 
capacidad para conciliar. 
- El acuerdo conciliatorio debe contar con las pruebas necesarias, no ser violatorio de la ley 
y no resultar lesivo para el patrimonio público (art. 65A ley 23 de 1.991 y art. 73 ley 446 de 
1998). 
 

3. Así las cosas, la procedencia de la conciliación se encuentra limitada por el hecho de 
que la misma no sea lesiva de los intereses patrimoniales del Estado, de allí que resulta 
necesario examinar los medios de prueba que sustenten la obligación reclamada, 
por ende, la aceptación voluntaria de las obligaciones por parte de los agentes del 
Estado no es suficiente por sí misma para la validez del acuerdo conciliatorio, como 
quiera que éste debe fundarse en pruebas que den al juez la claridad suficiente de la 
existencia de la obligación, en forma tal que se tenga certeza que el patrimonio público no 

se verá lesionado.” (Negrillas del Despacho) 
 

Conforme lo expuesto, la p. solicitante, de acudir ante el juez contencioso procedería 

ejercer el medio de control de Reparación Directa en la modalidad In Rem Verso, por 

cuanto considera que la E.S.E. Hospital San Jerónimo debe reconocer los honorarios 

correspondientes al periodo efectivamente servido sin el amparo de un contrato legal. 
 

En el mismo sentido, se observa que medio de control a través del cual se reclamaría 

ante el juez del conocimiento, no ha caducado, toda vez que la solicitud de conciliación 

fue radicada dentro del término otorgado por la ley para tales efectos, esto es, dentro de 

 
3 Consejo de Estado. Sección 3ª. Subsección C. Auto de 28 de julio de 2011. C.P. Enrique Gil Botero. Rad. 

08001-23-31-000-2010-00713-01(40901) 



los dos años siguientes a la ocurrencia del hecho que causa el daño.  Se observa que las 

partes están debidamente representadas y sus apoderados cuentan con expresas 

facultades para conciliar.  Al respecto, cuando procede la conciliación como mecanismo 

alterno de solución de conflictos, la promoción de la misma por parte del liquidador debe 

cumplir con los principios, efectos y formalismos exigidos en las normas, sea que se 

efectúe ante un centro de conciliación o ante una autoridad administrativa investida de 

tales facultades. 

 

Además de lo anterior, los derechos reclamados son conciliables, fueron aportados 

suficientes medios de prueba para respaldar el acuerdo conciliatorio, el monto acordado 

no es lesivo para el patrimonio de la entidad convocada, como lo avisó el Agente del 

Ministerio Público en el acta sub examine. 

 

Así las cosas, lo ofrecido por la entidad convocada se encuentra dirigido a conciliar 

derechos patrimoniales, el asunto en los términos en los que fue conciliado es susceptible 

de serlo, como quiera que se trata de un conflicto de carácter particular y contenido 

económico, se tiene que la conciliación celebrada no es lesiva para los intereses de la 

convocante, ni para el patrimonio público.  
 

Conforme lo anterior, por cumplirse con los requisitos exigidos por la Ley y la 

jurisprudencia, antes señalados, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 65A de la 

Ley 23 de 1991, adicionada por el artículo 73 de la Ley 446 de 1998, existe razón 

suficiente para aprobar el acuerdo conciliatorio. 
 

Por lo expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo Oral del Circuito Judicial de Montería,  

 

V. R E S U E L V E: 

 

Primero: Aprobar la conciliación prejudicial celebrada el 24 de febrero de 2020 ante la 

Procuraduría 124 Judicial II para Asuntos Administrativos y suscrita por la señora María 

Eulalia Peña Genes quien se identifica con cédula No.34.990.166 en los términos 

acordados con la E.S.E. Hospital San Jerónimo de Montería, por valor de Un Millón 

Quinientos Cuarenta Mil Pesos ($1.540.000 M/C) por concepto de los honorarios 

correspondientes al mes de enero y los días 1, 2 y 3 de febrero de 2019, de acuerdo con 

lo previamente expuesto. 

 

Segundo: En firme esta providencia y previa las anotaciones de rigor en el Sistema 

Justicia XXI web, ARCHIVAR el expediente. 

 
 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE MONTERIA 

La providencia anterior se notificó a las partes por anotación en Estado 

No.019, Hoy, 14 de mayo de 2020.  Este Estado podrá ser consultado en la 

página web de la Rama Judicial 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-06-administrativo-de-

monteria/home. 

 
 



     

Juzgado Sexto Administrativo Oral del Circuito de Montería 

SIGCMA 

 

Montería, trece (13) de mayo del año dos mil veinte (2020) 
  

Conciliación Extrajudicial 
Expediente: 23.001.33.33.006.2020.00054 
Convocante: Rosmiris Conde Negrete 
Convocado: E.S.E. Hospital San Jerónimo de Montería 
Decisión: Aprueba Conciliación Extrajudicial 

 

I. CUESTION PREVIA 
 

En el marco de las medidas de protección dictadas por Gobierno Nacional a través de la 

Resolución 385 del 12 de marzo de 2020 del Ministerio de Salud y Protección Social 

declarando la Emergencia Sanitaria y sus prórrogas, a fin de evitar los estragos de la 

pandemia ocasionada por el Coronavirus - Covid 19, el Consejo Superior de la Judicatura 

suspendió los términos de los procesos judiciales desde el 16 de marzo de 2020, 

conforme lo previsto en los Acuerdos PCSJA20-11517, PCSJA20-11518, PCSJA20-

11519, PCSJA20-11521, PCSJA20-11526, PCSJA20-11527, PCSJA20-11528, PCSJA20-

11529, PCSJA20-11532 y PCSJA20-11546. 

 

En razón de lo anterior, mediante Acuerdo PCSJA20-11549, el Consejo Superior de la 

Judicatura amplió las excepciones a la suspensión de términos relacionados con la 

aprobación o improbación de las conciliaciones extrajudiciales que estuvieran pendientes 

de decisión en juzgados y tribunales administrativos al 16 de marzo de 2020, fecha a 

partir de la cual se dio inicio a la suspensión de términos; estas decisiones se notificarán 

electrónicamente, pero los términos para su control o impugnación seguirán suspendidos 

hasta tanto el Consejo Superior de la Judicatura lo disponga. 

 

De tal manera, procede decidir sobre la aprobación de la conciliación prejudicial celebrada 

el 24 de febrero de 2020 ante la Procuraduría 124 Judicial II para Asuntos Administrativos, 

previo estudio de los siguientes  
 

II. ANTECEDENTES 

 

2.1. Los Hechos.  

Se reseña que la señora Rosmiris Conde Negrete prestó sus servicios en la ESE 

Hospital San Jerónimo de Montería, como Auxiliar de Enfermería, a través de contratos 

de prestación de servicios en el año 2018.  Desde el 1o de enero y hasta el 3 de febrero 

de 2019, continuó cumpliendo la programación de la disponibilidad del servicio en la 

institución, desarrollando las actividades correspondientes pese haberse determinado que 

el contrato suscrito por dicho periodo no cumplía con los requisitos legales, ello en razón 

de evitar una amenaza o lesión inminente e irreversible al derecho a la salud de los 

usuarios de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería. 

 

Afirma que la irregular circunstancia descrita, es atribuida a la entidad convocada y se 

encuadra dentro de una hipótesis excepcional, al hacerse primordial y necesario 

garantizar la correcta prestación del servicio de salud a los usuarios del nosocomio, por lo 

cual se evidencia un perjuicio contra la convocante que origina un enriquecimiento sin 

causa en favor de la administración. 
 

2.2. La Petición.   

A fin de precaver demanda en ejercicio del medio de control de Reparación Directa en la 

modalidad In Rem Verso, con fundamento en los hechos descritos, la p. convocante 



reclama el reconocimiento de un enriquecimiento sin causa por parte de la ESE Hospital 

San Jerónimo de Montería y en consecuencia, se establezca a favor de la convocante el 

pago de la suma de Un Millón Quinientos Cuarenta Mil Pesos ($1.540.000 M/C) por 

concepto de los honorarios correspondientes al mes de enero y los días 1, 2 y 3 de 

febrero de 2019, teniendo como referente el contrato de Prestación de Servicios de Apoyo 

a la Gestión Asistencial No.0138-18 suscrito el año anterior. 
 

III. EL ACUERDO CONCILIATORIO 
 

Presentada la solicitud de conciliación el 7 de noviembre de 2019, correspondió el reparto 

a la Procuraduría 124 Judicial II, por lo cual se citó a las partes para llevar a cabo la 

audiencia de conciliación el día 27 de enero de 2020, aplazada a solicitud de las partes en 

razón de manifestarse ánimo conciliatorio1.  La diligencia finalizó con acuerdo conciliatorio 

el 2 de marzo cursante2. 

 

Conocidas las pretensiones de la p. solicitante, la convocada presentó la siguiente 

propuesta:  
 

“[M]ediante acta número 002 DEL 31 DE ENERO DE 2020, el comité de conciliación de la 
entidad que representa recomendó conciliar por el valor solicitado por la parte convocante 
sin el pago de intereses y dentro de los 120 días calendario una vez aprobada la 
conciliación por el Juez competente.”    

 

La parte convocante expresó de manera inequívoca estar de acuerdo con la propuesta 

formulada, tal como se deja constancia en el acta que se llegó a un acuerdo conciliatorio 

total; de tal manera, el Procurador considera que el acuerdo contiene obligaciones claras, 

expresas, en cuanto al tiempo, modo y lugar de su cumplimiento y reúne los requisitos 

establecidos por la ley y la jurisprudencia para su aprobación, además de contar con el 

material probatorio necesario que lo justifican, por lo que dispone su envío junto con los 

documentos pertinentes al Juez Administrativo para su aprobación.  Así mismo, advierte a 

los comparecientes que el auto aprobatorio hará tránsito a cosa juzgada y prestará mérito 

ejecutivo, razón por la cual no son procedentes nuevas peticiones conciliatorias por los 

mismos hechos ni demandas ante esta jurisdicción por la misma causa. 

 

IV. CONSIDERACIONES DEL JUZGADO 
 

4.1. Competencia.  

Por disposición del art.70 de la Ley 446 de 1998 que modificó el art.59 de la Ley 23 de 

1991, en materia contencioso administrativa se permite a las personas jurídicas de 

derecho público, la posibilidad de conciliar total o parcialmente en la etapa prejudicial o 

judicial, sobre conflictos de carácter particular y contenido económico de que conozca o 

pueda conocer ésta jurisdicción, en ejercicio de los medios de control establecidos en los 

artículos 138, 140 y 141 de la Ley 1437 de 2011. 

 

El artículo 24 de la Ley 640 de 2001, concordante con el artículo 12 del Decreto 1716 de 

mayo 14 de 2009, dispone la remisión de las actas que contengan tales conciliaciones a 

más tardar dentro de los tres (3) días siguientes a su celebración, al Juez o Corporación 

que fuere competente para conocer de la acción judicial respectiva, a efecto de que 

imparta su aprobación o improbación.  

 

4.2. Caso Concreto. 

Procura el convocante la declaración de responsabilidad extracontractual de la ESE 

Hospital San Jerónimo, en la modalidad In Rem Verso, por el no pago de honorarios 

profesionales en razón de haberse declarado que los contratos suscritos durante el 

periodo de tiempo reclamado, no cumplía con los requisitos de ley 

 
1 Folio 26 
2 Acta visible a folio 28 con su respaldo 
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Para tal efecto, con el cuaderno contentivo de la conciliación prejudicial se aportaron los 

siguientes documentos relevantes: solicitud de conciliación extrajudicial (f.1-4); 

certificación de la labor desarrollada por la convocante durante el periodo reclamado, 

suscrita por el Profesional Especializado del Área Asistencial de la ESE Hospital San 

Jerónimo de Montería (f.5); copia de la programación de turnos para el personal de 

Auxiliar de Enfermería UCI mes de enero y febrero 2019 (f.7-8 y 62); copia de la Adición 

No.2 al Contrato de prestación de servicios de apoyo a la gestión asistencial No.0138 de 

2018 (f.9-10); copia de la cédula de ciudadanía de la convocante (f.11); poder para actuar 

en representación del convocante (f.12); Copia del Acta de Comité de Conciliación No.002 

del 31 de enero de 2020, que contiene la postura del Comité de Conciliación de la entidad 

(f.29-40); poder para actuar en representación de la ESE Hospital San Jerónimo de 

Montería (f.41); Resolución 00360 del 1 de febrero de 2019 que ordena la toma de 

posesión de la ESE por parte de la Superintendencia de Salud, Resolución 006240 del 25 

de junio de 2019 de la Superintendencia de Salud por la cual se remueve y designa 

Agente Especial Interventor y Resolución No.007566 del 01 de agosto de 2019 de la 

Superintendencia de Salud por la cual se prorroga el término de la medida de intervención 

forzosa administrativa (f.42-58 con sus respaldos); copia del Contrato de prestación de 

servicios de apoyo a la gestión asistencial No.0138 de 2018 (f.63-66). 

 

Visto lo anterior, se hace necesario revisar si la conciliación remitida por el Ministerio 

Público reúne los requisitos para su aprobación, conforme los parámetros establecidos 

por nuestro máximo órgano rector así3: 
  

“Sin embargo, la ley autoriza el uso de este mecanismo, siempre que se cumplan una serie 
de exigencias que deben ser controladas por el juez, estas exigencias se justifican en la 
medida en que son los fondos del erario los que se encuentran en juego en el acuerdo 
conciliatorio, por tanto, el control que hace el juez administrativo se hace a favor de la 
administración y los recursos públicos.  La jurisprudencia de esta Corporación ha 
decantado los siguientes requisitos: 
 

- La acción no debe haber caducado (art. 61 ley 23 de 1991, modificado por el art. 81 ley 
446 de 1998).  
- El acuerdo conciliatorio debe versar sobre acciones o derechos económicos disponibles 
por las partes (art. 59 ley 23 de 1991 y 70 ley 446 de 1998). 
- Las partes deben estar debidamente representadas y sus representantes deben tener 
capacidad para conciliar. 
- El acuerdo conciliatorio debe contar con las pruebas necesarias, no ser violatorio de la ley 
y no resultar lesivo para el patrimonio público (art. 65A ley 23 de 1.991 y art. 73 ley 446 de 
1998). 
 

3. Así las cosas, la procedencia de la conciliación se encuentra limitada por el hecho de 
que la misma no sea lesiva de los intereses patrimoniales del Estado, de allí que resulta 
necesario examinar los medios de prueba que sustenten la obligación reclamada, 
por ende, la aceptación voluntaria de las obligaciones por parte de los agentes del 
Estado no es suficiente por sí misma para la validez del acuerdo conciliatorio, como 
quiera que éste debe fundarse en pruebas que den al juez la claridad suficiente de la 
existencia de la obligación, en forma tal que se tenga certeza que el patrimonio público no 

se verá lesionado.” (Negrillas del Despacho) 
 

Conforme lo expuesto, la p. solicitante, de acudir ante el juez contencioso procedería 

ejercer el medio de control de Reparación Directa en la modalidad In Rem Verso, por 

cuanto considera que la E.S.E. Hospital San Jerónimo debe reconocer los honorarios 

correspondientes al periodo efectivamente servido sin el amparo de un contrato legal. 
 

En el mismo sentido, se observa que medio de control a través del cual se reclamaría 

ante el juez del conocimiento, no ha caducado, toda vez que la solicitud de conciliación 

fue radicada dentro del término otorgado por la ley para tales efectos, esto es, dentro de 

 
3 Consejo de Estado. Sección 3ª. Subsección C. Auto de 28 de julio de 2011. C.P. Enrique Gil Botero. Rad. 

08001-23-31-000-2010-00713-01(40901) 



los dos años siguientes a la ocurrencia del hecho que causa el daño.  Se observa que las 

partes están debidamente representadas y sus apoderados cuentan con expresas 

facultades para conciliar.  Al respecto, cuando procede la conciliación como mecanismo 

alterno de solución de conflictos, la promoción de la misma por parte del liquidador debe 

cumplir con los principios, efectos y formalismos exigidos en las normas, sea que se 

efectúe ante un centro de conciliación o ante una autoridad administrativa investida de 

tales facultades. 

 

Además de lo anterior, los derechos reclamados son conciliables, fueron aportados 

suficientes medios de prueba para respaldar el acuerdo conciliatorio, el monto acordado 

no es lesivo para el patrimonio de la entidad convocada, como lo avisó el Agente del 

Ministerio Público en el acta sub examine. 

 

Así las cosas, lo ofrecido por la entidad convocada se encuentra dirigido a conciliar 

derechos patrimoniales, el asunto en los términos en los que fue conciliado es susceptible 

de serlo, como quiera que se trata de un conflicto de carácter particular y contenido 

económico, se tiene que la conciliación celebrada no es lesiva para los intereses de la 

convocante, ni para el patrimonio público.  
 

Conforme lo anterior, por cumplirse con los requisitos exigidos por la Ley y la 

jurisprudencia, antes señalados, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 65A de la 

Ley 23 de 1991, adicionada por el artículo 73 de la Ley 446 de 1998, existe razón 

suficiente para aprobar el acuerdo conciliatorio. 
 

Por lo expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo Oral del Circuito Judicial de Montería,  

 

V. R E S U E L V E: 

 

Primero: Aprobar la conciliación prejudicial celebrada el 24 de febrero de 2020 ante la 

Procuraduría 124 Judicial II para Asuntos Administrativos y suscrita por la señora 

Rosmiris Conde Negrete quien se identifica con cédula No.34.997.634 en los términos 

acordados con la E.S.E. Hospital San Jerónimo de Montería, por valor de Un Millón 

Quinientos Cuarenta Mil Pesos ($1.540.000 M/C) por concepto de los honorarios 

correspondientes al mes de enero y los días 1, 2 y 3 de febrero de 2019, de acuerdo con 

lo previamente expuesto. 

 

Segundo: En firme esta providencia y previa las anotaciones de rigor en el Sistema 

Justicia XXI web, ARCHIVAR el expediente. 

 
 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE MONTERIA 

La providencia anterior se notificó a las partes por anotación en Estado 

No.019, Hoy, 14 de mayo de 2020.  Este Estado podrá ser consultado en la 

página web de la Rama Judicial 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-06-administrativo-de-

monteria/home. 
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SIGCMA 

 

Montería, trece (13) de mayo del año dos mil veinte (2020) 
  

Conciliación Extrajudicial 
Expediente: 23.001.33.33.006.2020.00055 
Convocante: Yolanda del Rosario Vega Argel 
Convocado: E.S.E. Hospital San Jerónimo de Montería 
Decisión: Aprueba Conciliación Extrajudicial 

 

I. CUESTION PREVIA 

 

En el marco de las medidas de protección dictadas por Gobierno Nacional a través de la 

Resolución 385 del 12 de marzo de 2020 del Ministerio de Salud y Protección Social 

declarando la Emergencia Sanitaria y sus prórrogas, a fin de evitar los estragos de la 

pandemia ocasionada por el Coronavirus - Covid 19, el Consejo Superior de la Judicatura 

suspendió los términos de los procesos judiciales desde el 16 de marzo de 2020, 

conforme lo previsto en los Acuerdos PCSJA20-11517, PCSJA20-11518, PCSJA20-

11519, PCSJA20-11521, PCSJA20-11526, PCSJA20-11527, PCSJA20-11528, PCSJA20-

11529, PCSJA20-11532 y PCSJA20-11546. 

 

En razón de lo anterior, mediante Acuerdo PCSJA20-11549, el Consejo Superior de la 

Judicatura amplió las excepciones a la suspensión de términos relacionados con la 

aprobación o improbación de las conciliaciones extrajudiciales que estuvieran pendientes 

de decisión en juzgados y tribunales administrativos al 16 de marzo de 2020, fecha a 

partir de la cual se dio inicio a la suspensión de términos; estas decisiones se notificarán 

electrónicamente, pero los términos para su control o impugnación seguirán suspendidos 

hasta tanto el Consejo Superior de la Judicatura lo disponga. 
 

De tal manera, procede decidir sobre la aprobación de la conciliación prejudicial celebrada 

el 24 de febrero de 2020 ante la Procuraduría 189 Judicial I delegada ante los Jueces 

Administrativos del Circuito de Montería, previo estudio de los siguientes  

 

II. ANTECEDENTES 

 

2.1. Los Hechos.  

Se reseña que la señora Yolanda del Rosario Vega Argel prestó sus servicios en la ESE 

Hospital San Jerónimo de Montería, como Auxiliar de Enfermería, a través de contrato 

de prestación de servicios en el año 2018.  Desde el 1o de enero y hasta el 3 de febrero 

de 2019, continuó cumpliendo la programación de la disponibilidad del servicio en la 

institución, desarrollando las actividades correspondientes pese haberse determinado que 

el contrato suscrito por dicho periodo no cumplía con los requisitos legales, ello en razón 

de evitar una amenaza o lesión inminente e irreversible al derecho a la salud de los 

usuarios de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería. 
 

Afirma que la irregular circunstancia descrita, es atribuida a la entidad convocada y se 

encuadra dentro de una hipótesis excepcional, al hacerse primordial y necesario 

garantizar la correcta prestación del servicio de salud a los usuarios del nosocomio, por lo 

cual se evidencia un perjuicio contra la convocante que origina un enriquecimiento sin 

causa en favor de la administración. 

 

2.2. La Petición.   

A fin de precaver demanda en ejercicio del medio de control de Reparación Directa en la 

modalidad In Rem Verso, con fundamento en los hechos descritos, la p. convocante 



reclama el reconocimiento de un enriquecimiento sin causa por parte de la ESE Hospital 

San Jerónimo de Montería y en consecuencia, se establezca a favor de la convocante el 

pago de la suma de Un Millón Quinientos Cuarenta Mil Pesos ($1.540.000 M/C) por 

concepto de los honorarios correspondientes al mes de enero y los días 1, 2 y 3 de 

febrero de 2019, teniendo como referente el contrato de prestación de servicios 

profesionales No.0117-18 suscrito el año anterior. 
 

III. EL ACUERDO CONCILIATORIO 
 

Presentada la solicitud de conciliación el 20 de noviembre de 2019, correspondió el 

reparto a la Procuraduría 189 Judicial I, por lo cual se citó a las partes para llevar a cabo 

la audiencia de conciliación el día 27 de enero de 2020, suspendida a solicitud de las 

partes en razón de manifestarse ánimo conciliatorio1.  La diligencia finalizó con acuerdo 

conciliatorio el 24 de febrero cursante2. 

 

Conocidas las pretensiones de la p. solicitante, la convocada presentó la siguiente 

propuesta:  
 

“Una vez realizado el estudio de la solicitud de conciliación extrajudicial realizada por la 
convocante, el Comité por unanimidad decide conciliar el pago de los honorarios de los 
servicios prestados por valor de un millón quinientos cuarenta mil pesos ($1.540.000), 
correspondiente a la mes de enero de 2019 y los días 1, 2 y 3 del mes de febrero de 2019, 
sin pago de intereses, de la siguiente manera: el pago de dichos honorarios se realizará 
dentro de los ciento veinte (120) días calendario, una vez sea ratificado o aprobado el 
acuerdo conciliatorio por parte del juez.  Lo anterior teniendo en cuenta el proceso de 
intervención por el que atraviesa la ESE en este momento y de austeridad económica.  Se 
anexa acta de comité de conciliación No.002 del 31 de enero de 2020, constante de doce 
(12) folios.”    

 

La parte convocante expresó de manera inequívoca estar de acuerdo con la propuesta 

formulada, tal como se deja constancia en el acta que se llegó a un acuerdo conciliatorio 

total; de tal manera, el Procurador considera que el acuerdo contiene obligaciones claras, 

expresas, en cuanto al tiempo, modo y lugar de su cumplimiento y reúne los requisitos 

establecidos por la ley y la jurisprudencia para su aprobación, además de contar con el 

material probatorio necesario que lo justifican, por lo que dispone su envío junto con los 

documentos pertinentes al Juez Administrativo para su aprobación.  Así mismo, advierte a 

los comparecientes que el auto aprobatorio hará tránsito a cosa juzgada y prestará mérito 

ejecutivo, razón por la cual no son procedentes nuevas peticiones conciliatorias por los 

mismos hechos ni demandas ante esta jurisdicción por la misma causa. 
 

IV. CONSIDERACIONES DEL JUZGADO 

 

4.1. Competencia.  

Por disposición del art.70 de la Ley 446 de 1998 que modificó el art.59 de la Ley 23 de 

1991, en materia contencioso administrativa se permite a las personas jurídicas de 

derecho público, la posibilidad de conciliar total o parcialmente en la etapa prejudicial o 

judicial, sobre conflictos de carácter particular y contenido económico de que conozca o 

pueda conocer ésta jurisdicción, en ejercicio de los medios de control establecidos en los 

artículos 138, 140 y 141 de la Ley 1437 de 2011. 

 

El artículo 24 de la Ley 640 de 2001, concordante con el artículo 12 del Decreto 1716 de 

mayo 14 de 2009, dispone la remisión de las actas que contengan tales conciliaciones a 

más tardar dentro de los tres (3) días siguientes a su celebración, al Juez o Corporación 

que fuere competente para conocer de la acción judicial respectiva, a efecto de que 

imparta su aprobación o improbación.  
 

 

 
1 Acta visible a folio 28  
2 Acta visible a folio 67-73 
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4.2. Caso Concreto. 

Procura el convocante la declaración de responsabilidad extracontractual de la ESE 

Hospital San Jerónimo, en la modalidad In Rem Verso, por el no pago de honorarios 

profesionales en razón de haberse declarado que los contratos suscritos durante el 

periodo de tiempo reclamado, no cumplía con los requisitos de ley. 
 

Para tal efecto, con el cuaderno contentivo de la conciliación prejudicial se aportaron los 

siguientes documentos relevantes: solicitud de conciliación extrajudicial (f.1-4); 

certificación de la labor desarrollada por la p. convocante durante el periodo reclamado, 

suscrita por el Profesional Especializado del Área Asistencial de la ESE Hospital San 

Jerónimo de Montería (f.5); copia de la programación de turnos para el personal Auxiliar 

de Enfermería en el Área de Quirúrgica Tercer Piso mes de enero y febrero 2019 (f.7-8); 

copia de la Adición No.2 al Contrato de Prestación de Servicios de Apoyo a la Gestión 

Asistencial No.0117 de 2018 (f.9-10); copia de la cédula de ciudadanía de la p. 

convocante (f.11); poder para actuar en representación del convocante (f.12); poder para 

actuar en representación de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería (f.33); Resolución 

00360 del 1 de febrero de 2019 que ordena la toma de posesión de la ESE por parte de la 

Superintendencia de Salud, Resolución 006240 del 25 de junio de 2019 de la 

Superintendencia de Salud por la cual se remueve y designa Agente Especial Interventor 

y Resolución No.007566 del 01 de agosto de 2019 de la Superintendencia de Salud por la 

cual se prorroga el término de la medida de intervención forzosa administrativa (f.33-45); 

copia del Acta del Comité de Conciliación de la entidad No.002 del 31 de enero de 2020 

(f.46-57); CD que contiene antecedentes aportados por la ESE San Jerónimo (f.58). 

 

Visto lo anterior, se hace necesario revisar si la conciliación remitida por el Ministerio 

Público reúne los requisitos para su aprobación, conforme los parámetros establecidos 

por nuestro máximo órgano rector así3: 
  

“Sin embargo, la ley autoriza el uso de este mecanismo, siempre que se cumplan una serie 
de exigencias que deben ser controladas por el juez, estas exigencias se justifican en la 
medida en que son los fondos del erario los que se encuentran en juego en el acuerdo 
conciliatorio, por tanto, el control que hace el juez administrativo se hace a favor de la 
administración y los recursos públicos.  La jurisprudencia de esta Corporación ha 
decantado los siguientes requisitos: 
 

- La acción no debe haber caducado (art. 61 ley 23 de 1991, modificado por el art. 81 ley 
446 de 1998).  
- El acuerdo conciliatorio debe versar sobre acciones o derechos económicos disponibles 
por las partes (art. 59 ley 23 de 1991 y 70 ley 446 de 1998). 
- Las partes deben estar debidamente representadas y sus representantes deben tener 
capacidad para conciliar. 
- El acuerdo conciliatorio debe contar con las pruebas necesarias, no ser violatorio de la ley 
y no resultar lesivo para el patrimonio público (art. 65A ley 23 de 1.991 y art. 73 ley 446 de 
1998). 
3. Así las cosas, la procedencia de la conciliación se encuentra limitada por el hecho de 
que la misma no sea lesiva de los intereses patrimoniales del Estado, de allí que resulta 
necesario examinar los medios de prueba que sustenten la obligación reclamada, 
por ende, la aceptación voluntaria de las obligaciones por parte de los agentes del 
Estado no es suficiente por sí misma para la validez del acuerdo conciliatorio, como 
quiera que éste debe fundarse en pruebas que den al juez la claridad suficiente de la 
existencia de la obligación, en forma tal que se tenga certeza que el patrimonio público no 

se verá lesionado.” (Negrillas del Despacho) 
 

Conforme lo expuesto, la p. solicitante, de acudir ante el juez contencioso procedería 

ejercer el medio de control de Reparación Directa en la modalidad In Rem Verso, por 

cuanto considera que la E.S.E. Hospital San Jerónimo debe reconocer los honorarios 

correspondientes al periodo efectivamente servido sin el amparo de un contrato legal. 

 
3 Consejo de Estado. Sección 3ª. Subsección C. Auto de 28 de julio de 2011. C.P. Enrique Gil Botero. Rad. 

08001-23-31-000-2010-00713-01(40901) 



En el mismo sentido, se observa que medio de control a través del cual se reclamaría 

ante el juez del conocimiento, no ha caducado, toda vez que la solicitud de conciliación 

fue radicada dentro del término otorgado por la ley para tales efectos, esto es, dentro de 

los dos años siguientes a la ocurrencia del hecho que causa el daño.  Se observa que las 

partes están debidamente representadas y sus apoderados cuentan con expresas 

facultades para conciliar.  Al respecto, cuando procede la conciliación como mecanismo 

alterno de solución de conflictos, la promoción de la misma por parte del liquidador debe 

cumplir con los principios, efectos y formalismos exigidos en las normas, sea que se 

efectúe ante un centro de conciliación o ante una autoridad administrativa investida de 

tales facultades. 

 

Además de lo anterior, los derechos reclamados son conciliables, fueron aportados 

suficientes medios de prueba para respaldar el acuerdo conciliatorio, el monto acordado 

no es lesivo para el patrimonio de la entidad convocada, como lo avisó el Agente del 

Ministerio Público en el acta sub examine. 

 

Así las cosas, lo ofrecido por la entidad convocada se encuentra dirigido a conciliar 

derechos patrimoniales, el asunto en los términos en los que fue conciliado es susceptible 

de serlo, como quiera que se trata de un conflicto de carácter particular y contenido 

económico, se tiene que la conciliación celebrada no es lesiva para los intereses de la 

convocante, ni para el patrimonio público.  
 

Conforme lo anterior, por cumplirse con los requisitos exigidos por la Ley y la 

jurisprudencia, antes señalados, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 65A de la 

Ley 23 de 1991, adicionada por el artículo 73 de la Ley 446 de 1998, existe razón 

suficiente para aprobar el acuerdo conciliatorio. 
 

Por lo expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo Oral del Circuito Judicial de Montería,  
 

V. R E S U E L V E: 
 

Primero: Aprobar la conciliación prejudicial celebrada el 24 de febrero de 2020 ante la 

Procuraduría 189 Judicial I delegada ante los Juzgados Administrativos y suscrita por la 

señora Yolanda del Rosario Vega Argel quien se identifica con cédula No.34.980.121 en 

los términos acordados con la E.S.E. Hospital San Jerónimo de Montería, por valor de Un 

Millón Quinientos Cuarenta Mil Pesos ($1.540.000 M/C) por concepto de los honorarios 

correspondientes al mes de enero y los días 1, 2 y 3 de febrero de 2019, de acuerdo con 

lo previamente expuesto. 

 

Segundo: En firme esta providencia y previa las anotaciones de rigor en el Sistema 

Justicia XXI web, ARCHIVAR el expediente. 

 
JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE MONTERIA 

La providencia anterior se notificó a las partes por anotación en Estado No.019, Hoy, 

14 de mayo de 2020.  Este Estado podrá ser consultado en la página web de la Rama 

Judicial https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-06-administrativo-de-

monteria/home. 

 
 



     

Juzgado Sexto Administrativo Oral del Circuito de Montería 

SIGCMA 

 

Montería, trece (13) de mayo del año dos mil veinte (2020) 
  

Conciliación Extrajudicial 
Expediente: 23.001.33.33.006.2020.00056 
Convocante: Claudia María Arcia Plaza 
Convocado: E.S.E. Hospital San Jerónimo de Montería 
Decisión: Aprueba Conciliación Extrajudicial 

 

I. CUESTION PREVIA 
 

En el marco de las medidas de protección dictadas por Gobierno Nacional a través de la 

Resolución 385 del 12 de marzo de 2020 del Ministerio de Salud y Protección Social 

declarando la Emergencia Sanitaria y sus prórrogas, a fin de evitar los estragos de la 

pandemia ocasionada por el Coronavirus - Covid 19, el Consejo Superior de la Judicatura 

suspendió los términos de los procesos judiciales desde el 16 de marzo de 2020, 

conforme lo previsto en los Acuerdos PCSJA20-11517, PCSJA20-11518, PCSJA20-

11519, PCSJA20-11521, PCSJA20-11526, PCSJA20-11527, PCSJA20-11528, PCSJA20-

11529, PCSJA20-11532 y PCSJA20-11546. 

 

En razón de lo anterior, mediante Acuerdo PCSJA20-11549, el Consejo Superior de la 

Judicatura amplió las excepciones a la suspensión de términos relacionados con la 

aprobación o improbación de las conciliaciones extrajudiciales que estuvieran pendientes 

de decisión en juzgados y tribunales administrativos al 16 de marzo de 2020, fecha a 

partir de la cual se dio inicio a la suspensión de términos; estas decisiones se notificarán 

electrónicamente, pero los términos para su control o impugnación seguirán suspendidos 

hasta tanto el Consejo Superior de la Judicatura lo disponga. 

 

De tal manera, procede decidir sobre la aprobación de la conciliación prejudicial celebrada 

el 24 de febrero de 2020 ante la Procuraduría 189 Judicial I delegada ante los Jueces 

Administrativos del Circuito de Montería, previo estudio de los siguientes  
 

II. ANTECEDENTES 

 

2.1. Los Hechos.  

Se reseña que la señora Claudia María Arcia Plaza prestó sus servicios en la ESE 

Hospital San Jerónimo de Montería, como Auxiliar de Enfermería, mediando contrato de 

prestación de servicios en el año 2018.  Desde el 1o de enero y hasta el 3 de febrero de 

2019, continuó cumpliendo la programación de la disponibilidad del servicio en la 

institución, desarrollando las actividades correspondientes pese haberse determinado que 

el contrato suscrito por dicho periodo no cumplía con los requisitos legales, ello en razón 

de evitar una amenaza o lesión inminente e irreversible al derecho a la salud de los 

usuarios de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería. 

 

Afirma que la irregular circunstancia descrita, es atribuida a la entidad convocada y se 

encuadra dentro de una hipótesis excepcional, al hacerse primordial y necesario 

garantizar la correcta prestación del servicio de salud a los usuarios del nosocomio, por lo 

cual se evidencia un perjuicio contra la convocante que origina un enriquecimiento sin 

causa en favor de la administración. 
 

2.2. La Petición.   

A fin de precaver demanda en ejercicio del medio de control de Reparación Directa en la 

modalidad In Rem Verso, con fundamento en los hechos descritos, la p. convocante 



reclama el reconocimiento de un enriquecimiento sin causa por parte de la ESE Hospital 

San Jerónimo de Montería y en consecuencia, se establezca a favor de la convocante el 

pago de la suma de Un Millón Quinientos Cuarenta Mil Pesos ($1.540.000 M/C) por 

concepto de los honorarios correspondientes al mes de enero y los días 1, 2 y 3 de 

febrero de 2019, teniendo como referente el contrato de prestación de servicios 

profesionales No.0147-18 suscrito el año anterior. 
 

III. EL ACUERDO CONCILIATORIO 
 

Presentada la solicitud de conciliación el 17 de octubre de 2019, correspondió el reparto a 

la Procuraduría 189 Judicial I, por lo cual se citó a las partes para llevar a cabo la 

audiencia de conciliación el día 2 de diciembre de 2019, suspendida a solicitud de las 

partes en razón de manifestarse ánimo conciliatorio1.  La diligencia finalizó con acuerdo 

conciliatorio el 24 de febrero cursante2. 

 

Conocidas las pretensiones de la p. solicitante, la convocada presentó la siguiente 

propuesta:  
“Una vez realizado el estudio de la solicitud de conciliación extrajudicial realizada por la 
convocante Claudia María Arcia Plaza, el Comité por unanimidad decide conciliar el pago 
de los honorarios de los servicios prestados  por valor de un millón quinientos cuarenta mil 
pesos ($1.540.000), correspondiente a la mes de enero de 2019 y los días 1, 2 y 3 del mes 
de febrero de 2019, sin pago de intereses, de la siguiente manera: el pago de dichos 
honorarios se realizará dentro de los ciento veinte (120) días calendario, una vez sea 
ratificado o aprobado el acuerdo conciliatorio por parte del juez.  Lo anterior teniendo en 
cuenta el proceso de intervención por el que atraviesa la ESE en este momento y de 
austeridad económica.  Se anexa acta de comité de conciliación No.012 del 15 de 
noviembre de 2019, constante de treinta y seis (36) folios.”    

 

La parte convocante expresó de manera inequívoca estar de acuerdo con la propuesta 

formulada, tal como se deja constancia en el acta que se llegó a un acuerdo conciliatorio 

total; de tal manera, el Procurador considera que el acuerdo contiene obligaciones claras, 

expresas, en cuanto al tiempo, modo y lugar de su cumplimiento y reúne los requisitos 

establecidos por la ley y la jurisprudencia para su aprobación, además de contar con el 

material probatorio necesario que lo justifican, por lo que dispone su envío junto con los 

documentos pertinentes al Juez Administrativo para su aprobación.  Así mismo, advierte a 

los comparecientes que el auto aprobatorio hará tránsito a cosa juzgada y prestará mérito 

ejecutivo, razón por la cual no son procedentes nuevas peticiones conciliatorias por los 

mismos hechos ni demandas ante esta jurisdicción por la misma causa. 
  

IV. CONSIDERACIONES DEL JUZGADO 
 

4.1. Competencia. Por disposición del art.70 de la Ley 446 de 1998 que modificó el art.59 

de la Ley 23 de 1991, en materia contencioso administrativa se permite a las personas 

jurídicas de derecho público, la posibilidad de conciliar total o parcialmente en la etapa 

prejudicial o judicial, sobre conflictos de carácter particular y contenido económico de que 

conozca o pueda conocer ésta jurisdicción, en ejercicio de los medios de control 

establecidos en los artículos 138, 140 y 141 de la Ley 1437 de 2011. 
 

El artículo 24 de la Ley 640 de 2001, concordante con el artículo 12 del Decreto 1716 de 

mayo 14 de 2009, dispone la remisión de las actas que contengan tales conciliaciones a 

más tardar dentro de los tres (3) días siguientes a su celebración, al Juez o Corporación 

que fuere competente para conocer de la acción judicial respectiva, a efecto de que 

imparta su aprobación o improbación.  
 

4.2. Caso Concreto. 

Procura el convocante la declaración de responsabilidad extracontractual de la ESE 

Hospital San Jerónimo, en la modalidad In Rem Verso, por el no pago de honorarios 

 
1 Acta visible a folio 92-93 con su respaldo  
2 Acta visible a folio 104-110 
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profesionales en razón de haberse declarado que los contratos suscritos durante el 

periodo de tiempo reclamado, no cumplía con los requisitos de ley. 

 

Para tal efecto, con el cuaderno contentivo de la conciliación prejudicial se aportaron los 

siguientes documentos relevantes: solicitud de conciliación extrajudicial (f.1-4); 

certificación de la labor desarrollada por la p. convocante durante el periodo reclamado, 

suscrita por el Subdirector Científico del Área Asistencial de la ESE Hospital San 

Jerónimo de Montería (f.5); copia de la programación de turnos para el personal Auxiliar 

de Enfermería en el Área de Urgencia Pediátrica mes de enero y febrero 2019 (f.6-7); 

copia la Adición No.2 al Contrato de prestación de servicios de apoyo a gestión asistencial 

No.0147 de 2018 (f.8-9); copia de la cédula de ciudadanía de la p. convocante (f.11); 

poder para actuar en representación del convocante (f.12); poder para actuar en 

representación de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería (f.28); Resolución 00360 del 

1 de febrero de 2019 que ordena la toma de posesión de la ESE por parte de la 

Superintendencia de Salud, Resolución 006240 del 25 de junio de 2019 de la 

Superintendencia de Salud por la cual se remueve y designa Agente Especial Interventor 

y Resolución No.007566 del 01 de agosto de 2019 de la Superintendencia de Salud por la 

cual se prorroga el término de la medida de intervención forzosa administrativa (f.29-54); 

copia del Acta del Comité de Conciliación de la entidad No.012 del 15 de noviembre de 

2019 (f.55-91). 

 

Visto lo anterior, se hace necesario revisar si la conciliación remitida por el Ministerio 

Público reúne los requisitos para su aprobación, conforme los parámetros establecidos 

por nuestro máximo órgano rector así3: 
  

“Sin embargo, la ley autoriza el uso de este mecanismo, siempre que se cumplan una serie 
de exigencias que deben ser controladas por el juez, estas exigencias se justifican en la 
medida en que son los fondos del erario los que se encuentran en juego en el acuerdo 
conciliatorio, por tanto, el control que hace el juez administrativo se hace a favor de la 
administración y los recursos públicos.  La jurisprudencia de esta Corporación ha 
decantado los siguientes requisitos: 
- La acción no debe haber caducado (art. 61 ley 23 de 1991, modificado por el art. 81 ley 
446 de 1998).  
- El acuerdo conciliatorio debe versar sobre acciones o derechos económicos disponibles 
por las partes (art. 59 ley 23 de 1991 y 70 ley 446 de 1998). 
- Las partes deben estar debidamente representadas y sus representantes deben tener 
capacidad para conciliar. 
- El acuerdo conciliatorio debe contar con las pruebas necesarias, no ser violatorio de la ley 
y no resultar lesivo para el patrimonio público (art. 65A ley 23 de 1.991 y art. 73 ley 446 de 
1998). 
3. Así las cosas, la procedencia de la conciliación se encuentra limitada por el hecho de 
que la misma no sea lesiva de los intereses patrimoniales del Estado, de allí que resulta 
necesario examinar los medios de prueba que sustenten la obligación reclamada, 
por ende, la aceptación voluntaria de las obligaciones por parte de los agentes del 
Estado no es suficiente por sí misma para la validez del acuerdo conciliatorio, como 
quiera que éste debe fundarse en pruebas que den al juez la claridad suficiente de la 
existencia de la obligación, en forma tal que se tenga certeza que el patrimonio público no 

se verá lesionado.” (Negrillas del Despacho) 
 

Conforme lo expuesto, la p. solicitante, de acudir ante el juez contencioso procedería 

ejercer el medio de control de Reparación Directa en la modalidad In Rem Verso, por 

cuanto considera que la E.S.E. Hospital San Jerónimo debe reconocer los honorarios 

correspondientes al periodo efectivamente servido sin el amparo de un contrato legal. 

En el mismo sentido, se observa que medio de control a través del cual se reclamaría 

ante el juez del conocimiento, no ha caducado, toda vez que la solicitud de conciliación 

fue radicada dentro del término otorgado por la ley para tales efectos, esto es, dentro de 

 
3 Consejo de Estado. Sección 3ª. Subsección C. Auto de 28 de julio de 2011. C.P. Enrique Gil Botero. Rad. 

08001-23-31-000-2010-00713-01(40901) 



los dos años siguientes a la ocurrencia del hecho que causa el daño.  Se observa que las 

partes están debidamente representadas y sus apoderados cuentan con expresas 

facultades para conciliar.  Al respecto, cuando procede la conciliación como mecanismo 

alterno de solución de conflictos, la promoción de la misma por parte del liquidador debe 

cumplir con los principios, efectos y formalismos exigidos en las normas, sea que se 

efectúe ante un centro de conciliación o ante una autoridad administrativa investida de 

tales facultades. 

 

Además de lo anterior, los derechos reclamados son conciliables, fueron aportados 

suficientes medios de prueba para respaldar el acuerdo conciliatorio, el monto acordado 

no es lesivo para el patrimonio de la entidad convocada, como lo avisó el Agente del 

Ministerio Público en el acta sub examine. 

 

Así las cosas, lo ofrecido por la entidad convocada se encuentra dirigido a conciliar 

derechos patrimoniales, el asunto en los términos en los que fue conciliado es susceptible 

de serlo, como quiera que se trata de un conflicto de carácter particular y contenido 

económico, se tiene que la conciliación celebrada no es lesiva para los intereses de la 

convocante, ni para el patrimonio público.  
 

Conforme lo anterior, por cumplirse con los requisitos exigidos por la Ley y la 

jurisprudencia, antes señalados, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 65A de la 

Ley 23 de 1991, adicionada por el artículo 73 de la Ley 446 de 1998, existe razón 

suficiente para aprobar el acuerdo conciliatorio. 
 

Por lo expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo Oral del Circuito Judicial de Montería,  

 

V. R E S U E L V E: 

 

Primero: Aprobar la conciliación prejudicial celebrada el 24 de febrero de 2020 ante la 

Procuraduría 189 Judicial I delegada ante los Juzgados Administrativos y suscrita por la 

señora Claudia María Arcia Plaza quien se identifica con cédula No.43.803.937 en los 

términos acordados con la E.S.E. Hospital San Jerónimo de Montería, por valor de Un 

Millón Quinientos Cuarenta Mil Pesos ($1.540.000 M/C) por concepto de los honorarios 

correspondientes al mes de enero y los días 1, 2 y 3 de febrero de 2019, de acuerdo con 

lo previamente expuesto. 

 

Segundo: En firme esta providencia y previa las anotaciones de rigor en el Sistema 

Justicia XXI web, ARCHIVAR el expediente. 

 
 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE MONTERIA 

La providencia anterior se notificó a las partes por anotación en Estado 

No.019, Hoy, 14 de mayo de 2020.  Este Estado podrá ser consultado en la 

página web de la Rama Judicial 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-06-administrativo-de-

monteria/home. 
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SIGCMA 

 

Montería, trece (13) de mayo del año dos mil veinte (2020) 
  

Conciliación Extrajudicial 
Expediente: 23.001.33.33.006.2020.00057 
Convocante: Delis Isabel Jiménez Vertel 
Convocado: E.S.E. Hospital San Jerónimo de Montería 
Decisión: Aprueba Conciliación Extrajudicial 

 

I. CUESTION PREVIA 
 

En el marco de las medidas de protección dictadas por Gobierno Nacional a través de la 

Resolución 385 del 12 de marzo de 2020 del Ministerio de Salud y Protección Social 

declarando la Emergencia Sanitaria y sus prórrogas, a fin de evitar los estragos de la 

pandemia ocasionada por el Coronavirus - Covid 19, el Consejo Superior de la Judicatura 

suspendió los términos de los procesos judiciales desde el 16 de marzo de 2020, 

conforme lo previsto en los Acuerdos PCSJA20-11517, PCSJA20-11518, PCSJA20-

11519, PCSJA20-11521, PCSJA20-11526, PCSJA20-11527, PCSJA20-11528, PCSJA20-

11529, PCSJA20-11532 y PCSJA20-11546. 

 

En razón de lo anterior, mediante Acuerdo PCSJA20-11549, el Consejo Superior de la 

Judicatura amplió las excepciones a la suspensión de términos relacionados con la 

aprobación o improbación de las conciliaciones extrajudiciales que estuvieran pendientes 

de decisión en juzgados y tribunales administrativos al 16 de marzo de 2020, fecha a 

partir de la cual se dio inicio a la suspensión de términos; estas decisiones se notificarán 

electrónicamente, pero los términos para su control o impugnación seguirán suspendidos 

hasta tanto el Consejo Superior de la Judicatura lo disponga. 
 

De tal manera, procede decidir sobre la aprobación de la conciliación prejudicial celebrada 

el 24 de febrero de 2020 ante la Procuraduría 189 Judicial I delegada ante los Jueces 

Administrativos del Circuito de Montería, previo estudio de los siguientes  
 

II. ANTECEDENTES 
 

2.1. Los Hechos.  

Se reseña que la señora Delis Isabel Jiménez Vertel prestó sus servicios en la ESE 

Hospital San Jerónimo de Montería, como Auxiliar de Enfermería, a través de contrato 

de prestación de servicios en el año 2018.  Desde el 1o de enero y hasta el 3 de febrero 

de 2019, continuó cumpliendo la programación de la disponibilidad del servicio en la 

institución, desarrollando las actividades correspondientes pese haberse determinado que 

el contrato suscrito por dicho periodo no cumplía con los requisitos legales, ello en razón 

de evitar una amenaza o lesión inminente e irreversible al derecho a la salud de los 

usuarios de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería. 
  

Afirma que la irregular circunstancia descrita, es atribuida a la entidad convocada y se 

encuadra dentro de una hipótesis excepcional, al hacerse primordial y necesario 

garantizar la correcta prestación del servicio de salud a los usuarios del nosocomio, por lo 

cual se evidencia un perjuicio contra la convocante que origina un enriquecimiento sin 

causa en favor de la administración. 
 

2.2. La Petición.   

A fin de precaver demanda en ejercicio del medio de control de Reparación Directa en la 

modalidad In Rem Verso, con fundamento en los hechos descritos, la p. convocante 



reclama el reconocimiento de un enriquecimiento sin causa por parte de la ESE Hospital 

San Jerónimo de Montería y en consecuencia, se establezca a favor de la convocante el 

pago de la suma de Un Millón Quinientos Cuarenta Mil Pesos ($1.540.000 M/C) por 

concepto de los honorarios correspondientes al mes de enero y los días 1, 2 y 3 de 

febrero de 2019, teniendo como referente el contrato de prestación de servicios 

profesionales No.0136-18 suscrito el año anterior. 
 

III. EL ACUERDO CONCILIATORIO 
 

Presentada la solicitud de conciliación el 7 de noviembre de 2019, correspondió el reparto 

a la Procuraduría 189 Judicial I, por lo cual se citó a las partes para llevar a cabo la 

audiencia de conciliación el día 9 de diciembre de 2019, suspendida a solicitud de las 

partes en razón de manifestarse ánimo conciliatorio1.  La diligencia finalizó con acuerdo 

conciliatorio el 24 de febrero cursante2. 
 

Conocidas las pretensiones de la p. solicitante, la convocada presentó la siguiente 

propuesta:  
“Una vez realizado el estudio de la solicitud de conciliación extrajudicial realizada por la 
convocante, el Comité por unanimidad decide conciliar el pago de los honorarios de los 
servicios prestados por valor de un millón quinientos cuarenta mil pesos ($1.540.000), 
correspondiente a la mes de enero de 2019 y los días 1, 2 y 3 del mes de febrero de 2019, 
sin pago de intereses, de la siguiente manera: el pago de dichos honorarios se realizará 
dentro de los ciento veinte (120) días calendario, una vez sea ratificado o aprobado el 
acuerdo conciliatorio por parte del juez.  Lo anterior teniendo en cuenta el proceso de 
intervención por el que atraviesa la ESE en este momento y de austeridad económica.  Se 
anexa acta de comité de conciliación No.015 del 5 de diciembre de 2019, constante de 
veintitrés (23) folios.”    

 

La parte convocante expresó de manera inequívoca estar de acuerdo con la propuesta 

formulada, tal como se deja constancia en el acta que se llegó a un acuerdo conciliatorio 

total; de tal manera, el Procurador considera que el acuerdo contiene obligaciones claras, 

expresas, en cuanto al tiempo, modo y lugar de su cumplimiento y reúne los requisitos 

establecidos por la ley y la jurisprudencia para su aprobación, además de contar con el 

material probatorio necesario que lo justifican, por lo que dispone su envío junto con los 

documentos pertinentes al Juez Administrativo para su aprobación.  Así mismo, advierte a 

los comparecientes que el auto aprobatorio hará tránsito a cosa juzgada y prestará mérito 

ejecutivo, razón por la cual no son procedentes nuevas peticiones conciliatorias por los 

mismos hechos ni demandas ante esta jurisdicción por la misma causa. 
  

IV. CONSIDERACIONES DEL JUZGADO 
 

4.1. Competencia.  

Por disposición del art.70 de la Ley 446 de 1998 que modificó el art.59 de la Ley 23 de 

1991, en materia contencioso administrativa se permite a las personas jurídicas de 

derecho público, la posibilidad de conciliar total o parcialmente en la etapa prejudicial o 

judicial, sobre conflictos de carácter particular y contenido económico de que conozca o 

pueda conocer ésta jurisdicción, en ejercicio de los medios de control establecidos en los 

artículos 138, 140 y 141 de la Ley 1437 de 2011. 
 

El artículo 24 de la Ley 640 de 2001, concordante con el artículo 12 del Decreto 1716 de 

mayo 14 de 2009, dispone la remisión de las actas que contengan tales conciliaciones a 

más tardar dentro de los tres (3) días siguientes a su celebración, al Juez o Corporación 

que fuere competente para conocer de la acción judicial respectiva, a efecto de que 

imparta su aprobación o improbación.  
 

4.2. Caso Concreto. 

 
1 Acta visible a folio 92-93 con su respaldo  
2 Acta visible a folio 81-87 
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Procura el convocante la declaración de responsabilidad extracontractual de la ESE 

Hospital San Jerónimo, en la modalidad In Rem Verso, por el no pago de honorarios 

profesionales en razón de haberse declarado que los contratos suscritos durante el 

periodo de tiempo reclamado, no cumplía con los requisitos de ley. 

 

Para tal efecto, con el cuaderno contentivo de la conciliación prejudicial se aportaron los 

siguientes documentos relevantes: solicitud de conciliación extrajudicial (f.1-4); 

certificación de la labor desarrollada por la p. convocante durante el periodo reclamado, 

suscrita por el Profesional Especializado del Área Asistencial de la ESE Hospital San 

Jerónimo de Montería (f.5); copia de la programación de turnos para el personal Auxiliar 

de Enfermería en el Área de Cirugía mes de enero y febrero 2019 (f.7-8); copia de la 

Adición No.2 al Contrato de Prestación de Servicios de Apoyo a Gestión Asistencial 

No.0136 de 2018 (f.9-10); copia de la cédula de ciudadanía de la p. convocante (f.11); 

poder para actuar en representación del convocante (f.12); poder para actuar en 

representación de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería (f.33); Resolución 00360 del 

1 de febrero de 2019 que ordena la toma de posesión de la ESE por parte de la 

Superintendencia de Salud, Resolución 006240 del 25 de junio de 2019 de la 

Superintendencia de Salud por la cual se remueve y designa Agente Especial Interventor 

y Resolución No.007566 del 01 de agosto de 2019 de la Superintendencia de Salud por la 

cual se prorroga el término de la medida de intervención forzosa administrativa (f.34-46); 

copia del Acta del Comité de Conciliación de la entidad No.015 del 5 de diciembre de 

2019 (f.47-69); CD que contiene antecedentes aportados por la ESE San Jerónimo (f.70). 

 

Visto lo anterior, se hace necesario revisar si la conciliación remitida por el Ministerio 

Público reúne los requisitos para su aprobación, conforme los parámetros establecidos 

por nuestro máximo órgano rector así3: 
  

“Sin embargo, la ley autoriza el uso de este mecanismo, siempre que se cumplan una serie 
de exigencias que deben ser controladas por el juez, estas exigencias se justifican en la 
medida en que son los fondos del erario los que se encuentran en juego en el acuerdo 
conciliatorio, por tanto, el control que hace el juez administrativo se hace a favor de la 
administración y los recursos públicos.  La jurisprudencia de esta Corporación ha 
decantado los siguientes requisitos: 
 

- La acción no debe haber caducado (art. 61 ley 23 de 1991, modificado por el art. 81 ley 
446 de 1998).  
- El acuerdo conciliatorio debe versar sobre acciones o derechos económicos disponibles 
por las partes (art. 59 ley 23 de 1991 y 70 ley 446 de 1998). 
- Las partes deben estar debidamente representadas y sus representantes deben tener 
capacidad para conciliar. 
- El acuerdo conciliatorio debe contar con las pruebas necesarias, no ser violatorio de la ley 
y no resultar lesivo para el patrimonio público (art. 65A ley 23 de 1.991 y art. 73 ley 446 de 
1998). 
3. Así las cosas, la procedencia de la conciliación se encuentra limitada por el hecho de 
que la misma no sea lesiva de los intereses patrimoniales del Estado, de allí que resulta 
necesario examinar los medios de prueba que sustenten la obligación reclamada, 
por ende, la aceptación voluntaria de las obligaciones por parte de los agentes del 
Estado no es suficiente por sí misma para la validez del acuerdo conciliatorio, como 
quiera que éste debe fundarse en pruebas que den al juez la claridad suficiente de la 
existencia de la obligación, en forma tal que se tenga certeza que el patrimonio público no 

se verá lesionado.” (Negrillas del Despacho) 
 

Conforme lo expuesto, la p. solicitante, de acudir ante el juez contencioso procedería 

ejercer el medio de control de Reparación Directa en la modalidad In Rem Verso, por 

cuanto considera que la E.S.E. Hospital San Jerónimo debe reconocer los honorarios 

correspondientes al periodo efectivamente servido sin el amparo de un contrato legal. 
 

 
3 Consejo de Estado. Sección 3ª. Subsección C. Auto de 28 de julio de 2011. C.P. Enrique Gil Botero. Rad. 

08001-23-31-000-2010-00713-01(40901) 



En el mismo sentido, se observa que medio de control a través del cual se reclamaría 

ante el juez del conocimiento, no ha caducado, toda vez que la solicitud de conciliación 

fue radicada dentro del término otorgado por la ley para tales efectos, esto es, dentro de 

los dos años siguientes a la ocurrencia del hecho que causa el daño.  Se observa que las 

partes están debidamente representadas y sus apoderados cuentan con expresas 

facultades para conciliar.  Al respecto, cuando procede la conciliación como mecanismo 

alterno de solución de conflictos, la promoción de la misma por parte del liquidador debe 

cumplir con los principios, efectos y formalismos exigidos en las normas, sea que se 

efectúe ante un centro de conciliación o ante una autoridad administrativa investida de 

tales facultades. 
 

Además de lo anterior, los derechos reclamados son conciliables, fueron aportados 

suficientes medios de prueba para respaldar el acuerdo conciliatorio, el monto acordado 

no es lesivo para el patrimonio de la entidad convocada, como lo avisó el Agente del 

Ministerio Público en el acta sub examine. 
 

Así las cosas, lo ofrecido por la entidad convocada se encuentra dirigido a conciliar 

derechos patrimoniales, el asunto en los términos en los que fue conciliado es susceptible 

de serlo, como quiera que se trata de un conflicto de carácter particular y contenido 

económico, se tiene que la conciliación celebrada no es lesiva para los intereses de la 

convocante, ni para el patrimonio público.  
 

Conforme lo anterior, por cumplirse con los requisitos exigidos por la Ley y la 

jurisprudencia, antes señalados, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 65A de la 

Ley 23 de 1991, adicionada por el artículo 73 de la Ley 446 de 1998, existe razón 

suficiente para aprobar el acuerdo conciliatorio. 

 

Por lo expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo Oral del Circuito Judicial de Montería,  

 

V. R E S U E L V E: 
 

Primero: Aprobar la conciliación prejudicial celebrada el 24 de febrero de 2020 ante la 

Procuraduría 189 Judicial I delegada ante los Juzgados Administrativos y suscrita por la 

señora Delis Isabel Jiménez Vertel quien se identifica con cédula No.50.929.033 en los 

términos acordados con la E.S.E. Hospital San Jerónimo de Montería, por valor de Un 

Millón Quinientos Cuarenta Mil Pesos ($1.540.000 M/C) por concepto de los honorarios 

correspondientes al mes de enero y los días 1, 2 y 3 de febrero de 2019, de acuerdo con 

lo previamente expuesto. 
 

Segundo: En firme esta providencia y previa las anotaciones de rigor en el Sistema 

Justicia XXI web, ARCHIVAR el expediente. 

 
 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE MONTERIA 

La providencia anterior se notificó a las partes por anotación en Estado No.019, 

Hoy, 14 de mayo de 2020.  Este Estado podrá ser consultado en la página web 

de la Rama Judicial https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-06-

administrativo-de-monteria/home. 
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SIGCMA 

 

Montería, trece (13) de mayo del año dos mil veinte (2020) 
  

Conciliación Extrajudicial 
Expediente: 23.001.33.33.006.2020.00058 
Convocante: Ernesto Darío Espitia Torres 
Convocado: E.S.E. Hospital San Jerónimo de Montería 
Decisión: Aprueba Conciliación Extrajudicial 

 

I. CUESTION PREVIA 

 

En el marco de las medidas de protección dictadas por Gobierno Nacional a través de la 

Resolución 385 del 12 de marzo de 2020 del Ministerio de Salud y Protección Social 

declarando la Emergencia Sanitaria y sus prórrogas, a fin de evitar los estragos de la 

pandemia ocasionada por el Coronavirus - Covid 19, el Consejo Superior de la Judicatura 

suspendió los términos de los procesos judiciales desde el 16 de marzo de 2020, 

conforme lo previsto en los Acuerdos PCSJA20-11517, PCSJA20-11518, PCSJA20-

11519, PCSJA20-11521, PCSJA20-11526, PCSJA20-11527, PCSJA20-11528, PCSJA20-

11529, PCSJA20-11532 y PCSJA20-11546. 

 

En razón de lo anterior, mediante Acuerdo PCSJA20-11549, el Consejo Superior de la 

Judicatura amplió las excepciones a la suspensión de términos relacionados con la 

aprobación o improbación de las conciliaciones extrajudiciales que estuvieran pendientes 

de decisión en juzgados y tribunales administrativos al 16 de marzo de 2020, fecha a 

partir de la cual se dio inicio a la suspensión de términos; estas decisiones se notificarán 

electrónicamente, pero los términos para su control o impugnación seguirán suspendidos 

hasta tanto el Consejo Superior de la Judicatura lo disponga. 
 

De tal manera, procede decidir sobre la aprobación de la conciliación prejudicial celebrada 

el 24 de febrero de 2020 ante la Procuraduría 189 Judicial I delegada ante los Jueces 

Administrativos del Circuito de Montería, previo estudio de los siguientes  

 

iI. ANTECEDENTES 

 

2.1. Los Hechos.  

Se reseña que el señor Ernesto Darío Espitia Torres prestó sus servicios en la ESE 

Hospital San Jerónimo de Montería, como Auxiliar de Enfermería, a través de contrato 

de prestación de servicios en el año 2018.  Desde el 1o de enero y hasta el 3 de febrero 

de 2019, continuó cumpliendo la programación de la disponibilidad del servicio en la 

institución, desarrollando las actividades correspondientes pese haberse determinado que 

el contrato suscrito por dicho periodo no cumplía con los requisitos legales, ello en razón 

de evitar una amenaza o lesión inminente e irreversible al derecho a la salud de los 

usuarios de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería. 
 

Afirma que la irregular circunstancia descrita, es atribuida a la entidad convocada y se 

encuadra dentro de una hipótesis excepcional, al hacerse primordial y necesario 

garantizar la correcta prestación del servicio de salud a los usuarios del nosocomio, por lo 

cual se evidencia un perjuicio contra la convocante que origina un enriquecimiento sin 

causa en favor de la administración. 

 

2.2. La Petición.   

A fin de precaver demanda en ejercicio del medio de control de Reparación Directa en la 

modalidad In Rem Verso, con fundamento en los hechos descritos, la p. convocante 



reclama el reconocimiento de un enriquecimiento sin causa por parte de la ESE Hospital 

San Jerónimo de Montería y en consecuencia, se establezca a favor de la convocante el 

pago de la suma de Un Millón Quinientos Cuarenta Mil Pesos ($1.540.000 M/C) por 

concepto de los honorarios correspondientes al mes de enero y los días 1, 2 y 3 de 

febrero de 2019, teniendo como referente el contrato de prestación de servicios 

profesionales No.0200-18 suscrito el año anterior. 
 

iII. EL ACUERDO CONCILIATORIO 

 

Presentada la solicitud de conciliación el 27 de noviembre de 2019, correspondió el 

reparto a la Procuraduría 189 Judicial I, por lo cual se citó a las partes para llevar a cabo 

la audiencia de conciliación el día 24 de febrero cursante1, diligencia finalizó con acuerdo 

conciliatorio. 

 

Conocidas las pretensiones de la p. solicitante, la convocada presentó la siguiente 

propuesta:  
 

“Una vez realizado el estudio de la solicitud de conciliación extrajudicial realizada por la 
convocante, el Comité por unanimidad decide conciliar el pago de los honorarios de los 
servicios prestados por valor de un millón quinientos cuarenta mil pesos ($1.540.000), 
correspondiente a la mes de enero de 2019 y los días 1, 2 y 3 del mes de febrero de 2019, sin 
pago de intereses, de la siguiente manera: el pago de dichos honorarios se realizará dentro de 
los ciento veinte (120) días calendario, una vez sea ratificado o aprobado el acuerdo 
conciliatorio por parte del juez.  Lo anterior teniendo en cuenta el proceso de intervención por 
el que atraviesa la ESE en este momento y de austeridad económica.  Se anexa acta de 
comité de conciliación No.002 del 31 de enero de 2020, constante de doce (12) folios.”    

 

La parte convocante expresó de manera inequívoca estar de acuerdo con la propuesta 

formulada, tal como se deja constancia en el acta que se llegó a un acuerdo conciliatorio 

total; de tal manera, el Procurador considera que el acuerdo contiene obligaciones claras, 

expresas, en cuanto al tiempo, modo y lugar de su cumplimiento y reúne los requisitos 

establecidos por la ley y la jurisprudencia para su aprobación, además de contar con el 

material probatorio necesario que lo justifican, por lo que dispone su envío junto con los 

documentos pertinentes al Juez Administrativo para su aprobación.  Así mismo, advierte a 

los comparecientes que el auto aprobatorio hará tránsito a cosa juzgada y prestará mérito 

ejecutivo, razón por la cual no son procedentes nuevas peticiones conciliatorias por los 

mismos hechos ni demandas ante esta jurisdicción por la misma causa. 
 

Iv. CONSIDERACIONES DEL JUZGADO 

 

4.1. Competencia.  

Por disposición del art.70 de la Ley 446 de 1998 que modificó el art.59 de la Ley 23 de 

1991, en materia contencioso administrativa se permite a las personas jurídicas de 

derecho público, la posibilidad de conciliar total o parcialmente en la etapa prejudicial o 

judicial, sobre conflictos de carácter particular y contenido económico de que conozca o 

pueda conocer ésta jurisdicción, en ejercicio de los medios de control establecidos en los 

artículos 138, 140 y 141 de la Ley 1437 de 2011. 
 

El artículo 24 de la Ley 640 de 2001, concordante con el artículo 12 del Decreto 1716 de 

mayo 14 de 2009, dispone la remisión de las actas que contengan tales conciliaciones a 

más tardar dentro de los tres (3) días siguientes a su celebración, al Juez o Corporación 

que fuere competente para conocer de la acción judicial respectiva, a efecto de que 

imparta su aprobación o improbación.  
 

4.2. Caso Concreto. 

Procura el convocante la declaración de responsabilidad extracontractual de la ESE 

Hospital San Jerónimo, en la modalidad In Rem Verso, por el no pago de honorarios 

 
1 Acta visible a folio 67-73 
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profesionales en razón de haberse declarado que los contratos suscritos durante el 

periodo de tiempo reclamado, no cumplía con los requisitos de ley. 
 

Para tal efecto, con el cuaderno contentivo de la conciliación prejudicial se aportaron los 

siguientes documentos relevantes: solicitud de conciliación extrajudicial (f.1-4); 

certificación de la labor desarrollada por la p. convocante durante el periodo reclamado, 

suscrita por el Subdirector Científico del Área Asistencial de la ESE Hospital San 

Jerónimo de Montería (f.5); copia de la programación de turnos para el personal Auxiliar 

de Enfermería en el Área de Urgencia Adulto mes de enero y febrero 2019 (f.7-8); copia 

de la Adición No.2 al Contrato de Prestación de Servicios de Apoyo a la Gestión 

Asistencial No.0200 de 2018 (f.9-10); copia de la cédula de ciudadanía de la p. 

convocante (f.11); poder para actuar en representación del convocante (f.12); poder para 

actuar en representación de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería (f.29); Resolución 

00360 del 1 de febrero de 2019 que ordena la toma de posesión de la ESE por parte de la 

Superintendencia de Salud, Resolución 006240 del 25 de junio de 2019 de la 

Superintendencia de Salud por la cual se remueve y designa Agente Especial Interventor 

y Resolución No.007566 del 01 de agosto de 2019 de la Superintendencia de Salud por la 

cual se prorroga el término de la medida de intervención forzosa administrativa (f.30-42); 

copia del Acta del Comité de Conciliación de la entidad No.002 del 31 de enero de 2020 

(f.43-54); CD que contiene antecedentes aportados por la ESE San Jerónimo (f.55). 

 

Visto lo anterior, se hace necesario revisar si la conciliación remitida por el Ministerio 

Público reúne los requisitos para su aprobación, conforme los parámetros establecidos 

por nuestro máximo órgano rector así2: 
  

“Sin embargo, la ley autoriza el uso de este mecanismo, siempre que se cumplan una serie 
de exigencias que deben ser controladas por el juez, estas exigencias se justifican en la 
medida en que son los fondos del erario los que se encuentran en juego en el acuerdo 
conciliatorio, por tanto, el control que hace el juez administrativo se hace a favor de la 
administración y los recursos públicos.  La jurisprudencia de esta Corporación ha 
decantado los siguientes requisitos: 
 

- La acción no debe haber caducado (art. 61 ley 23 de 1991, modificado por el art. 81 ley 
446 de 1998).  
- El acuerdo conciliatorio debe versar sobre acciones o derechos económicos disponibles 
por las partes (art. 59 ley 23 de 1991 y 70 ley 446 de 1998). 
- Las partes deben estar debidamente representadas y sus representantes deben tener 
capacidad para conciliar. 
- El acuerdo conciliatorio debe contar con las pruebas necesarias, no ser violatorio de la ley 
y no resultar lesivo para el patrimonio público (art. 65A ley 23 de 1.991 y art. 73 ley 446 de 
1998). 
3. Así las cosas, la procedencia de la conciliación se encuentra limitada por el hecho de 
que la misma no sea lesiva de los intereses patrimoniales del Estado, de allí que resulta 
necesario examinar los medios de prueba que sustenten la obligación reclamada, 
por ende, la aceptación voluntaria de las obligaciones por parte de los agentes del 
Estado no es suficiente por sí misma para la validez del acuerdo conciliatorio, como 
quiera que éste debe fundarse en pruebas que den al juez la claridad suficiente de la 
existencia de la obligación, en forma tal que se tenga certeza que el patrimonio público no 

se verá lesionado.” (Negrillas del Despacho) 
 

Conforme lo expuesto, la p. solicitante, de acudir ante el juez contencioso procedería 

ejercer el medio de control de Reparación Directa en la modalidad In Rem Verso, por 

cuanto considera que la E.S.E. Hospital San Jerónimo debe reconocer los honorarios 

correspondientes al periodo efectivamente servido sin el amparo de un contrato legal. 
 

En el mismo sentido, se observa que medio de control a través del cual se reclamaría 

ante el juez del conocimiento, no ha caducado, toda vez que la solicitud de conciliación 

 
2 Consejo de Estado. Sección 3ª. Subsección C. Auto de 28 de julio de 2011. C.P. Enrique Gil Botero. Rad. 

08001-23-31-000-2010-00713-01(40901) 



fue radicada dentro del término otorgado por la ley para tales efectos, esto es, dentro de 

los dos años siguientes a la ocurrencia del hecho que causa el daño.  Se observa que las 

partes están debidamente representadas y sus apoderados cuentan con expresas 

facultades para conciliar.  Al respecto, cuando procede la conciliación como mecanismo 

alterno de solución de conflictos, la promoción de la misma por parte del liquidador debe 

cumplir con los principios, efectos y formalismos exigidos en las normas, sea que se 

efectúe ante un centro de conciliación o ante una autoridad administrativa investida de 

tales facultades. 
 

Además de lo anterior, los derechos reclamados son conciliables, fueron aportados 

suficientes medios de prueba para respaldar el acuerdo conciliatorio, el monto acordado 

no es lesivo para el patrimonio de la entidad convocada, como lo avisó el Agente del 

Ministerio Público en el acta sub examine. 
 

Así las cosas, lo ofrecido por la entidad convocada se encuentra dirigido a conciliar 

derechos patrimoniales, el asunto en los términos en los que fue conciliado es susceptible 

de serlo, como quiera que se trata de un conflicto de carácter particular y contenido 

económico, se tiene que la conciliación celebrada no es lesiva para los intereses de la 

convocante, ni para el patrimonio público.  

 

Conforme lo anterior, por cumplirse con los requisitos exigidos por la Ley y la 

jurisprudencia, antes señalados, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 65A de la 

Ley 23 de 1991, adicionada por el artículo 73 de la Ley 446 de 1998, existe razón 

suficiente para aprobar el acuerdo conciliatorio. 

 

Por lo expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo Oral del Circuito Judicial de Montería,  
 

V. R E S U E L V E: 
 

Primero: Aprobar la conciliación prejudicial celebrada el 24 de febrero de 2020 ante la 

Procuraduría 189 Judicial I delegada ante los Juzgados Administrativos y suscrita por 

Ernesto Darío Espitia Torres quien se identifica con cédula No.1.063.648.133 en los 

términos acordados con la E.S.E. Hospital San Jerónimo de Montería, por valor de Un 

Millón Quinientos Cuarenta Mil Pesos ($1.540.000 M/C) por concepto de los honorarios 

correspondientes al mes de enero y los días 1, 2 y 3 de febrero de 2019, de acuerdo con 

lo previamente expuesto. 
 

Segundo: En firme esta providencia y previa las anotaciones de rigor en el Sistema 

Justicia XXI web, ARCHIVAR el expediente. 

 
 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE MONTERIA 

La providencia anterior se notificó a las partes por anotación en Estado 

No.019, Hoy, 14 de mayo de 2020.  Este Estado podrá ser consultado en la 

página web de la Rama Judicial 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-06-administrativo-de-

monteria/home. 
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SIGCMA 

 

Montería, trece (13) de mayo del año dos mil veinte (2020) 
  

Conciliación Extrajudicial 
Expediente: 23.001.33.33.006.2020.00059 
Convocante: Juan Carlos Gómez Domínguez 
Convocado: E.S.E. Hospital San Jerónimo de Montería 
Decisión: Aprueba Conciliación Extrajudicial 

 

I. CUESTION PREVIA 

 

En el marco de las medidas de protección dictadas por Gobierno Nacional a través de la 

Resolución 385 del 12 de marzo de 2020 del Ministerio de Salud y Protección Social 

declarando la Emergencia Sanitaria y sus prórrogas, a fin de evitar los estragos de la 

pandemia ocasionada por el Coronavirus - Covid 19, el Consejo Superior de la Judicatura 

suspendió los términos de los procesos judiciales desde el 16 de marzo de 2020, 

conforme lo previsto en los Acuerdos PCSJA20-11517, PCSJA20-11518, PCSJA20-

11519, PCSJA20-11521, PCSJA20-11526, PCSJA20-11527, PCSJA20-11528, PCSJA20-

11529, PCSJA20-11532 y PCSJA20-11546. 

 

En razón de lo anterior, mediante Acuerdo PCSJA20-11549, el Consejo Superior de la 

Judicatura amplió las excepciones a la suspensión de términos relacionados con la 

aprobación o improbación de las conciliaciones extrajudiciales que estuvieran pendientes 

de decisión en juzgados y tribunales administrativos al 16 de marzo de 2020, fecha a 

partir de la cual se dio inicio a la suspensión de términos; estas decisiones se notificarán 

electrónicamente, pero los términos para su control o impugnación seguirán suspendidos 

hasta tanto el Consejo Superior de la Judicatura lo disponga. 
 

De tal manera, procede decidir sobre la aprobación de la conciliación prejudicial celebrada 

el 24 de febrero de 2020 ante la Procuraduría 189 Judicial I delegada ante los Jueces 

Administrativos del Circuito de Montería, previo estudio de los siguientes  

 

II. ANTECEDENTES 

 

2.1. Los Hechos.  

Se reseña que el señor Juan Carlos Gómez Domínguez prestó sus servicios en la ESE 

Hospital San Jerónimo de Montería, como Anestesiólogo, a través de contrato de 

prestación de servicios en el año 2018.  Desde el 1o de enero y hasta el 3 de febrero de 

2019, continuó cumpliendo la programación de la disponibilidad del servicio en la 

institución, desarrollando las actividades correspondientes pese haberse determinado que 

el contrato suscrito por dicho periodo no cumplía con los requisitos legales, ello en razón 

de evitar una amenaza o lesión inminente e irreversible al derecho a la salud de los 

usuarios de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería. 
 

Afirma que la irregular circunstancia descrita, es atribuida a la entidad convocada y se 

encuadra dentro de una hipótesis excepcional, al hacerse primordial y necesario 

garantizar la correcta prestación del servicio de salud a los usuarios del nosocomio, por lo 

cual se evidencia un perjuicio contra la convocante que origina un enriquecimiento sin 

causa en favor de la administración. 

 

2.2. La Petición.   

A fin de precaver demanda en ejercicio del medio de control de Reparación Directa en la 

modalidad In Rem Verso, con fundamento en los hechos descritos, la p. convocante 



reclama el reconocimiento de un enriquecimiento sin causa por parte de la ESE Hospital 

San Jerónimo de Montería y en consecuencia, se establezca a favor de la convocante el 

pago de la suma de Doce Millones Ochocientos Mil Pesos ($12.800.000 M/C) por 

concepto de los honorarios correspondientes al mes de enero y los días 1, 2 y 3 de 

febrero de 2019, teniendo como referente el contrato de prestación de servicios 

profesionales para la gestión asistencial No.0806-18 suscrito el año anterior. 
 

III. EL ACUERDO CONCILIATORIO 
 

Presentada la solicitud de conciliación el 27 de noviembre de 2019, correspondió el 

reparto a la Procuraduría 189 Judicial I, por lo cual se citó a las partes para llevar a cabo 

la audiencia de conciliación el día 24 de febrero cursante1, diligencia finalizó con acuerdo 

conciliatorio. 
 

Conocidas las pretensiones de la p. solicitante, la convocada presentó la siguiente 

propuesta:  
 

“Una vez realizado el estudio de la solicitud de conciliación extrajudicial realizada por la 
convocante, el Comité por unanimidad decide conciliar el pago de los honorarios de los 
servicios prestados por valor de $12.800.000, correspondiente a la mes de enero de 2019 y 
los días 1, 2 y 3 del mes de febrero de 2019, sin pago de intereses, de la siguiente manera: 
el pago de dichos honorarios se realizará dentro de los ciento veinte (120) días calendario, 
una vez sea ratificado o aprobado el acuerdo conciliatorio por parte del juez.  Lo anterior 
teniendo en cuenta el proceso de intervención por el que atraviesa la ESE en este 
momento y de austeridad económica.  Se anexa acta de comité de conciliación No.002 del 
31 de enero de 2020, constante de doce (12) folios.”    

 

La parte convocante expresó de manera inequívoca estar de acuerdo con la propuesta 

formulada, tal como se deja constancia en el acta que se llegó a un acuerdo conciliatorio 

total; de tal manera, el Procurador considera que el acuerdo contiene obligaciones claras, 

expresas, en cuanto al tiempo, modo y lugar de su cumplimiento y reúne los requisitos 

establecidos por la ley y la jurisprudencia para su aprobación, además de contar con el 

material probatorio necesario que lo justifican, por lo que dispone su envío junto con los 

documentos pertinentes al Juez Administrativo para su aprobación.  Así mismo, advierte a 

los comparecientes que el auto aprobatorio hará tránsito a cosa juzgada y prestará mérito 

ejecutivo, razón por la cual no son procedentes nuevas peticiones conciliatorias por los 

mismos hechos ni demandas ante esta jurisdicción por la misma causa. 

 

IV. CONSIDERACIONES DEL JUZGADO 
 

4.1. Competencia.  

Por disposición del art.70 de la Ley 446 de 1998 que modificó el art.59 de la Ley 23 de 

1991, en materia contencioso administrativa se permite a las personas jurídicas de 

derecho público, la posibilidad de conciliar total o parcialmente en la etapa prejudicial o 

judicial, sobre conflictos de carácter particular y contenido económico de que conozca o 

pueda conocer ésta jurisdicción, en ejercicio de los medios de control establecidos en los 

artículos 138, 140 y 141 de la Ley 1437 de 2011. 

 

El artículo 24 de la Ley 640 de 2001, concordante con el artículo 12 del Decreto 1716 de 

mayo 14 de 2009, dispone la remisión de las actas que contengan tales conciliaciones a 

más tardar dentro de los tres (3) días siguientes a su celebración, al Juez o Corporación 

que fuere competente para conocer de la acción judicial respectiva, a efecto de que 

imparta su aprobación o improbación.  

 

4.2. Caso Concreto. 

Procura el convocante la declaración de responsabilidad extracontractual de la ESE 

Hospital San Jerónimo, en la modalidad In Rem Verso, por el no pago de honorarios 

 
1 Acta visible a folio 67-73 
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profesionales en razón de haberse declarado que los contratos suscritos durante el 

periodo de tiempo reclamado, no cumplía con los requisitos de ley. 
 

Para tal efecto, con el cuaderno contentivo de la conciliación prejudicial se aportaron los 

siguientes documentos relevantes: solicitud de conciliación extrajudicial (f.1-4); 

certificación de la labor desarrollada por la p. convocante durante el periodo reclamado, 

suscrita por el Subdirector Científico del Área Asistencial de la ESE Hospital San 

Jerónimo de Montería (f.5); copia de la programación de turnos mes de enero y febrero 

2019 (f.6-7); copia del Contrato de Prestación de Servicios Profesional No.0806 de 2018 

(f.8-14); copia de la cédula de ciudadanía de la p. convocante (f.15); poder para actuar en 

representación del convocante (f.16); poder para actuar en representación de la ESE 

Hospital San Jerónimo de Montería (f.39); Resolución 00360 del 1 de febrero de 2019 que 

ordena la toma de posesión de la ESE por parte de la Superintendencia de Salud, 

Resolución 006240 del 25 de junio de 2019 de la Superintendencia de Salud por la cual 

se remueve y designa Agente Especial Interventor y Resolución No.007566 del 01 de 

agosto de 2019 de la Superintendencia de Salud por la cual se prorroga el término de la 

medida de intervención forzosa administrativa (f.40-52); CD que contiene antecedentes 

aportados por la ESE San Jerónimo (f.53); copia del Acta del Comité de Conciliación de la 

entidad No.002 del 31 de enero de 2020 (f.57-68). 

 

Visto lo anterior, se hace necesario revisar si la conciliación remitida por el Ministerio 

Público reúne los requisitos para su aprobación, conforme los parámetros establecidos 

por nuestro máximo órgano rector así2: 
  

“Sin embargo, la ley autoriza el uso de este mecanismo, siempre que se cumplan una serie 
de exigencias que deben ser controladas por el juez, estas exigencias se justifican en la 
medida en que son los fondos del erario los que se encuentran en juego en el acuerdo 
conciliatorio, por tanto, el control que hace el juez administrativo se hace a favor de la 
administración y los recursos públicos.  La jurisprudencia de esta Corporación ha 
decantado los siguientes requisitos: 
 

- La acción no debe haber caducado (art. 61 ley 23 de 1991, modificado por el art. 81 ley 
446 de 1998).  
- El acuerdo conciliatorio debe versar sobre acciones o derechos económicos disponibles 
por las partes (art. 59 ley 23 de 1991 y 70 ley 446 de 1998). 
- Las partes deben estar debidamente representadas y sus representantes deben tener 
capacidad para conciliar. 
- El acuerdo conciliatorio debe contar con las pruebas necesarias, no ser violatorio de la ley 
y no resultar lesivo para el patrimonio público (art. 65A ley 23 de 1.991 y art. 73 ley 446 de 
1998). 
 

3. Así las cosas, la procedencia de la conciliación se encuentra limitada por el hecho de 
que la misma no sea lesiva de los intereses patrimoniales del Estado, de allí que resulta 
necesario examinar los medios de prueba que sustenten la obligación reclamada, 
por ende, la aceptación voluntaria de las obligaciones por parte de los agentes del 
Estado no es suficiente por sí misma para la validez del acuerdo conciliatorio, como 
quiera que éste debe fundarse en pruebas que den al juez la claridad suficiente de la 
existencia de la obligación, en forma tal que se tenga certeza que el patrimonio público no 

se verá lesionado.” (Negrillas del Despacho) 
 

Conforme lo expuesto, la p. solicitante, de acudir ante el juez contencioso procedería 

ejercer el medio de control de Reparación Directa en la modalidad In Rem Verso, por 

cuanto considera que la E.S.E. Hospital San Jerónimo debe reconocer los honorarios 

correspondientes al periodo efectivamente servido sin el amparo de un contrato legal. 

 

En el mismo sentido, se observa que medio de control a través del cual se reclamaría 

ante el juez del conocimiento, no ha caducado, toda vez que la solicitud de conciliación 

fue radicada dentro del término otorgado por la ley para tales efectos, esto es, dentro de 

 
2 Consejo de Estado. Sección 3ª. Subsección C. Auto de 28 de julio de 2011. C.P. Enrique Gil Botero. Rad. 

08001-23-31-000-2010-00713-01(40901) 



los dos años siguientes a la ocurrencia del hecho que causa el daño.  Se observa que las 

partes están debidamente representadas y sus apoderados cuentan con expresas 

facultades para conciliar.  Al respecto, cuando procede la conciliación como mecanismo 

alterno de solución de conflictos, la promoción de la misma por parte del liquidador debe 

cumplir con los principios, efectos y formalismos exigidos en las normas, sea que se 

efectúe ante un centro de conciliación o ante una autoridad administrativa investida de 

tales facultades. 

 

Además de lo anterior, los derechos reclamados son conciliables, fueron aportados 

suficientes medios de prueba para respaldar el acuerdo conciliatorio, el monto acordado 

no es lesivo para el patrimonio de la entidad convocada, como lo avisó el Agente del 

Ministerio Público en el acta sub examine. 

 

Así las cosas, lo ofrecido por la entidad convocada se encuentra dirigido a conciliar 

derechos patrimoniales, el asunto en los términos en los que fue conciliado es susceptible 

de serlo, como quiera que se trata de un conflicto de carácter particular y contenido 

económico, se tiene que la conciliación celebrada no es lesiva para los intereses de la 

convocante, ni para el patrimonio público.  
 

Conforme lo anterior, por cumplirse con los requisitos exigidos por la Ley y la 

jurisprudencia, antes señalados, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 65A de la 

Ley 23 de 1991, adicionada por el artículo 73 de la Ley 446 de 1998, existe razón 

suficiente para aprobar el acuerdo conciliatorio. 
 

Por lo expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo Oral del Circuito Judicial de Montería,  

 

V. R E S U E L V E: 

 

Primero: Aprobar la conciliación prejudicial celebrada el 24 de febrero de 2020 ante la 

Procuraduría 189 Judicial I delegada ante los Juzgados Administrativos y suscrita por 

Juan Carlos Gómez Domínguez quien se identifica con cédula No.16.274.903 en los 

términos acordados con la E.S.E. Hospital San Jerónimo de Montería, por valor de Doce 

Millones Ochocientos Mil Pesos ($12.800.000 M/C) por concepto de los honorarios 

correspondientes al mes de enero y los días 1, 2 y 3 de febrero de 2019, de acuerdo con 

lo previamente expuesto. 

 

Segundo: En firme esta providencia y previa las anotaciones de rigor en el Sistema 

Justicia XXI web, ARCHIVAR el expediente. 

 
 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE MONTERIA 

La providencia anterior se notificó a las partes por anotación en Estado 

No.019, Hoy, 14 de mayo de 2020.  Este Estado podrá ser consultado en la 

página web de la Rama Judicial 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-06-administrativo-de-

monteria/home. 

 
 



     

Juzgado Sexto Administrativo Oral del Circuito de Montería 

SIGCMA 

 

Montería, trece (13) de mayo del año dos mil veinte (2020) 
  

Conciliación Extrajudicial 
Expediente: 23.001.33.33.006.2020.00061 
Convocante: Jesús Miguel Galeano López 
Convocado: E.S.E. Hospital San Jerónimo de Montería 
Decisión: Aprueba Conciliación Extrajudicial 

 

I. CUESTION PREVIA 

 

En el marco de las medidas de protección dictadas por Gobierno Nacional a través de la 

Resolución 385 del 12 de marzo de 2020 del Ministerio de Salud y Protección Social 

declarando la Emergencia Sanitaria y sus prórrogas, a fin de evitar los estragos de la 

pandemia ocasionada por el Coronavirus - Covid 19, el Consejo Superior de la Judicatura 

suspendió los términos de los procesos judiciales desde el 16 de marzo de 2020, 

conforme lo previsto en los Acuerdos PCSJA20-11517, PCSJA20-11518, PCSJA20-

11519, PCSJA20-11521, PCSJA20-11526, PCSJA20-11527, PCSJA20-11528, PCSJA20-

11529, PCSJA20-11532 y PCSJA20-11546. 

 

En razón de lo anterior, mediante Acuerdo PCSJA20-11549, el Consejo Superior de la 

Judicatura amplió las excepciones a la suspensión de términos relacionados con la 

aprobación o improbación de las conciliaciones extrajudiciales que estuvieran pendientes 

de decisión en juzgados y tribunales administrativos al 16 de marzo de 2020, fecha a 

partir de la cual se dio inicio a la suspensión de términos; estas decisiones se notificarán 

electrónicamente, pero los términos para su control o impugnación seguirán suspendidos 

hasta tanto el Consejo Superior de la Judicatura lo disponga. 
 

De tal manera, procede decidir sobre la aprobación de la conciliación prejudicial celebrada 

el 24 de febrero de 2020 ante la Procuraduría 78 Judicial I para Asuntos Administrativos, 

previo estudio de los siguientes  

 

II. ANTECEDENTES 

 

2.1. Los Hechos.  

Se reseña que el señor Jesús Miguel Galeano López prestó sus servicios en la ESE 

Hospital San Jerónimo de Montería, como Médico General, a través de contratos de 

prestación de servicios en el año 2018.  Desde el 1o de enero y hasta el 3 de febrero de 

2019, continuó cumpliendo la programación de la disponibilidad del servicio en la 

institución, desarrollando las actividades correspondientes pese haberse determinado que 

el contrato suscrito por dicho periodo no cumplía con los requisitos legales, ello en razón 

de evitar una amenaza o lesión inminente e irreversible al derecho a la salud de los 

usuarios de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería. 
 

Afirma que la irregular circunstancia descrita, es atribuida a la entidad convocada y se 

encuadra dentro de una hipótesis excepcional, al hacerse primordial y necesario 

garantizar la correcta prestación del servicio de salud a los usuarios del nosocomio, por lo 

cual se evidencia un perjuicio contra la convocante que origina un enriquecimiento sin 

causa en favor de la administración. 

 

2.2. La Petición.   

A fin de precaver demanda en ejercicio del medio de control de Reparación Directa en la 

modalidad In Rem Verso, con fundamento en los hechos descritos, la p. convocante 



reclama el reconocimiento de un enriquecimiento sin causa por parte de la ESE Hospital 

San Jerónimo de Montería y en consecuencia, se establezca a favor de la convocante el 

pago de la suma de Cuatro Millones Novecientos Cincuenta Mil Pesos ($4.950.000 

M/C) por concepto de los honorarios correspondientes al mes de enero y los días 1, 2 y 3 

de febrero de 2019, teniendo como referente el contrato de Prestación de Servicios 

Profesionales para la Gestión Asistencial No.0836-18 suscrito el año anterior. 
 

II. EL ACUERDO CONCILIATORIO 
 

Presentada la solicitud de conciliación el 20 de noviembre de 2019, conoció el asunto la 

Procuraduría 78 Judicial I, por lo cual se citó a las partes para llevar a cabo la audiencia 

de conciliación el día 24 de febrero de 2020 que finalizó con acuerdo conciliatorio1. 

 

Conocidas las pretensiones de la p. solicitante, la convocada presentó la siguiente 

propuesta:  
“En acta de Comité de Conciliación No.002 de 31 de enero de 2020, el Comité de 
Conciliación de la entidad, la cual aporto, concluyó lo siguiente: Los convocantes allegan 
las pruebas suficientes y contundentes que permitan evidenciar que la compensación 
solicitada dentro de esta solicitud mediante el medio de control de la ACTION (sic) DE IN 
REM VERSO fue provocado con el actuar de la ESE HOSPITAL SAN JERONIMO, en una 
circunstancia de crisis administrativa, provocada por la gerente en propiedad del momento, 
motivo por el cual celebrar un acuerdo de conciliación no se (sic) sería violatorio y lesivo 
para el patrimonio de la entidad en tanto que en una eventual demanda podemos ser 
condenados.  Teniendo en cuenta lo anteriormente expuesto, se somete a consideración el 
presente asunto y los miembros en unanimidad deciden conciliar sin pago de intereses y 
dentro de los 120 días calendario una vez aprobada la conciliación por el Juez.”    

 

La parte convocante expresó de manera inequívoca estar de acuerdo con la propuesta 

formulada, tal como se deja constancia en el acta que se llegó a un acuerdo conciliatorio 

total; de tal manera, el Procurador considera que el acuerdo contiene obligaciones claras, 

expresas, en cuanto al tiempo, modo y lugar de su cumplimiento y reúne los requisitos 

establecidos por la ley y la jurisprudencia para su aprobación, además de contar con el 

material probatorio necesario que lo justifican, por lo que dispone su envío junto con los 

documentos pertinentes al Juez Administrativo para su aprobación.  Así mismo, advierte a 

los comparecientes que el auto aprobatorio hará tránsito a cosa juzgada y prestará mérito 

ejecutivo, razón por la cual no son procedentes nuevas peticiones conciliatorias por los 

mismos hechos ni demandas ante esta jurisdicción por la misma causa. 
 

IV. CONSIDERACIONES DEL JUZGADO 
 

4.1. Competencia.  

Por disposición del art.70 de la Ley 446 de 1998 que modificó el art.59 de la Ley 23 de 

1991, en materia contencioso administrativa se permite a las personas jurídicas de 

derecho público, la posibilidad de conciliar total o parcialmente en la etapa prejudicial o 

judicial, sobre conflictos de carácter particular y contenido económico de que conozca o 

pueda conocer ésta jurisdicción, en ejercicio de los medios de control establecidos en los 

artículos 138, 140 y 141 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo. 
 

El artículo 24 de la Ley 640 de 2001, concordante con el artículo 12 del Decreto 1716 de 

mayo 14 de 2009, dispone la remisión de las actas que contengan tales conciliaciones a 

más tardar dentro de los tres (3) días siguientes a su celebración, al Juez o Corporación 

que fuere competente para conocer de la acción judicial respectiva, a efecto de que 

imparta su aprobación o improbación.  
 

4.2. Caso Concreto. 

Procura el convocante la declaración de responsabilidad extracontractual de la ESE 

Hospital San Jerónimo, en la modalidad In Rem Verso, por el no pago de honorarios 

 
1 Acta visible a folios 35-36 con sus respaldos 
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profesionales en razón de haberse declarado que los contratos suscritos durante el 

periodo de tiempo reclamado, no cumplía con los requisitos de ley 
 

Para tal efecto, con el cuaderno contentivo de la conciliación prejudicial se aportaron los 

siguientes documentos relevantes: solicitud de conciliación extrajudicial (f.1-4); 

certificación de la labor desarrollada por el convocante durante el periodo reclamado, 

suscrita por el Profesional Especializado del Área Asistencial de la ESE Hospital San 

Jerónimo de Montería (f.5); copia de la programación de turnos para el personal Urgencia 

Pediátrica mes de enero y febrero 2019 (f.7); Contrato de prestación de servicios 

profesionales para la gestión asistencial No.0836 de 2018 (f.8-14); copia de la cédula de 

ciudadanía de la convocante (f.15); Copia del Acta de Comité de Conciliación No.002 del 

31 de enero de 2020, que contiene la postura del Comité de Conciliación de la entidad 

(f.42-53);poder para actuar en representación del convocante (f.16); poder para actuar en 

representación de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería (f.54); Resolución 00360 del 

1 de febrero de 2019 que ordena la toma de posesión de la ESE por parte de la 

Superintendencia de Salud, Resolución 006240 del 25 de junio de 2019 de la 

Superintendencia de Salud por la cual se remueve y designa Agente Especial Interventor 

y Resolución No.007566 del 01 de agosto de 2019 de la Superintendencia de Salud por la 

cual se prorroga el término de la medida de intervención forzosa administrativa (f.55-67 

con sus respaldos); documentos solicitados por el Procurador contenidos en CD a f. 68. 
 

Visto lo anterior, se hace necesario revisar si la conciliación remitida por el Ministerio 

Público reúne los requisitos para su aprobación, conforme los parámetros establecidos 

por nuestro máximo órgano rector así2: 
  

“Sin embargo, la ley autoriza el uso de este mecanismo, siempre que se cumplan una serie 
de exigencias que deben ser controladas por el juez, estas exigencias se justifican en la 
medida en que son los fondos del erario los que se encuentran en juego en el acuerdo 
conciliatorio, por tanto, el control que hace el juez administrativo se hace a favor de la 
administración y los recursos públicos.  La jurisprudencia de esta Corporación ha 
decantado los siguientes requisitos: 
 

- La acción no debe haber caducado (art. 61 ley 23 de 1991, modificado por el art. 81 ley 
446 de 1998).  
- El acuerdo conciliatorio debe versar sobre acciones o derechos económicos disponibles 
por las partes (art. 59 ley 23 de 1991 y 70 ley 446 de 1998). 
- Las partes deben estar debidamente representadas y sus representantes deben tener 
capacidad para conciliar. 
- El acuerdo conciliatorio debe contar con las pruebas necesarias, no ser violatorio de la ley 
y no resultar lesivo para el patrimonio público (art. 65A ley 23 de 1.991 y art. 73 ley 446 de 
1998). 
 

3. Así las cosas, la procedencia de la conciliación se encuentra limitada por el hecho de 
que la misma no sea lesiva de los intereses patrimoniales del Estado, de allí que resulta 
necesario examinar los medios de prueba que sustenten la obligación reclamada, 
por ende, la aceptación voluntaria de las obligaciones por parte de los agentes del 
Estado no es suficiente por sí misma para la validez del acuerdo conciliatorio, como 
quiera que éste debe fundarse en pruebas que den al juez la claridad suficiente de la 
existencia de la obligación, en forma tal que se tenga certeza que el patrimonio público no 

se verá lesionado.” (Negrillas del Despacho) 
 

Conforme lo expuesto, la p. solicitante, de acudir ante el juez contencioso procedería 

ejercer el medio de control de Reparación Directa en la modalidad In Rem Verso, por 

cuanto considera que la E.S.E. Hospital San Jerónimo debe reconocer los honorarios 

correspondientes al periodo efectivamente servido sin el amparo de un contrato legal. 

 

En el mismo sentido, se observa que medio de control a través del cual se reclamaría 

ante el juez del conocimiento, no ha caducado, toda vez que la solicitud de conciliación 

 
2 Consejo de Estado. Sección 3ª. Subsección C. Auto de 28 de julio de 2011. C.P. Enrique Gil Botero. Rad. 

08001-23-31-000-2010-00713-01(40901) 



fue radicada dentro del término otorgado por la ley para tales efectos, esto es, dentro de 

los dos años siguientes a la ocurrencia del hecho que causa el daño.  Se observa que las 

partes están debidamente representadas y sus apoderados cuentan con expresas 

facultades para conciliar.  Al respecto, cuando procede la conciliación como mecanismo 

alterno de solución de conflictos, la promoción de la misma por parte del liquidador debe 

cumplir con los principios, efectos y formalismos exigidos en las normas, sea que se 

efectúe ante un centro de conciliación o ante una autoridad administrativa investida de 

tales facultades. 
 

Además de lo anterior, los derechos reclamados son conciliables, fueron aportados 

suficientes medios de prueba para respaldar el acuerdo conciliatorio, el monto acordado 

no es lesivo para el patrimonio de la entidad convocada, como lo avisó el Agente del 

Ministerio Público en el acta sub examine. 
 

Así las cosas, lo ofrecido por la entidad convocada se encuentra dirigido a conciliar 

derechos patrimoniales, el asunto en los términos en los que fue conciliado es susceptible 

de serlo, como quiera que se trata de un conflicto de carácter particular y contenido 

económico, se tiene que la conciliación celebrada no es lesiva para los intereses de la 

convocante, ni para el patrimonio público.  

 

Conforme lo anterior, por cumplirse con los requisitos exigidos por la Ley y la 

jurisprudencia, antes señalados, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 65A de la 

Ley 23 de 1991, adicionada por el artículo 73 de la Ley 446 de 1998, existe razón 

suficiente para aprobar el acuerdo conciliatorio. 

 

Por lo expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo Oral del Circuito Judicial de Montería,  
 

V. R E S U E L V E: 
 

Primero: Aprobar la conciliación prejudicial celebrada el 24 de febrero de 2020 ante la 

Procuraduría 78 Judicial I para Asuntos Administrativos y suscrita por el señor Jesús 

Miguel Galeano López quien se identifica con cédula No.6.894.036 en los términos 

acordados con la E.S.E. Hospital San Jerónimo de Montería, por valor de Cuatro 

Millones Novecientos Cincuenta Mil Pesos ($4.950.000 M/C) por concepto de los 

honorarios correspondientes al mes de enero y los días 1, 2 y 3 de febrero de 2019, de 

acuerdo con lo previamente expuesto. 
 

Segundo: En firme esta providencia y previa las anotaciones de rigor en el Sistema 

Justicia XXI web, ARCHIVAR el expediente. 

 
 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE MONTERIA 

La providencia anterior se notificó a las partes por anotación en Estado No.019, 

Hoy, 14 de mayo de 2020.  Este Estado podrá ser consultado en la página web 

de la Rama Judicial https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-06-

administrativo-de-monteria/home. 
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SIGCMA 

 

Montería, trece (13) de mayo del año dos mil veinte (2020) 
   

Conciliación Extrajudicial 
Expediente: 23.001.33.33.006.2020.00062 
Convocante: Manuel Salvador Campo Morelo 
Convocado: E.S.E. Hospital San Jerónimo de Montería 
Decisión: Aprueba Conciliación Extrajudicial 

 

I. CUESTION PREVIA 

 

En el marco de las medidas de protección dictadas por Gobierno Nacional a través de la 

Resolución 385 del 12 de marzo de 2020 del Ministerio de Salud y Protección Social 

declarando la Emergencia Sanitaria y sus prórrogas, a fin de evitar los estragos de la 

pandemia ocasionada por el Coronavirus - Covid 19, el Consejo Superior de la Judicatura 

suspendió los términos de los procesos judiciales desde el 16 de marzo de 2020, 

conforme lo previsto en los Acuerdos PCSJA20-11517, PCSJA20-11518, PCSJA20-

11519, PCSJA20-11521, PCSJA20-11526, PCSJA20-11527, PCSJA20-11528, PCSJA20-

11529, PCSJA20-11532 y PCSJA20-11546. 

 

En razón de lo anterior, mediante Acuerdo PCSJA20-11549, el Consejo Superior de la 

Judicatura amplió las excepciones a la suspensión de términos relacionados con la 

aprobación o improbación de las conciliaciones extrajudiciales que estuvieran pendientes 

de decisión en juzgados y tribunales administrativos al 16 de marzo de 2020, fecha a 

partir de la cual se dio inicio a la suspensión de términos; estas decisiones se notificarán 

electrónicamente, pero los términos para su control o impugnación seguirán suspendidos 

hasta tanto el Consejo Superior de la Judicatura lo disponga. 
 

De tal manera, procede decidir sobre la aprobación de la conciliación prejudicial celebrada 

el 24 de febrero de 2020 ante la Procuraduría 78 Judicial I para Asuntos Administrativos, 

previo estudio de los siguientes  

 

II. ANTECEDENTES 

 

2.1. Los Hechos.  

Se reseña que el señor Manuel Salvador Campo Morelo prestó sus servicios en la ESE 

Hospital San Jerónimo de Montería, como Médico General, a través de contrato de 

prestación de servicios en el año 2018.  Desde el 1o de enero y hasta el 3 de febrero de 

2019, continuó cumpliendo la programación de la disponibilidad del servicio en la 

institución, desarrollando las actividades correspondientes pese haberse determinado que 

el contrato suscrito por dicho periodo no cumplía con los requisitos legales, ello en razón 

de evitar una amenaza o lesión inminente e irreversible al derecho a la salud de los 

usuarios de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería. 
 

Afirma que la irregular circunstancia descrita, es atribuida a la entidad convocada y se 

encuadra dentro de una hipótesis excepcional, al hacerse primordial y necesario 

garantizar la correcta prestación del servicio de salud a los usuarios del nosocomio, por lo 

cual se evidencia un perjuicio contra la convocante que origina un enriquecimiento sin 

causa en favor de la administración. 

 

2.2. La Petición.   

A fin de precaver demanda en ejercicio del medio de control de Reparación Directa en la 

modalidad In Rem Verso, con fundamento en los hechos descritos, la p. convocante 



reclama el reconocimiento de un enriquecimiento sin causa por parte de la ESE Hospital 

San Jerónimo de Montería y en consecuencia, se establezca a favor de la convocante el 

pago de la suma de Cuatro Millones Novecientos Cincuenta Mil Pesos ($4.950.000 

M/C) por concepto de los honorarios correspondientes al mes de enero y los días 1, 2 y 3 

de febrero de 2019, teniendo como referente el contrato de prestación de servicios 

profesionales para la gestión asistencial No.0775-18 suscrito el año anterior. 
 

III. EL ACUERDO CONCILIATORIO 
 

Presentada la solicitud de conciliación el 20 de noviembre de 2019, correspondió el 

reparto a la Procuraduría 78 Judicial I, por lo cual se citó a las partes para llevar a cabo la 

audiencia de conciliación el día 3 de febrero de 2020, la cual fue aplazada a solicitud de 

las partes, por manifestar ánimo conciliatorio1, llevándose a cabo el 24 de febrero de 2020 

que finalizó con acuerdo conciliatorio2. 

 

Conocidas las pretensiones de la p. solicitante, la convocada presentó la siguiente 

propuesta:  
“En acta de Comité de Conciliación No.002 de 31 de enero de 2020, el Comité de 
Conciliación de la entidad, la cual aporto, concluyó lo siguiente: Los convocantes allegan 
las pruebas suficientes y contundentes que permitan evidenciar que la compensación 
solicitada dentro de esta solicitud mediante el medio de control de la ACTION (sic) DE IN 
REM VERSO fue provocado con el actuar de la ESE HOSPITAL SAN JERONIMO, en una 
circunstancia de crisis administrativa, provocada por la gerente en propiedad del momento, 
motivo por el cual celebrar un acuerdo de conciliación no se (sic) sería violatorio y lesivo 
para el patrimonio de la entidad en tanto que en una eventual demanda podemos ser 
condenados.  Teniendo en cuenta lo anteriormente expuesto, se somete a consideración el 
presente asunto y los miembros en unanimidad deciden conciliar sin pago de intereses y 
dentro de los ciento veinte días (120) calendario una vez aprobada la conciliación por el 
juez.”    

 

La parte convocante expresó de manera inequívoca estar de acuerdo con la propuesta 

formulada, tal como se deja constancia en el acta que se llegó a un acuerdo conciliatorio 

total; de tal manera, el Procurador considera que el acuerdo contiene obligaciones claras, 

expresas, en cuanto al tiempo, modo y lugar de su cumplimiento y reúne los requisitos 

establecidos por la ley y la jurisprudencia para su aprobación, además de contar con el 

material probatorio necesario que lo justifican, por lo que dispone su envío junto con los 

documentos pertinentes al Juez Administrativo para su aprobación.  Así mismo, advierte a 

los comparecientes que el auto aprobatorio hará tránsito a cosa juzgada y prestará mérito 

ejecutivo, razón por la cual no son procedentes nuevas peticiones conciliatorias por los 

mismos hechos ni demandas ante esta jurisdicción por la misma causa. 
 

IV. CONSIDERACIONES DEL JUZGADO 
 

4.1. Competencia.  

Por disposición del art.70 de la Ley 446 de 1998 que modificó el art.59 de la Ley 23 de 

1991, en materia contencioso administrativa se permite a las personas jurídicas de 

derecho público, la posibilidad de conciliar total o parcialmente en la etapa prejudicial o 

judicial, sobre conflictos de carácter particular y contenido económico de que conozca o 

pueda conocer ésta jurisdicción, en ejercicio de los medios de control establecidos en los 

artículos 138, 140 y 141 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo. 

 

El artículo 24 de la Ley 640 de 2001, concordante con el artículo 12 del Decreto 1716 de 

mayo 14 de 2009, dispone la remisión de las actas que contengan tales conciliaciones a 

más tardar dentro de los tres (3) días siguientes a su celebración, al Juez o Corporación 

que fuere competente para conocer de la acción judicial respectiva, a efecto de que 

imparta su aprobación o improbación.  

 
1 Folio 38 
2 Acta visible a folios 39-40 con sus respaldos 
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4.2. Caso Concreto. 

Procura el convocante la declaración de responsabilidad extracontractual de la ESE 

Hospital San Jerónimo, en la modalidad In Rem Verso, por el no pago de honorarios 

profesionales en razón de haberse declarado que los contratos suscritos durante el 

periodo de tiempo reclamado, no cumplía con los requisitos de ley. 
 

Para tal efecto, con el cuaderno contentivo de la conciliación prejudicial se aportaron los 

siguientes documentos relevantes: solicitud de conciliación extrajudicial (f.1-4); 

certificación de la labor desarrollada por la p. convocante durante el periodo reclamado, 

suscrita por el Profesional Especializado - Auditor del Área Asistencial de la ESE Hospital 

San Jerónimo de Montería (f.5); copia de la programación de turnos para el personal 

Médico en Urgencia Adulto mes de enero y febrero 2019 (f.8-9); copia del Contrato de 

Prestación de Servicios Profesional para la Gestión Asistencial No.0775 de 2018 (f.10-16); 

copia de la cédula de ciudadanía de la p. convocante (f.17); poder para actuar en 

representación del convocante y su sustitución (f.18-41); copia del Acta del Comité de 

Conciliación de la entidad No.002 del 31 de enero de 2020 (f.43-54); poder para actuar en 

representación de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería (f.55); Resolución 00360 del 

1 de febrero de 2019 que ordena la toma de posesión de la ESE por parte de la 

Superintendencia de Salud, Resolución 006240 del 25 de junio de 2019 de la 

Superintendencia de Salud por la cual se remueve y designa Agente Especial Interventor 

y Resolución No.007566 del 01 de agosto de 2019 de la Superintendencia de Salud por la 

cual se prorroga el término de la medida de intervención forzosa administrativa (f.56-68); 

CD que contiene antecedentes aportados por la ESE San Jerónimo (f.69). 

 

Visto lo anterior, se hace necesario revisar si la conciliación remitida por el Ministerio 

Público reúne los requisitos para su aprobación, conforme los parámetros establecidos 

por nuestro máximo órgano rector así3: 
  

“Sin embargo, la ley autoriza el uso de este mecanismo, siempre que se cumplan una serie de 
exigencias que deben ser controladas por el juez, estas exigencias se justifican en la medida 
en que son los fondos del erario los que se encuentran en juego en el acuerdo conciliatorio, 
por tanto, el control que hace el juez administrativo se hace a favor de la administración y los 
recursos públicos.  La jurisprudencia de esta Corporación ha decantado los siguientes 
requisitos: 
 

- La acción no debe haber caducado (art. 61 ley 23 de 1991, modificado por el art. 81 ley 446 
de 1998).  
- El acuerdo conciliatorio debe versar sobre acciones o derechos económicos disponibles por 
las partes (art. 59 ley 23 de 1991 y 70 ley 446 de 1998). 
- Las partes deben estar debidamente representadas y sus representantes deben tener 
capacidad para conciliar. 
- El acuerdo conciliatorio debe contar con las pruebas necesarias, no ser violatorio de la ley y 
no resultar lesivo para el patrimonio público (art. 65A ley 23 de 1.991 y art. 73 ley 446 de 
1998). 
3. Así las cosas, la procedencia de la conciliación se encuentra limitada por el hecho de que la 
misma no sea lesiva de los intereses patrimoniales del Estado, de allí que resulta necesario 
examinar los medios de prueba que sustenten la obligación reclamada, por ende, la 
aceptación voluntaria de las obligaciones por parte de los agentes del Estado no es 
suficiente por sí misma para la validez del acuerdo conciliatorio, como quiera que éste 
debe fundarse en pruebas que den al juez la claridad suficiente de la existencia de la 
obligación, en forma tal que se tenga certeza que el patrimonio público no se verá lesionado.” 

(Negrillas del Despacho) 
 

Conforme lo expuesto, la p. solicitante, de acudir ante el juez contencioso procedería 

ejercer el medio de control de Reparación Directa en la modalidad In Rem Verso, por 

cuanto considera que la E.S.E. Hospital San Jerónimo debe reconocer los honorarios 

correspondientes al periodo efectivamente servido sin el amparo de un contrato legal. 

 
3 Consejo de Estado. Sección 3ª. Subsección C. Auto de 28 de julio de 2011. C.P. Enrique Gil Botero. Rad. 

08001-23-31-000-2010-00713-01(40901) 



En el mismo sentido, se observa que medio de control a través del cual se reclamaría 

ante el juez del conocimiento, no ha caducado, toda vez que la solicitud de conciliación 

fue radicada dentro del término otorgado por la ley para tales efectos, esto es, dentro de 

los dos años siguientes a la ocurrencia del hecho que causa el daño.  Se observa que las 

partes están debidamente representadas y sus apoderados cuentan con expresas 

facultades para conciliar.  Al respecto, cuando procede la conciliación como mecanismo 

alterno de solución de conflictos, la promoción de la misma por parte del liquidador debe 

cumplir con los principios, efectos y formalismos exigidos en las normas, sea que se 

efectúe ante un centro de conciliación o ante una autoridad administrativa investida de 

tales facultades. 

 

Además de lo anterior, los derechos reclamados son conciliables, fueron aportados 

suficientes medios de prueba para respaldar el acuerdo conciliatorio, el monto acordado 

no es lesivo para el patrimonio de la entidad convocada, como lo avisó el Agente del 

Ministerio Público en el acta sub examine. 

 

Así las cosas, lo ofrecido por la entidad convocada se encuentra dirigido a conciliar 

derechos patrimoniales, el asunto en los términos en los que fue conciliado es susceptible 

de serlo, como quiera que se trata de un conflicto de carácter particular y contenido 

económico, se tiene que la conciliación celebrada no es lesiva para los intereses de la 

convocante, ni para el patrimonio público.  
 

Conforme lo anterior, por cumplirse con los requisitos exigidos por la Ley y la 

jurisprudencia, antes señalados, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 65A de la 

Ley 23 de 1991, adicionada por el artículo 73 de la Ley 446 de 1998, existe razón 

suficiente para aprobar el acuerdo conciliatorio. 
 

Por lo expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo Oral del Circuito Judicial de Montería,  
 

V. R E S U E L V E: 
 

Primero: Aprobar la conciliación prejudicial celebrada el 24 de febrero de 2020 ante la 

Procuraduría 78 Judicial I delegada ante los Juzgados Administrativos y suscrita por 

Manuel Salvador Campo Morelo quien se identifica con cédula No.1.070.818.967 en los 

términos acordados con la E.S.E. Hospital San Jerónimo de Montería, por valor de Cuatro 

Millones Novecientos Cincuenta Mil Pesos ($4.950.000 M/C) por concepto de los 

honorarios correspondientes al mes de enero y los días 1, 2 y 3 de febrero de 2019, de 

acuerdo con lo previamente expuesto. 
 

Segundo: En firme esta providencia y previa las anotaciones de rigor en el Sistema 

Justicia XXI web, ARCHIVAR el expediente. 

 
JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE MONTERIA 

La providencia anterior se notificó a las partes por anotación en Estado 

No.019, Hoy, 14 de mayo de 2020.  Este Estado podrá ser consultado en la 

página web de la Rama Judicial 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-06-administrativo-de-

monteria/home. 
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Juzgado Sexto Administrativo Oral del Circuito de Montería 

SIGCMA 

 

Montería, trece (13) de mayo del año dos mil veinte (2020) 
  

Conciliación Extrajudicial 
Expediente: 23.001.33.33.006.2020.00066 
Convocante: Cindy Tatiana Moreno Gómez 
Convocado: E.S.E. Hospital San Jerónimo de Montería 
Decisión: Aprueba Conciliación Extrajudicial 

 

I. CUESTION PREVIA 

 

En el marco de las medidas de protección dictadas por Gobierno Nacional a través de la 

Resolución 385 del 12 de marzo de 2020 del Ministerio de Salud y Protección Social 

declarando la Emergencia Sanitaria y sus prórrogas, a fin de evitar los estragos de la 

pandemia ocasionada por el Coronavirus - Covid 19, el Consejo Superior de la Judicatura 

suspendió los términos de los procesos judiciales desde el 16 de marzo de 2020, 

conforme lo previsto en los Acuerdos PCSJA20-11517, PCSJA20-11518, PCSJA20-

11519, PCSJA20-11521, PCSJA20-11526, PCSJA20-11527, PCSJA20-11528, PCSJA20-

11529, PCSJA20-11532 y PCSJA20-11546. 

 

En razón de lo anterior, mediante Acuerdo PCSJA20-11549, el Consejo Superior de la 

Judicatura amplió las excepciones a la suspensión de términos relacionados con la 

aprobación o improbación de las conciliaciones extrajudiciales que estuvieran pendientes 

de decisión en juzgados y tribunales administrativos al 16 de marzo de 2020, fecha a 

partir de la cual se dio inicio a la suspensión de términos; estas decisiones se notificarán 

electrónicamente, pero los términos para su control o impugnación seguirán suspendidos 

hasta tanto el Consejo Superior de la Judicatura lo disponga. 
 

De tal manera, procede decidir sobre la aprobación de la conciliación prejudicial celebrada 

el 2 de marzo de 2020 ante la Procuraduría 190 Judicial I delegada ante los Jueces 

Administrativos del Circuito de Montería, previo estudio de los siguientes  

 

II. ANTECEDENTES 

 

2.1. Los Hechos.  

Se reseña que la señora Cindy Tatiana Moreno Gómez presta sus servicios en la ESE 

Hospital San Jerónimo de Montería, como Médico General, a través de contratos de 

prestación de servicios.  Desde el 1o de enero y hasta el 3 de febrero de 2019, continuó 

cumpliendo la programación de la disponibilidad del servicio en la institución, 

desarrollando las actividades correspondientes pese haberse determinado que el contrato 

suscrito por dicho periodo no cumplía con los requisitos legales, ello en razón de evitar 

una amenaza o lesión inminente e irreversible al derecho a la salud de los usuarios de la 

ESE Hospital San Jerónimo de Montería. 
 

Afirma que la irregular circunstancia descrita, es atribuida a la entidad convocada y se 

encuadra dentro de una hipótesis excepcional, al hacerse primordial y necesario 

garantizar la correcta prestación del servicio de salud a los usuarios del nosocomio, por lo 

cual se evidencia un perjuicio contra la convocante que origina un enriquecimiento sin 

causa en favor de la administración. 

 

2.2. La Petición.   

A fin de precaver demanda en ejercicio del medio de control de Reparación Directa en la 

modalidad In Rem Verso, con fundamento en los hechos descritos, la p. convocante 



reclama el reconocimiento de un enriquecimiento sin causa por parte de la ESE Hospital 

San Jerónimo de Montería y en consecuencia, se establezca a favor de la convocante el 

pago de la suma de Cuatro Millones Novecientos Cincuenta Mil Pesos ($4.950.000 

M/C) por concepto de los honorarios correspondientes al mes de enero y los días 1, 2 y 3 

de febrero de 2019, teniendo como referente el contrato para Gestión Asistencial 

No.0764-18 suscrito el año anterior. 
 

III. EL ACUERDO CONCILIATORIO 
 

Presentada la solicitud de conciliación el 17 de octubre de 2019, correspondió el reparto a 

la Procuraduría 190 Judicial I, por lo cual se citó a las partes para llevar a cabo la 

audiencia de conciliación el día 9 de diciembre de 2019, suspendida a solicitud de las 

partes en razón de manifestarse ánimo conciliatorio1.  La diligencia finalizó con acuerdo 

conciliatorio el 2 de marzo cursante2. 

 

Conocidas las pretensiones de la p. solicitante, la convocada presentó la siguiente 

propuesta:  
 

“[M]ediante acta número 004 de fecha 26 de febrero de 2020, el comité de conciliación de 
la entidad que representa recomendó conciliar por el valor solicitado por la parte 
convocante sin el pago de intereses y dentro de los 120 días calendario una vez aprobada 
la conciliación por el Juez competente.”    

 

La parte convocante expresó de manera inequívoca estar de acuerdo con la propuesta 

formulada, tal como se deja constancia en el acta que se llegó a un acuerdo conciliatorio 

total; de tal manera, el Procurador considera que el acuerdo contiene obligaciones claras, 

expresas, en cuanto al tiempo, modo y lugar de su cumplimiento y reúne los requisitos 

establecidos por la ley y la jurisprudencia para su aprobación, además de contar con el 

material probatorio necesario que lo justifican, por lo que dispone su envío junto con los 

documentos pertinentes al Juez Administrativo para su aprobación.  Así mismo, advierte a 

los comparecientes que el auto aprobatorio hará tránsito a cosa juzgada y prestará mérito 

ejecutivo, razón por la cual no son procedentes nuevas peticiones conciliatorias por los 

mismos hechos ni demandas ante esta jurisdicción por la misma causa. 

 

IV. CONSIDERACIONES DEL JUZGADO 
 

4.1. Competencia.  

Por disposición del art.70 de la Ley 446 de 1998 que modificó el art.59 de la Ley 23 de 

1991, en materia contencioso administrativa se permite a las personas jurídicas de 

derecho público, la posibilidad de conciliar total o parcialmente en la etapa prejudicial o 

judicial, sobre conflictos de carácter particular y contenido económico de que conozca o 

pueda conocer ésta jurisdicción, en ejercicio de los medios de control establecidos en los 

artículos 138, 140 y 141 de la Ley 1437 de 2011. 

 

El artículo 24 de la Ley 640 de 2001, concordante con el artículo 12 del Decreto 1716 de 

mayo 14 de 2009, dispone la remisión de las actas que contengan tales conciliaciones a 

más tardar dentro de los tres (3) días siguientes a su celebración, al Juez o Corporación 

que fuere competente para conocer de la acción judicial respectiva, a efecto de que 

imparta su aprobación o improbación.  

 

4.2. Caso Concreto. 

Procura el convocante la declaración de responsabilidad extracontractual de la ESE 

Hospital San Jerónimo, en la modalidad In Rem Verso, por el no pago de honorarios 

profesionales en razón de haberse declarado que los contratos suscritos durante el 

periodo de tiempo reclamado, no cumplía con los requisitos de ley 
 

 
1 Folio 34 y su respaldo 
2 Acta visible a folio 39 con su respaldo 
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Para tal efecto, con el cuaderno contentivo de la conciliación prejudicial se aportaron los 

siguientes documentos relevantes: solicitud de conciliación extrajudicial (f.1-4); 

certificación de la labor desarrollada por la convocante durante el periodo reclamado, 

suscrita por el Subdirector Científico de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería (f.5); 

copia de la programación de turnos para el personal médico en el Área de Hospitalización 

mes de enero (f.6); copia del Contrato de prestación de servicios profesionales para la 

gestión asistencial No.0764 de 2018 (f.8-14); copia de la cédula de ciudadanía de la 

convocante (f.15); poder para actuar en representación del convocante (f.16); poder para 

actuar en representación de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería (f.40); Resolución 

00360 del 1 de febrero de 2019 que ordena la toma de posesión de la ESE por parte de la 

Superintendencia de Salud (f.41-49); Resolución 006240 del 25 de junio de 2019 de la 

Superintendencia de Salud por la cual se remueve y designa Agente Especial Interventor 

(f.80-68); Resolución No.007566 del 01 de agosto de 2019 de la Superintendencia de 

Salud por la cual se prorroga el término de la medida de intervención forzosa 

administrativa (f.59-66); certificacion suscrita por el Agente Especial Interventor de la ESE 

convocada, respecto de la postura del Comité de Conciliación de la entidad contenida en 

el Acta 004 del 26 de febrero de 2020. 
 

Visto lo anterior, se hace necesario revisar si la conciliación remitida por el Ministerio 

Público reúne los requisitos para su aprobación, conforme los parámetros establecidos 

por nuestro máximo órgano rector así3: 
  

“Sin embargo, la ley autoriza el uso de este mecanismo, siempre que se cumplan una serie 
de exigencias que deben ser controladas por el juez, estas exigencias se justifican en la 
medida en que son los fondos del erario los que se encuentran en juego en el acuerdo 
conciliatorio, por tanto, el control que hace el juez administrativo se hace a favor de la 
administración y los recursos públicos.  La jurisprudencia de esta Corporación ha 
decantado los siguientes requisitos: 
 

- La acción no debe haber caducado (art. 61 ley 23 de 1991, modificado por el art. 81 ley 
446 de 1998).  
 

- El acuerdo conciliatorio debe versar sobre acciones o derechos económicos disponibles 
por las partes (art. 59 ley 23 de 1991 y 70 ley 446 de 1998). 
 

- Las partes deben estar debidamente representadas y sus representantes deben tener 
capacidad para conciliar. 
 

- El acuerdo conciliatorio debe contar con las pruebas necesarias, no ser violatorio de la ley 
y no resultar lesivo para el patrimonio público (art. 65A ley 23 de 1.991 y art. 73 ley 446 de 
1998). 
 

3. Así las cosas, la procedencia de la conciliación se encuentra limitada por el hecho de 
que la misma no sea lesiva de los intereses patrimoniales del Estado, de allí que resulta 
necesario examinar los medios de prueba que sustenten la obligación reclamada, 
por ende, la aceptación voluntaria de las obligaciones por parte de los agentes del 
Estado no es suficiente por sí misma para la validez del acuerdo conciliatorio, como 
quiera que éste debe fundarse en pruebas que den al juez la claridad suficiente de la 
existencia de la obligación, en forma tal que se tenga certeza que el patrimonio público no 

se verá lesionado.” (Negrillas del Despacho) 
 

Conforme lo expuesto, la p. solicitante, de acudir ante el juez contencioso procedería 

ejercer el medio de control de Reparación Directa en la modalidad In Rem Verso, por 

cuanto considera que la E.S.E. Hospital San Jerónimo debe reconocer los honorarios 

correspondientes al periodo efectivamente servido sin el amparo de un contrato legal. 

 

En el mismo sentido, se observa que medio de control a través del cual se reclamaría 

ante el juez del conocimiento, no ha caducado, toda vez que la solicitud de conciliación 

fue radicada dentro del término otorgado por la ley para tales efectos, esto es, dentro de 

 
3 Consejo de Estado. Sección 3ª. Subsección C. Auto de 28 de julio de 2011. C.P. Enrique Gil Botero. Rad. 

08001-23-31-000-2010-00713-01(40901) 



los dos años siguientes a la ocurrencia del hecho que causa el daño.  Se observa que las 

partes están debidamente representadas y sus apoderados cuentan con expresas 

facultades para conciliar.  Al respecto, cuando procede la conciliación como mecanismo 

alterno de solución de conflictos, la promoción de la misma por parte del liquidador debe 

cumplir con los principios, efectos y formalismos exigidos en las normas, sea que se 

efectúe ante un centro de conciliación o ante una autoridad administrativa investida de 

tales facultades. 

 

Además de lo anterior, los derechos reclamados son conciliables, fueron aportados 

suficientes medios de prueba para respaldar el acuerdo conciliatorio, el monto acordado 

no es lesivo para el patrimonio de la entidad convocada, como lo avisó el Agente del 

Ministerio Público en el acta sub examine. 

 

Así las cosas, lo ofrecido por la entidad convocada se encuentra dirigido a conciliar 

derechos patrimoniales, el asunto en los términos en los que fue conciliado es susceptible 

de serlo, como quiera que se trata de un conflicto de carácter particular y contenido 

económico, se tiene que la conciliación celebrada no es lesiva para los intereses de la 

convocante, ni para el patrimonio público.  
 

Conforme lo anterior, por cumplirse con los requisitos exigidos por la Ley y la 

jurisprudencia, antes señalados, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 65A de la 

Ley 23 de 1991, adicionada por el artículo 73 de la Ley 446 de 1998, existe razón 

suficiente para aprobar el acuerdo conciliatorio. 
 

Por lo expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo Oral del Circuito Judicial de Montería,  

 

IV. R E S U E L V E: 

 

Primero: Aprobar la conciliación prejudicial celebrada el 2 de marzo de 2020 ante la 

Procuraduría 190 Judicial I delegada ante los Juzgados Administrativos y suscrita por la 

señora Cindy Tatiana Moreno Gómez quien se identifica con cédula No.1.066.729.089 

en los términos acordados con la E.S.E. Hospital San Jerónimo de Montería, por valor de 

Cuatro Millones Novecientos Cincuenta Mil Pesos ($4.950.000 M/C) por concepto de 

los honorarios correspondientes al mes de enero y los días 1, 2 y 3 de febrero de 2019, de 

acuerdo con lo previamente expuesto. 

 

Segundo: En firme esta providencia y previa las anotaciones de rigor en el Sistema 

Justicia XXI web, ARCHIVAR el expediente. 

 
 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE MONTERIA 

La providencia anterior se notificó a las partes por anotación en Estado 

No.019, Hoy, 14 de mayo de 2020.  Este Estado podrá ser consultado en la 

página web de la Rama Judicial 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-06-administrativo-de-

monteria/home. 
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SIGCMA 

 

Montería, trece (13) de mayo del año dos mil veinte (2020) 
  

Conciliación Extrajudicial 
Expediente: 23.001.33.33.006.2020.00067 
Convocante: Lucy Esther Montes Carrascal 
Convocado: E.S.E. Hospital San Jerónimo de Montería 
Decisión: Aprueba Conciliación Extrajudicial 

 

I. CUESTION PREVIA 

 

En el marco de las medidas de protección dictadas por Gobierno Nacional a través de la 

Resolución 385 del 12 de marzo de 2020 del Ministerio de Salud y Protección Social 

declarando la Emergencia Sanitaria y sus prórrogas, a fin de evitar los estragos de la 

pandemia ocasionada por el Coronavirus - Covid 19, el Consejo Superior de la Judicatura 

suspendió los términos de los procesos judiciales desde el 16 de marzo de 2020, 

conforme lo previsto en los Acuerdos PCSJA20-11517, PCSJA20-11518, PCSJA20-

11519, PCSJA20-11521, PCSJA20-11526, PCSJA20-11527, PCSJA20-11528, PCSJA20-

11529, PCSJA20-11532 y PCSJA20-11546. 

 

En razón de lo anterior, mediante Acuerdo PCSJA20-11549, el Consejo Superior de la 

Judicatura amplió las excepciones a la suspensión de términos relacionados con la 

aprobación o improbación de las conciliaciones extrajudiciales que estuvieran pendientes 

de decisión en juzgados y tribunales administrativos al 16 de marzo de 2020, fecha a 

partir de la cual se dio inicio a la suspensión de términos; estas decisiones se notificarán 

electrónicamente, pero los términos para su control o impugnación seguirán suspendidos 

hasta tanto el Consejo Superior de la Judicatura lo disponga. 
 

De tal manera, procede decidir sobre la aprobación de la conciliación prejudicial celebrada 

el 2 de marzo de 2020 ante la Procuraduría 190 Judicial I delegada ante los Jueces 

Administrativos del Circuito de Montería, previo estudio de los siguientes  

 

II. ANTECEDENTES 

 

2.1. Los Hechos.  

Se reseña que la señora Lucy Esther Montes Carrascal presta sus servicios en la ESE 

Hospital San Jerónimo de Montería, como Auxiliar de Enfermería, a través de contratos 

de prestación de servicios.  Desde el 1o de enero y hasta el 3 de febrero de 2019, 

continuó cumpliendo la programación de la disponibilidad del servicio en la institución, 

desarrollando las actividades correspondientes pese haberse determinado que el contrato 

suscrito por dicho periodo no cumplía con los requisitos legales, ello en razón de evitar 

una amenaza o lesión inminente e irreversible al derecho a la salud de los usuarios de la 

ESE Hospital San Jerónimo de Montería. 
 

Afirma que la irregular circunstancia descrita, es atribuida a la entidad convocada y se 

encuadra dentro de una hipótesis excepcional, al hacerse primordial y necesario 

garantizar la correcta prestación del servicio de salud a los usuarios del nosocomio, por lo 

cual se evidencia un perjuicio contra la convocante que origina un enriquecimiento sin 

causa en favor de la administración. 

 

2.2. La Petición.   

A fin de precaver demanda en ejercicio del medio de control de Reparación Directa en la 

modalidad In Rem Verso, con fundamento en los hechos descritos, la p. convocante 



reclama el reconocimiento de un enriquecimiento sin causa por parte de la ESE Hospital 

San Jerónimo de Montería y en consecuencia, se establezca a favor de la convocante el 

pago de la suma de Un Millón Quinientos Cuarenta Mil Pesos ($1.540.000 M/C) por 

concepto de los honorarios correspondientes al mes de enero y los días 1, 2 y 3 de 

febrero de 2019, teniendo como referente el contrato de Apoyo a la Gestión Asistencial 

No.0074-18 suscrito el año anterior. 
 

III. EL ACUERDO CONCILIATORIO 
 

Presentada la solicitud de conciliación el 25 de octubre de 2019, correspondió el reparto a 

la Procuraduría 190 Judicial I, por lo cual se citó a las partes para llevar a cabo la 

audiencia de conciliación el día 9 de diciembre de 2019, aplazada a solicitud de las partes 

en razón de manifestarse ánimo conciliatorio1.  La diligencia finalizó con acuerdo 

conciliatorio el 2 de marzo cursante2. 

 

Conocidas las pretensiones de la p. solicitante, la convocada presentó la siguiente 

propuesta:  
 

“[M]ediante acta número 004 de fecha 26 de febrero de 2020, el comité de conciliación de 
la entidad que representa recomendó conciliar por el valor solicitado por la parte 
convocante sin el pago de intereses y dentro de los 120 días calendario una vez aprobada 
la conciliación por el Juez competente.”    

 

La parte convocante expresó de manera inequívoca estar de acuerdo con la propuesta 

formulada, tal como se deja constancia en el acta que se llegó a un acuerdo conciliatorio 

total; de tal manera, el Procurador considera que el acuerdo contiene obligaciones claras, 

expresas, en cuanto al tiempo, modo y lugar de su cumplimiento y reúne los requisitos 

establecidos por la ley y la jurisprudencia para su aprobación, además de contar con el 

material probatorio necesario que lo justifican, por lo que dispone su envío junto con los 

documentos pertinentes al Juez Administrativo para su aprobación.  Así mismo, advierte a 

los comparecientes que el auto aprobatorio hará tránsito a cosa juzgada y prestará mérito 

ejecutivo, razón por la cual no son procedentes nuevas peticiones conciliatorias por los 

mismos hechos ni demandas ante esta jurisdicción por la misma causa. 

 

IV. CONSIDERACIONES DEL JUZGADO 
 

4.1. Competencia.  

Por disposición del art.70 de la Ley 446 de 1998 que modificó el art.59 de la Ley 23 de 

1991, en materia contencioso administrativa se permite a las personas jurídicas de 

derecho público, la posibilidad de conciliar total o parcialmente en la etapa prejudicial o 

judicial, sobre conflictos de carácter particular y contenido económico de que conozca o 

pueda conocer ésta jurisdicción, en ejercicio de los medios de control establecidos en los 

artículos 138, 140 y 141 de la Ley 1437 de 2011. 

 

El artículo 24 de la Ley 640 de 2001, concordante con el artículo 12 del Decreto 1716 de 

mayo 14 de 2009, dispone la remisión de las actas que contengan tales conciliaciones a 

más tardar dentro de los tres (3) días siguientes a su celebración, al Juez o Corporación 

que fuere competente para conocer de la acción judicial respectiva, a efecto de que 

imparta su aprobación o improbación.  

 

4.2. Caso Concreto. 

Procura el convocante la declaración de responsabilidad extracontractual de la ESE 

Hospital San Jerónimo, en la modalidad In Rem Verso, por el no pago de honorarios 

profesionales en razón de haberse declarado que los contratos suscritos durante el 

periodo de tiempo reclamado, no cumplía con los requisitos de ley 
 

 
1 Folio 30 
2 Acta visible a folio 33 con su respaldo 
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Para tal efecto, con el cuaderno contentivo de la conciliación prejudicial se aportaron los 

siguientes documentos relevantes: solicitud de conciliación extrajudicial (f.1-4); 

certificación de la labor desarrollada por la convocante durante el periodo reclamado, 

suscrita por el Subdirector Científico de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería (f.5); 

copia de la programación de turnos para el personal Auxiliar de Enfermería en el Área de 

Sala de Partos mes de enero (f.8-9); copia de la Adición No.2 al Contrato de prestación de 

servicios de apoyo a la gestión asistencial No.0074 de 2018 (f.10-11); copia de la cédula 

de ciudadanía de la convocante (f.12); poder para actuar en representación del 

convocante (f.13); poder para actuar en representación de la ESE Hospital San Jerónimo 

de Montería (f.34); Resolución 00360 del 1 de febrero de 2019 que ordena la toma de 

posesión de la ESE por parte de la Superintendencia de Salud (f.40-52); Resolución 

006240 del 25 de junio de 2019 de la Superintendencia de Salud por la cual se remueve y 

designa Agente Especial Interventor (f.53-61); Resolución No.007566 del 01 de agosto de 

2019 de la Superintendencia de Salud por la cual se prorroga el término de la medida de 

intervención forzosa administrativa (f.36-43); certificación suscrita por el Agente Especial 

Interventor de la ESE convocada, respecto de la postura del Comité de Conciliación de la 

entidad contenida en el Acta 004 del 26 de febrero de 2020 (f.62-64); copia del Contrato 

de prestación de servicios de apoyo a la gestión asistencial No.0074 de 2018 (f.68-71). 

 

Visto lo anterior, se hace necesario revisar si la conciliación remitida por el Ministerio 

Público reúne los requisitos para su aprobación, conforme los parámetros establecidos 

por nuestro máximo órgano rector así3: 
  

“Sin embargo, la ley autoriza el uso de este mecanismo, siempre que se cumplan una serie 
de exigencias que deben ser controladas por el juez, estas exigencias se justifican en la 
medida en que son los fondos del erario los que se encuentran en juego en el acuerdo 
conciliatorio, por tanto, el control que hace el juez administrativo se hace a favor de la 
administración y los recursos públicos.  La jurisprudencia de esta Corporación ha 
decantado los siguientes requisitos: 
 

- La acción no debe haber caducado (art. 61 ley 23 de 1991, modificado por el art. 81 ley 
446 de 1998).  
- El acuerdo conciliatorio debe versar sobre acciones o derechos económicos disponibles 
por las partes (art. 59 ley 23 de 1991 y 70 ley 446 de 1998). 
- Las partes deben estar debidamente representadas y sus representantes deben tener 
capacidad para conciliar. 
- El acuerdo conciliatorio debe contar con las pruebas necesarias, no ser violatorio de la ley 
y no resultar lesivo para el patrimonio público (art. 65A ley 23 de 1.991 y art. 73 ley 446 de 
1998). 
 

3. Así las cosas, la procedencia de la conciliación se encuentra limitada por el hecho de 
que la misma no sea lesiva de los intereses patrimoniales del Estado, de allí que resulta 
necesario examinar los medios de prueba que sustenten la obligación reclamada, 
por ende, la aceptación voluntaria de las obligaciones por parte de los agentes del 
Estado no es suficiente por sí misma para la validez del acuerdo conciliatorio, como 
quiera que éste debe fundarse en pruebas que den al juez la claridad suficiente de la 
existencia de la obligación, en forma tal que se tenga certeza que el patrimonio público no 

se verá lesionado.” (Negrillas del Despacho) 
 

Conforme lo expuesto, la p. solicitante, de acudir ante el juez contencioso procedería 

ejercer el medio de control de Reparación Directa en la modalidad In Rem Verso, por 

cuanto considera que la E.S.E. Hospital San Jerónimo debe reconocer los honorarios 

correspondientes al periodo efectivamente servido sin el amparo de un contrato legal. 

 

En el mismo sentido, se observa que medio de control a través del cual se reclamaría 

ante el juez del conocimiento, no ha caducado, toda vez que la solicitud de conciliación 

fue radicada dentro del término otorgado por la ley para tales efectos, esto es, dentro de 

 
3 Consejo de Estado. Sección 3ª. Subsección C. Auto de 28 de julio de 2011. C.P. Enrique Gil Botero. Rad. 

08001-23-31-000-2010-00713-01(40901) 



los dos años siguientes a la ocurrencia del hecho que causa el daño.  Se observa que las 

partes están debidamente representadas y sus apoderados cuentan con expresas 

facultades para conciliar.  Al respecto, cuando procede la conciliación como mecanismo 

alterno de solución de conflictos, la promoción de la misma por parte del liquidador debe 

cumplir con los principios, efectos y formalismos exigidos en las normas, sea que se 

efectúe ante un centro de conciliación o ante una autoridad administrativa investida de 

tales facultades. 

 

Además de lo anterior, los derechos reclamados son conciliables, fueron aportados 

suficientes medios de prueba para respaldar el acuerdo conciliatorio, el monto acordado 

no es lesivo para el patrimonio de la entidad convocada, como lo avisó el Agente del 

Ministerio Público en el acta sub examine. 

 

Así las cosas, lo ofrecido por la entidad convocada se encuentra dirigido a conciliar 

derechos patrimoniales, el asunto en los términos en los que fue conciliado es susceptible 

de serlo, como quiera que se trata de un conflicto de carácter particular y contenido 

económico, se tiene que la conciliación celebrada no es lesiva para los intereses de la 

convocante, ni para el patrimonio público.  
 

Conforme lo anterior, por cumplirse con los requisitos exigidos por la Ley y la 

jurisprudencia, antes señalados, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 65A de la 

Ley 23 de 1991, adicionada por el artículo 73 de la Ley 446 de 1998, existe razón 

suficiente para aprobar el acuerdo conciliatorio. 
 

Por lo expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo Oral del Circuito Judicial de Montería,  

 

V. R E S U E L V E: 

 

Primero: Aprobar la conciliación prejudicial celebrada el 2 de marzo de 2020 ante la 

Procuraduría 190 Judicial I delegada ante los Juzgados Administrativos y suscrita por la 

señora Lucy Esther Montes Carrascal quien se identifica con cédula No.50.926.627 en 

los términos acordados con la E.S.E. Hospital San Jerónimo de Montería, por valor de Un 

Millón Quinientos Cuarenta Mil Pesos ($1.540.000 M/C) por concepto de los honorarios 

correspondientes al mes de enero y los días 1, 2 y 3 de febrero de 2019, de acuerdo con 

lo previamente expuesto. 

 

Segundo: En firme esta providencia y previa las anotaciones de rigor en el Sistema 

Justicia XXI web, ARCHIVAR el expediente. 

 
 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE MONTERIA 

La providencia anterior se notificó a las partes por anotación en Estado 

No.019, Hoy, 14 de mayo de 2020.  Este Estado podrá ser consultado en la 

página web de la Rama Judicial 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-06-administrativo-de-

monteria/home. 
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SIGCMA 

 

Montería, trece (13) de mayo del año dos mil veinte (2020) 
  

Conciliación Extrajudicial 
Expediente: 23.001.33.33.006.2020.00069 
Convocante: Cesar Antonio Padilla Sejín 
Convocado: E.S.E. Hospital San Jerónimo de Montería 
Decisión: Aprueba Conciliación Extrajudicial 

 

I. CUESTION PREVIA 

 

En el marco de las medidas de protección dictadas por Gobierno Nacional a través de la 

Resolución 385 del 12 de marzo de 2020 del Ministerio de Salud y Protección Social 

declarando la Emergencia Sanitaria y sus prórrogas, a fin de evitar los estragos de la 

pandemia ocasionada por el Coronavirus - Covid 19, el Consejo Superior de la Judicatura 

suspendió los términos de los procesos judiciales desde el 16 de marzo de 2020, 

conforme lo previsto en los Acuerdos PCSJA20-11517, PCSJA20-11518, PCSJA20-

11519, PCSJA20-11521, PCSJA20-11526, PCSJA20-11527, PCSJA20-11528, PCSJA20-

11529, PCSJA20-11532 y PCSJA20-11546. 

 

En razón de lo anterior, mediante Acuerdo PCSJA20-11549, el Consejo Superior de la 

Judicatura amplió las excepciones a la suspensión de términos relacionados con la 

aprobación o improbación de las conciliaciones extrajudiciales que estuvieran pendientes 

de decisión en juzgados y tribunales administrativos al 16 de marzo de 2020, fecha a 

partir de la cual se dio inicio a la suspensión de términos; estas decisiones se notificarán 

electrónicamente, pero los términos para su control o impugnación seguirán suspendidos 

hasta tanto el Consejo Superior de la Judicatura lo disponga. 
 

De tal manera, procede decidir sobre la aprobación de la conciliación prejudicial celebrada 

el 2 de marzo de 2020 ante la Procuraduría 190 Judicial I delegada ante los Jueces 

Administrativos del Circuito de Montería, previo estudio de los siguientes  

 

II. ANTECEDENTES 

 

2.1. Los Hechos.  

Se reseña que el señor Cesar Antonio Padilla Sejín prestó sus servicios en la ESE 

Hospital San Jerónimo de Montería, como Médico General, a través de contratos de 

prestación de servicios en el año 2018.  Desde el 1o de enero y hasta el 3 de febrero de 

2019, continuó cumpliendo la programación de la disponibilidad del servicio en la 

institución, desarrollando las actividades correspondientes pese haberse determinado que 

el contrato suscrito por dicho periodo no cumplía con los requisitos legales, ello en razón 

de evitar una amenaza o lesión inminente e irreversible al derecho a la salud de los 

usuarios de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería. 
 

Afirma que la irregular circunstancia descrita, es atribuida a la entidad convocada y se 

encuadra dentro de una hipótesis excepcional, al hacerse primordial y necesario 

garantizar la correcta prestación del servicio de salud a los usuarios del nosocomio, por lo 

cual se evidencia un perjuicio contra la convocante que origina un enriquecimiento sin 

causa en favor de la administración. 

 

2.2. La Petición.   

A fin de precaver demanda en ejercicio del medio de control de Reparación Directa en la 

modalidad In Rem Verso, con fundamento en los hechos descritos, la p. convocante 



reclama el reconocimiento de un enriquecimiento sin causa por parte de la ESE Hospital 

San Jerónimo de Montería y en consecuencia, se establezca a favor de la convocante el 

pago de la suma de Cuatro Millones Novecientos Cincuenta Mil Pesos ($4.950.000 

M/C) por concepto de los honorarios correspondientes al mes de enero y los días 1, 2 y 3 

de febrero de 2019, teniendo como referente el contrato de prestación de servicios 

profesionales No.0763-18 suscrito el año anterior. 
 

III. EL ACUERDO CONCILIATORIO 
 

Presentada la solicitud de conciliación el 20 de noviembre de 2019, correspondió el 

reparto a la Procuraduría 190 Judicial I, por lo cual se citó a las partes para llevar a cabo 

la audiencia de conciliación el día 20 de enero de 2020, aplazada a solicitud de las partes 

en razón de manifestarse ánimo conciliatorio1.  La diligencia finalizó con acuerdo 

conciliatorio el 2 de marzo cursante2. 

 

Conocidas las pretensiones de la p. solicitante, la convocada presentó la siguiente 

propuesta:  
 

“[M]ediante acta número 004 de fecha 26 de febrero de 2020, el comité de conciliación de 
la entidad que representa recomendó conciliar por el valor solicitado por la parte 
convocante sin el pago de intereses y dentro de los 120 días calendario una vez aprobada 
la conciliación por el Juez competente.”    

 

La parte convocante expresó de manera inequívoca estar de acuerdo con la propuesta 

formulada, tal como se deja constancia en el acta que se llegó a un acuerdo conciliatorio 

total; de tal manera, el Procurador considera que el acuerdo contiene obligaciones claras, 

expresas, en cuanto al tiempo, modo y lugar de su cumplimiento y reúne los requisitos 

establecidos por la ley y la jurisprudencia para su aprobación, además de contar con el 

material probatorio necesario que lo justifican, por lo que dispone su envío junto con los 

documentos pertinentes al Juez Administrativo para su aprobación.  Así mismo, advierte a 

los comparecientes que el auto aprobatorio hará tránsito a cosa juzgada y prestará mérito 

ejecutivo, razón por la cual no son procedentes nuevas peticiones conciliatorias por los 

mismos hechos ni demandas ante esta jurisdicción por la misma causa. 

 

IV. CONSIDERACIONES DEL JUZGADO 
 

4.1. Competencia.  

Por disposición del art.70 de la Ley 446 de 1998 que modificó el art.59 de la Ley 23 de 

1991, en materia contencioso administrativa se permite a las personas jurídicas de 

derecho público, la posibilidad de conciliar total o parcialmente en la etapa prejudicial o 

judicial, sobre conflictos de carácter particular y contenido económico de que conozca o 

pueda conocer ésta jurisdicción, en ejercicio de los medios de control establecidos en los 

artículos 138, 140 y 141 de la Ley 1437 de 2011. 

 

El artículo 24 de la Ley 640 de 2001, concordante con el artículo 12 del Decreto 1716 de 

mayo 14 de 2009, dispone la remisión de las actas que contengan tales conciliaciones a 

más tardar dentro de los tres (3) días siguientes a su celebración, al Juez o Corporación 

que fuere competente para conocer de la acción judicial respectiva, a efecto de que 

imparta su aprobación o improbación.  

 

4.2. Caso Concreto. 

Procura el convocante la declaración de responsabilidad extracontractual de la ESE 

Hospital San Jerónimo, en la modalidad In Rem Verso, por el no pago de honorarios 

profesionales en razón de haberse declarado que los contratos suscritos durante el 

periodo de tiempo reclamado, no cumplía con los requisitos de ley 
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2 Acta visible a folio 43 con su respaldo 
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Para tal efecto, con el cuaderno contentivo de la conciliación prejudicial se aportaron los 

siguientes documentos relevantes: solicitud de conciliación extrajudicial (f.1-4); 

certificación de la labor desarrollada por la p. convocante durante el periodo reclamado, 

suscrita por el Profesional Especializado del Área Asistencial de la ESE Hospital San 

Jerónimo de Montería (f.5-6); copia del Contrato de prestación de servicios profesionales 

para la gestión asistencial No.0763 de 2018 (f.8-16); copia de la cédula de ciudadanía de 

la p. convocante (f.17); poder para actuar en representación del convocante (f.18); poder 

para actuar en representación de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería (f.44); 

Resolución 00360 del 1 de febrero de 2019 que ordena la toma de posesión de la ESE 

por parte de la Superintendencia de Salud, Resolución 006240 del 25 de junio de 2019 de 

la Superintendencia de Salud por la cual se remueve y designa Agente Especial 

Interventor y Resolución No.007566 del 01 de agosto de 2019 de la Superintendencia de 

Salud por la cual se prorroga el término de la medida de intervención forzosa 

administrativa (f.45-70); certificación suscrita por el Agente Especial Interventor de la ESE 

convocada, respecto de la postura del Comité de Conciliación de la entidad contenida en 

el Acta 004 del 26 de febrero de 2020 (f.71-73). 

 

Visto lo anterior, se hace necesario revisar si la conciliación remitida por el Ministerio 

Público reúne los requisitos para su aprobación, conforme los parámetros establecidos 

por nuestro máximo órgano rector así3: 
  

“Sin embargo, la ley autoriza el uso de este mecanismo, siempre que se cumplan una serie 
de exigencias que deben ser controladas por el juez, estas exigencias se justifican en la 
medida en que son los fondos del erario los que se encuentran en juego en el acuerdo 
conciliatorio, por tanto, el control que hace el juez administrativo se hace a favor de la 
administración y los recursos públicos.  La jurisprudencia de esta Corporación ha 
decantado los siguientes requisitos: 
 

- La acción no debe haber caducado (art. 61 ley 23 de 1991, modificado por el art. 81 ley 
446 de 1998).  
 

- El acuerdo conciliatorio debe versar sobre acciones o derechos económicos disponibles 
por las partes (art. 59 ley 23 de 1991 y 70 ley 446 de 1998). 
 

- Las partes deben estar debidamente representadas y sus representantes deben tener 
capacidad para conciliar. 
 

- El acuerdo conciliatorio debe contar con las pruebas necesarias, no ser violatorio de la ley 
y no resultar lesivo para el patrimonio público (art. 65A ley 23 de 1.991 y art. 73 ley 446 de 
1998). 
 

3. Así las cosas, la procedencia de la conciliación se encuentra limitada por el hecho de 
que la misma no sea lesiva de los intereses patrimoniales del Estado, de allí que resulta 
necesario examinar los medios de prueba que sustenten la obligación reclamada, 
por ende, la aceptación voluntaria de las obligaciones por parte de los agentes del 
Estado no es suficiente por sí misma para la validez del acuerdo conciliatorio, como 
quiera que éste debe fundarse en pruebas que den al juez la claridad suficiente de la 
existencia de la obligación, en forma tal que se tenga certeza que el patrimonio público no 

se verá lesionado.” (Negrillas del Despacho) 
 

Conforme lo expuesto, la p. solicitante, de acudir ante el juez contencioso procedería 

ejercer el medio de control de Reparación Directa en la modalidad In Rem Verso, por 

cuanto considera que la E.S.E. Hospital San Jerónimo debe reconocer los honorarios 

correspondientes al periodo efectivamente servido sin el amparo de un contrato legal. 

 

En el mismo sentido, se observa que medio de control a través del cual se reclamaría 

ante el juez del conocimiento, no ha caducado, toda vez que la solicitud de conciliación 

fue radicada dentro del término otorgado por la ley para tales efectos, esto es, dentro de 

los dos años siguientes a la ocurrencia del hecho que causa el daño.  Se observa que las 

 
3 Consejo de Estado. Sección 3ª. Subsección C. Auto de 28 de julio de 2011. C.P. Enrique Gil Botero. Rad. 

08001-23-31-000-2010-00713-01(40901) 



partes están debidamente representadas y sus apoderados cuentan con expresas 

facultades para conciliar.  Al respecto, cuando procede la conciliación como mecanismo 

alterno de solución de conflictos, la promoción de la misma por parte del liquidador debe 

cumplir con los principios, efectos y formalismos exigidos en las normas, sea que se 

efectúe ante un centro de conciliación o ante una autoridad administrativa investida de 

tales facultades. 

 

Además de lo anterior, los derechos reclamados son conciliables, fueron aportados 

suficientes medios de prueba para respaldar el acuerdo conciliatorio, el monto acordado 

no es lesivo para el patrimonio de la entidad convocada, como lo avisó el Agente del 

Ministerio Público en el acta sub examine. 
 

Así las cosas, lo ofrecido por la entidad convocada se encuentra dirigido a conciliar 

derechos patrimoniales, el asunto en los términos en los que fue conciliado es susceptible 

de serlo, como quiera que se trata de un conflicto de carácter particular y contenido 

económico, se tiene que la conciliación celebrada no es lesiva para los intereses de la 

convocante, ni para el patrimonio público.  

 

Conforme lo anterior, por cumplirse con los requisitos exigidos por la Ley y la 

jurisprudencia, antes señalados, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 65A de la 

Ley 23 de 1991, adicionada por el artículo 73 de la Ley 446 de 1998, existe razón 

suficiente para aprobar el acuerdo conciliatorio. 

 

Por lo expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo Oral del Circuito Judicial de Montería,  

 

IV. R E S U E L V E: 
 

Primero: Aprobar la conciliación prejudicial celebrada el 2 de marzo de 2020 ante la 

Procuraduría 190 Judicial I delegada ante los Juzgados Administrativos y suscrita por el 

señor Cesar Antonio Padilla Sejín quien se identifica con cédula No.1.063.162.185 en 

los términos acordados con la E.S.E. Hospital San Jerónimo de Montería, por valor de 

Cuatro Millones Novecientos Cincuenta Mil Pesos ($4.950.000 M/C) por concepto de 

los honorarios correspondientes al mes de enero y los días 1, 2 y 3 de febrero de 2019, de 

acuerdo con lo previamente expuesto. 

 

Segundo: En firme esta providencia y previa las anotaciones de rigor en el Sistema 

Justicia XXI web, ARCHIVAR el expediente. 

 
 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE MONTERIA 

La providencia anterior se notificó a las partes por anotación en Estado 

No.019, Hoy, 14 de mayo de 2020.  Este Estado podrá ser consultado en la 

página web de la Rama Judicial 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-06-administrativo-de-

monteria/home. 
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SIGCMA 

 

Montería, trece (13) de mayo del año dos mil veinte (2020) 

  

Conciliación Extrajudicial 
Expediente: 23.001.33.33.006.2020.00071 
Convocante: Natalia Teresa Mogollón Saffar 
Convocado: E.S.E. Hospital San Jerónimo de Montería 
Decisión: Aprueba Conciliación Extrajudicial 

 

I. CUESTION PREVIA 

 

 

Procede decidir sobre la aprobación de la conciliación prejudicial celebrada el 2 de marzo 

de 2020 ante la Procuraduría 33 Judicial II para Asuntos Administrativos, previo estudio 

de los siguientes  

 

II. ANTECEDENTES 

 

2.1. Los Hechos.  

Se reseña que la señora Natalia Teresa Mogollón Saffar prestó sus servicios en la ESE 

Hospital San Jerónimo de Montería, como Enfermera Profesional, a través de contratos 

de prestación de servicios en diciembre de 2018.  Desde el 1o de enero y hasta el 3 de 

febrero de 2019, continuó cumpliendo la programación de la disponibilidad del servicio en 

la institución, desarrollando las actividades correspondientes pese haberse determinado 

que el contrato suscrito por dicho periodo no cumplía con los requisitos legales, ello en 

razón de evitar una amenaza o lesión inminente e irreversible al derecho a la salud de los 

usuarios de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería. 

 

Afirma que la irregular circunstancia descrita, es atribuida a la entidad convocada y se 

encuadra dentro de una hipótesis excepcional, al hacerse primordial y necesario 

garantizar la correcta prestación del servicio de salud a los usuarios del nosocomio, por lo 

cual se evidencia un perjuicio contra la convocante que origina un enriquecimiento sin 

causa en favor de la administración. 

 

2.2. La Petición.   

A fin de precaver demanda en ejercicio del medio de control de Reparación Directa en la 

modalidad In Rem Verso, con fundamento en los hechos descritos, la p. convocante 

reclama el reconocimiento de un enriquecimiento sin causa por parte de la ESE Hospital 

San Jerónimo de Montería y en consecuencia, se establezca a favor de la convocante el 

pago de la suma de Tres Millones Ochenta Mil Pesos ($3.080.000 M/C) por concepto de 

los honorarios correspondientes al mes de enero y los días 1, 2 y 3 de febrero de 2019, 

teniendo como referente el contrato de Prestación de Servicios para la Gestión Asistencial 

No.0305-18 suscrito el año anterior. 

 

III. EL ACUERDO CONCILIATORIO 

 

Presentada la solicitud de conciliación el 17 de octubre de 2019, correspondió el reparto a 

la Procuraduría 33 Judicial II, por lo cual se citó a las partes para llevar a cabo la 

audiencia de conciliación el día 9 de diciembre de 2019, suspendida a solicitud de las 



 

 

partes en razón de manifestarse ánimo conciliatorio1.  La diligencia finalizó con acuerdo 

conciliatorio el 2 de marzo cursante2. 
 

Conocidas las pretensiones de la p. solicitante, la convocada presentó la siguiente 

propuesta:  
 

“[M]ediante acta número 015 DEL 05 DE DICIEMBRE DE 2019, el comité de conciliación 
de la entidad que representa recomendó conciliar por el valor solicitado por la parte 
convocante sin el pago de intereses y dentro de los 120 días calendario una vez aprobada 
la conciliación por el Juez competente.”    

 

La parte convocante expresó de manera inequívoca estar de acuerdo con la propuesta 

formulada, tal como se deja constancia en el acta que se llegó a un acuerdo conciliatorio 

total; de tal manera, el Procurador considera que el acuerdo contiene obligaciones claras, 

expresas, en cuanto al tiempo, modo y lugar de su cumplimiento y reúne los requisitos 

establecidos por la ley y la jurisprudencia para su aprobación, además de contar con el 

material probatorio necesario que lo justifican, por lo que dispone su envío junto con los 

documentos pertinentes al Juez Administrativo para su aprobación.  Así mismo, advierte a 

los comparecientes que el auto aprobatorio hará tránsito a cosa juzgada y prestará mérito 

ejecutivo, razón por la cual no son procedentes nuevas peticiones conciliatorias por los 

mismos hechos ni demandas ante esta jurisdicción por la misma causa. 
 

IV. CONSIDERACIONES DEL JUZGADO 

 

4.1. Competencia.  

Por disposición del art.70 de la Ley 446 de 1998 que modificó el art.59 de la Ley 23 de 

1991, en materia contencioso administrativa se permite a las personas jurídicas de 

derecho público, la posibilidad de conciliar total o parcialmente en la etapa prejudicial o 

judicial, sobre conflictos de carácter particular y contenido económico de que conozca o 

pueda conocer ésta jurisdicción, en ejercicio de los medios de control establecidos en los 

artículos 138, 140 y 141 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo. 
 

El artículo 24 de la Ley 640 de 2001, concordante con el artículo 12 del Decreto 1716 de 

mayo 14 de 2009, dispone la remisión de las actas que contengan tales conciliaciones a 

más tardar dentro de los tres (3) días siguientes a su celebración, al Juez o Corporación 

que fuere competente para conocer de la acción judicial respectiva, a efecto de que 

imparta su aprobación o improbación.  

 

4.2. Caso Concreto. 

Procura el convocante la declaración de responsabilidad extracontractual de la ESE 

Hospital San Jerónimo, en la modalidad In Rem Verso, por el no pago de honorarios 

profesionales en razón de haberse declarado que los contratos suscritos durante el 

periodo de tiempo reclamado, no cumplía con los requisitos de ley 

 

Para tal efecto, con el cuaderno contentivo de la conciliación prejudicial se aportaron los 

siguientes documentos relevantes: solicitud de conciliación extrajudicial (f.1-4); 

certificación de la labor desarrollada por la convocante durante el periodo reclamado, 

suscrita por el Profesional Especializado del Área Asistencial de la ESE Hospital San 

Jerónimo de Montería (f.5); copia de la programación de turnos para el personal de 

Enfermeras en el Servicio de Urgencias y Supervisión mes de enero (f.6); copia de la 

Adición No.2 al Contrato de prestación de servicios de apoyo a la gestión asistencial 

No.0305 de 2018 (f.9-10); copia de la cédula de ciudadanía de la convocante (f.11); poder 

para actuar en representación del convocante y su sustitución (f.12 y 34); poder para 

actuar en representación de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería (f.36); Resolución 
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00360 del 1 de febrero de 2019 que ordena la toma de posesión de la ESE por parte de la 

Superintendencia de Salud (f.37-41); Resolución 006240 del 25 de junio de 2019 de la 

Superintendencia de Salud por la cual se remueve y designa Agente Especial Interventor 

(f.41-45); Resolución No.007566 del 01 de agosto de 2019 de la Superintendencia de 

Salud por la cual se prorroga el término de la medida de intervención forzosa 

administrativa (f.46-49); Copia del Acta de Comité de Conciliación No.015 del 5 de 

diciembre de 2019, que contiene la postura del Comité de Conciliación de la entidad (f.50-

72 con sus respaldos); copia del Contrato de prestación de servicios de profesionales 

para la gestión asistencial No.0305 de 2018 (f.82-85); opia de la programación de turnos 

para el personal de Enfermeras en el Servicio de Urgencias y Supervisión mes de febrero 

(f.86) 

 

Visto lo anterior, se hace necesario revisar si la conciliación remitida por el Ministerio 

Público reúne los requisitos para su aprobación, conforme los parámetros establecidos 

por nuestro máximo órgano rector así3: 
  

“Sin embargo, la ley autoriza el uso de este mecanismo, siempre que se cumplan una serie 
de exigencias que deben ser controladas por el juez, estas exigencias se justifican en la 
medida en que son los fondos del erario los que se encuentran en juego en el acuerdo 
conciliatorio, por tanto, el control que hace el juez administrativo se hace a favor de la 
administración y los recursos públicos.  La jurisprudencia de esta Corporación ha 
decantado los siguientes requisitos: 
 

- La acción no debe haber caducado (art. 61 ley 23 de 1991, modificado por el art. 81 ley 
446 de 1998).  
 

- El acuerdo conciliatorio debe versar sobre acciones o derechos económicos disponibles 
por las partes (art. 59 ley 23 de 1991 y 70 ley 446 de 1998). 
 

- Las partes deben estar debidamente representadas y sus representantes deben tener 
capacidad para conciliar. 
 

- El acuerdo conciliatorio debe contar con las pruebas necesarias, no ser violatorio de la ley 
y no resultar lesivo para el patrimonio público (art. 65A ley 23 de 1.991 y art. 73 ley 446 de 
1998). 
 

3. Así las cosas, la procedencia de la conciliación se encuentra limitada por el hecho de 
que la misma no sea lesiva de los intereses patrimoniales del Estado, de allí que resulta 
necesario examinar los medios de prueba que sustenten la obligación reclamada, 
por ende, la aceptación voluntaria de las obligaciones por parte de los agentes del 
Estado no es suficiente por sí misma para la validez del acuerdo conciliatorio, como 
quiera que éste debe fundarse en pruebas que den al juez la claridad suficiente de la 
existencia de la obligación, en forma tal que se tenga certeza que el patrimonio público no 

se verá lesionado.” (Negrillas del Despacho) 
 

Conforme lo expuesto, la p. solicitante, de acudir ante el juez contencioso procedería 

ejercer el medio de control de Reparación Directa en la modalidad In Rem Verso, por 

cuanto considera que la E.S.E. Hospital San Jerónimo debe reconocer los honorarios 

correspondientes al periodo efectivamente servido sin el amparo de un contrato legal. 

 

En el mismo sentido, se observa que medio de control a través del cual se reclamaría 

ante el juez del conocimiento, no ha caducado, toda vez que la solicitud de conciliación 

fue radicada dentro del término otorgado por la ley para tales efectos, esto es, dentro de 

los dos años siguientes a la ocurrencia del hecho que causa el daño.  Se observa que las 

partes están debidamente representadas y sus apoderados cuentan con expresas 

facultades para conciliar.  Al respecto, cuando procede la conciliación como mecanismo 

alterno de solución de conflictos, la promoción de la misma por parte del liquidador debe 

cumplir con los principios, efectos y formalismos exigidos en las normas, sea que se 

 
3 Consejo de Estado. Sección 3ª. Subsección C. Auto de 28 de julio de 2011. C.P. Enrique Gil Botero. Rad. 

08001-23-31-000-2010-00713-01(40901) 



 

 

efectúe ante un centro de conciliación o ante una autoridad administrativa investida de 

tales facultades. 

 

Además de lo anterior, los derechos reclamados son conciliables, fueron aportados 

suficientes medios de prueba para respaldar el acuerdo conciliatorio, el monto acordado 

no es lesivo para el patrimonio de la entidad convocada, como lo avisó el Agente del 

Ministerio Público en el acta sub examine. 
 

Así las cosas, lo ofrecido por la entidad convocada se encuentra dirigido a conciliar 

derechos patrimoniales, el asunto en los términos en los que fue conciliado es susceptible 

de serlo, como quiera que se trata de un conflicto de carácter particular y contenido 

económico, se tiene que la conciliación celebrada no es lesiva para los intereses de la 

convocante, ni para el patrimonio público.  
 

Conforme lo anterior, por cumplirse con los requisitos exigidos por la Ley y la 

jurisprudencia, antes señalados, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 65A de la 

Ley 23 de 1991, adicionada por el artículo 73 de la Ley 446 de 1998, existe razón 

suficiente para aprobar el acuerdo conciliatorio. 
 

Por lo expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo Oral del Circuito Judicial de Montería,  
 

V. R E S U E L V E: 

 

Primero: Aprobar la conciliación prejudicial celebrada el 2 de marzo de 2020 ante la 

Procuraduría 33 Judicial II para Asuntos Administrativos y suscrita por la señora Natalia 

Teresa Mogollón Saffar quien se identifica con cédula No.26.008.458 en los términos 

acordados con la E.S.E. Hospital San Jerónimo de Montería, por valor de Tres Millones 

Ochenta Mil Pesos ($3.080.000 M/C) por concepto de los honorarios correspondientes al 

mes de enero y los días 1, 2 y 3 de febrero de 2019, de acuerdo con lo previamente 

expuesto. 
 

Segundo: En firme esta providencia y previa las anotaciones de rigor en el Sistema 

Justicia XXI web, ARCHIVAR el expediente. 

  

 
 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE 

MONTERIA 

La providencia anterior se notificó a las partes por anotación 

en Estado No.019, Hoy, 14 de mayo de 2020.  Este Estado 

podrá ser consultado en la página web de la Rama Judicial 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-06-

administrativo-de-monteria/home. 
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Montería, trece (13) de mayo del año dos mil veinte (2020) 
  

Conciliación Extrajudicial 
Expediente: 23.001.33.33.006.2020.00073 
Convocante: Elvira Beatriz Romero Jiménez 
Convocado: E.S.E. Hospital San Jerónimo de Montería 
Decisión: Aprueba Conciliación Extrajudicial 

 

I. CUESTION PREVIA 
 

En el marco de las medidas de protección dictadas por Gobierno Nacional a través de la 

Resolución 385 del 12 de marzo de 2020 del Ministerio de Salud y Protección Social 

declarando la Emergencia Sanitaria y sus prórrogas, a fin de evitar los estragos de la 

pandemia ocasionada por el Coronavirus - Covid 19, el Consejo Superior de la Judicatura 

suspendió los términos de los procesos judiciales desde el 16 de marzo de 2020, 

conforme lo previsto en los Acuerdos PCSJA20-11517, PCSJA20-11518, PCSJA20-

11519, PCSJA20-11521, PCSJA20-11526, PCSJA20-11527, PCSJA20-11528, PCSJA20-

11529, PCSJA20-11532 y PCSJA20-11546. 

 

En razón de lo anterior, mediante Acuerdo PCSJA20-11549, el Consejo Superior de la 

Judicatura amplió las excepciones a la suspensión de términos relacionados con la 

aprobación o improbación de las conciliaciones extrajudiciales que estuvieran pendientes 

de decisión en juzgados y tribunales administrativos al 16 de marzo de 2020, fecha a 

partir de la cual se dio inicio a la suspensión de términos; estas decisiones se notificarán 

electrónicamente, pero los términos para su control o impugnación seguirán suspendidos 

hasta tanto el Consejo Superior de la Judicatura lo disponga. 

 

De tal manera, procede decidir sobre la aprobación de la conciliación prejudicial celebrada 

el 2 de marzo de 2020 ante la Procuraduría 33 Judicial II para Asuntos Administrativos, 

previo estudio de los siguientes  

 

II. ANTECEDENTES 
 

2.1. Los Hechos.  

Se reseña que la señora Elvira Beatriz Romero Jiménez prestó sus servicios en la ESE 

Hospital San Jerónimo de Montería, como Fisioterapeuta, a través de contratos de 

prestación de servicios en el año 2018.  Desde el 1o de enero y hasta el 3 de febrero de 

2019, continuó cumpliendo la programación de la disponibilidad del servicio en la 

institución, desarrollando las actividades correspondientes pese haberse determinado que 

el contrato suscrito por dicho periodo no cumplía con los requisitos legales, ello en razón 

de evitar una amenaza o lesión inminente e irreversible al derecho a la salud de los 

usuarios de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería. 
 

Afirma que la irregular circunstancia descrita, es atribuida a la entidad convocada y se 

encuadra dentro de una hipótesis excepcional, al hacerse primordial y necesario 

garantizar la correcta prestación del servicio de salud a los usuarios del nosocomio, por lo 

cual se evidencia un perjuicio contra la convocante que origina un enriquecimiento sin 

causa en favor de la administración. 

 

2.2. La Petición.   

A fin de precaver demanda en ejercicio del medio de control de Reparación Directa en la 

modalidad In Rem Verso, con fundamento en los hechos descritos, la p. convocante 



reclama el reconocimiento de un enriquecimiento sin causa por parte de la ESE Hospital 

San Jerónimo de Montería y en consecuencia, se establezca a favor de la convocante el 

pago de la suma de Dos Millones Doscientos Mil Pesos ($2.200.000 M/C) por concepto 

de los honorarios correspondientes al mes de enero y los días 1, 2 y 3 de febrero de 2019, 

teniendo como referente el contrato de Prestación de Servicios de Apoyo a la Gestión 

Asistencial No.0341-18 suscrito el año anterior. 

 

III. EL ACUERDO CONCILIATORIO 

 

Presentada la solicitud de conciliación el 25 de octubre de 2019, correspondió el reparto a 

la Procuraduría 33 Judicial II, por lo cual se citó a las partes para llevar a cabo la 

audiencia de conciliación el día 9 de diciembre de 2019, suspendida a solicitud de las 

partes en razón de manifestarse ánimo conciliatorio1.  La diligencia finalizó con acuerdo 

conciliatorio el 2 de marzo cursante2. 

 

Conocidas las pretensiones de la p. solicitante, la convocada presentó la siguiente 

propuesta:  
“[M]ediante acta número 015 DEL 05 DE DICIEMBRE DE 2019, el comité de conciliación 
de la entidad que representa recomendó conciliar por el valor solicitado por la parte 
convocante sin el pago de intereses y dentro de los 120 días calendario una vez aprobada 
la conciliación por el Juez competente.”    

 

La parte convocante expresó de manera inequívoca estar de acuerdo con la propuesta 

formulada, tal como se deja constancia en el acta que se llegó a un acuerdo conciliatorio 

total; de tal manera, el Procurador considera que el acuerdo contiene obligaciones claras, 

expresas, en cuanto al tiempo, modo y lugar de su cumplimiento y reúne los requisitos 

establecidos por la ley y la jurisprudencia para su aprobación, además de contar con el 

material probatorio necesario que lo justifican, por lo que dispone su envío junto con los 

documentos pertinentes al Juez Administrativo para su aprobación.  Así mismo, advierte a 

los comparecientes que el auto aprobatorio hará tránsito a cosa juzgada y prestará mérito 

ejecutivo, razón por la cual no son procedentes nuevas peticiones conciliatorias por los 

mismos hechos ni demandas ante esta jurisdicción por la misma causa. 

 

IV. CONSIDERACIONES DEL JUZGADO 

 

4.1. Competencia.  

Por disposición del art.70 de la Ley 446 de 1998 que modificó el art.59 de la Ley 23 de 

1991, en materia contencioso administrativa se permite a las personas jurídicas de 

derecho público, la posibilidad de conciliar total o parcialmente en la etapa prejudicial o 

judicial, sobre conflictos de carácter particular y contenido económico de que conozca o 

pueda conocer ésta jurisdicción, en ejercicio de los medios de control establecidos en los 

artículos 138, 140 y 141 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo. 
 

El artículo 24 de la Ley 640 de 2001, concordante con el artículo 12 del Decreto 1716 de 

mayo 14 de 2009, dispone la remisión de las actas que contengan tales conciliaciones a 

más tardar dentro de los tres (3) días siguientes a su celebración, al Juez o Corporación 

que fuere competente para conocer de la acción judicial respectiva, a efecto de que 

imparta su aprobación o improbación.  

 

4.2. Caso Concreto. 

Procura el convocante la declaración de responsabilidad extracontractual de la ESE 

Hospital San Jerónimo, en la modalidad In Rem Verso, por el no pago de honorarios 

profesionales en razón de haberse declarado que los contratos suscritos durante el 

periodo de tiempo reclamado, no cumplía con los requisitos de ley 

 
1 Folio 36 
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Para tal efecto, con el cuaderno contentivo de la conciliación prejudicial se aportaron los 

siguientes documentos relevantes: solicitud de conciliación extrajudicial (f.1-4); 

certificación de la labor desarrollada por la convocante durante el periodo reclamado, 

suscrita por el Profesional Especializado del Área Asistencial de la ESE Hospital San 

Jerónimo de Montería (f.5); copia de la programación de turnos para el área de Urgencias, 

Hospitalización y Terapia física-UCI- Hospitalización  mes de enero 2019 (f.7); copia de la 

Adición No.2 al Contrato de prestación de servicios de apoyo a la gestión asistencial 

No.0341 de 2018 (f.12-13); copia de la cédula de ciudadanía de la convocante (f.14); 

poder para actuar en representación del convocante y su sustitución (f.15 y 39); poder 

para actuar en representación de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería (f.40); 

Resolución 00360 del 1 de febrero de 2019 que ordena la toma de posesión de la ESE 

por parte de la Superintendencia de Salud (f.41-45); Resolución 006240 del 25 de junio de 

2019 de la Superintendencia de Salud por la cual se remueve y designa Agente Especial 

Interventor (f.45-49); Resolución No.007566 del 01 de agosto de 2019 de la 

Superintendencia de Salud por la cual se prorroga el término de la medida de intervención 

forzosa administrativa (f.50-53); Copia del Acta de Comité de Conciliación No.015 del 5 de 

diciembre de 2019, que contiene la postura del Comité de Conciliación de la entidad 

contenida (f.54-76 con sus respaldos); copia del Contrato de prestación de servicios 

profesionales para la gestión asistencial No.0341 de 2018 (f.80-82). 

 

Visto lo anterior, se hace necesario revisar si la conciliación remitida por el Ministerio 

Público reúne los requisitos para su aprobación, conforme los parámetros establecidos 

por nuestro máximo órgano rector así3: 
  

“Sin embargo, la ley autoriza el uso de este mecanismo, siempre que se cumplan una serie 
de exigencias que deben ser controladas por el juez, estas exigencias se justifican en la 
medida en que son los fondos del erario los que se encuentran en juego en el acuerdo 
conciliatorio, por tanto, el control que hace el juez administrativo se hace a favor de la 
administración y los recursos públicos.  La jurisprudencia de esta Corporación ha 
decantado los siguientes requisitos: 
 

- La acción no debe haber caducado (art. 61 ley 23 de 1991, modificado por el art. 81 ley 
446 de 1998).  
- El acuerdo conciliatorio debe versar sobre acciones o derechos económicos disponibles 
por las partes (art. 59 ley 23 de 1991 y 70 ley 446 de 1998). 
- Las partes deben estar debidamente representadas y sus representantes deben tener 
capacidad para conciliar. 
- El acuerdo conciliatorio debe contar con las pruebas necesarias, no ser violatorio de la ley 
y no resultar lesivo para el patrimonio público (art. 65A ley 23 de 1.991 y art. 73 ley 446 de 
1998). 
 

3. Así las cosas, la procedencia de la conciliación se encuentra limitada por el hecho de 
que la misma no sea lesiva de los intereses patrimoniales del Estado, de allí que resulta 
necesario examinar los medios de prueba que sustenten la obligación reclamada, 
por ende, la aceptación voluntaria de las obligaciones por parte de los agentes del 
Estado no es suficiente por sí misma para la validez del acuerdo conciliatorio, como 
quiera que éste debe fundarse en pruebas que den al juez la claridad suficiente de la 
existencia de la obligación, en forma tal que se tenga certeza que el patrimonio público no 

se verá lesionado.” (Negrillas del Despacho) 
 

Conforme lo expuesto, la p. solicitante, de acudir ante el juez contencioso procedería 

ejercer el medio de control de Reparación Directa en la modalidad In Rem Verso, por 

cuanto considera que la E.S.E. Hospital San Jerónimo debe reconocer los honorarios 

correspondientes al periodo efectivamente servido sin el amparo de un contrato legal. 

En el mismo sentido, se observa que medio de control a través del cual se reclamaría 

ante el juez del conocimiento, no ha caducado, toda vez que la solicitud de conciliación 

 
3 Consejo de Estado. Sección 3ª. Subsección C. Auto de 28 de julio de 2011. C.P. Enrique Gil Botero. Rad. 
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fue radicada dentro del término otorgado por la ley para tales efectos, esto es, dentro de 

los dos años siguientes a la ocurrencia del hecho que causa el daño.  Se observa que las 

partes están debidamente representadas y sus apoderados cuentan con expresas 

facultades para conciliar.  Al respecto, cuando procede la conciliación como mecanismo 

alterno de solución de conflictos, la promoción de la misma por parte del liquidador debe 

cumplir con los principios, efectos y formalismos exigidos en las normas, sea que se 

efectúe ante un centro de conciliación o ante una autoridad administrativa investida de 

tales facultades. 
 

Además de lo anterior, los derechos reclamados son conciliables, fueron aportados 

suficientes medios de prueba para respaldar el acuerdo conciliatorio, el monto acordado 

no es lesivo para el patrimonio de la entidad convocada, como lo avisó el Agente del 

Ministerio Público en el acta sub examine. 
 

Así las cosas, lo ofrecido por la entidad convocada se encuentra dirigido a conciliar 

derechos patrimoniales, el asunto en los términos en los que fue conciliado es susceptible 

de serlo, como quiera que se trata de un conflicto de carácter particular y contenido 

económico, se tiene que la conciliación celebrada no es lesiva para los intereses de la 

convocante, ni para el patrimonio público.  

 

Conforme lo anterior, por cumplirse con los requisitos exigidos por la Ley y la 

jurisprudencia, antes señalados, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 65A de la 

Ley 23 de 1991, adicionada por el artículo 73 de la Ley 446 de 1998, existe razón 

suficiente para aprobar el acuerdo conciliatorio. 

 

Por lo expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo Oral del Circuito Judicial de Montería,  

 

V. R E S U E L V E: 
   

Primero: Aprobar la conciliación prejudicial celebrada el 2 de marzo de 2020 ante la 

Procuraduría 33 Judicial II para Asuntos Administrativos y suscrita por la señora Elvira 

Beatriz Romero Jiménez quien se identifica con cédula No.50.984.712 en los términos 

acordados con la E.S.E. Hospital San Jerónimo de Montería, por valor de Dos Millones 

Doscientos Mil Pesos ($2.200.000 M/C) por concepto de los honorarios 

correspondientes al mes de enero y los días 1, 2 y 3 de febrero de 2019, de acuerdo con 

lo previamente expuesto. 

 

Segundo: En firme esta providencia y previa las anotaciones de rigor en el Sistema 

Justicia XXI web, ARCHIVAR el expediente. 

 
JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE MONTERIA 

La providencia anterior se notificó a las partes por anotación en Estado 

No.019, Hoy, 14 de mayo de 2020.  Este Estado podrá ser consultado en la 

página web de la Rama Judicial 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-06-administrativo-de-

monteria/home. 

 
 



     

Juzgado Sexto Administrativo Oral del Circuito de Montería 

SIGCMA 

 

Montería, trece (13) de mayo del año dos mil veinte (2020) 
  

Conciliación Extrajudicial 
Expediente: 23.001.33.33.006.2020.00074 
Convocante: Nelly Sofía Negrete Negrete 
Convocado: E.S.E. Hospital San Jerónimo de Montería 
Decisión: Aprueba Conciliación Extrajudicial 

 

I. CUESTION PREVIA 

 

En el marco de las medidas de protección dictadas por Gobierno Nacional a través de la 

Resolución 385 del 12 de marzo de 2020 del Ministerio de Salud y Protección Social 

declarando la Emergencia Sanitaria y sus prórrogas, a fin de evitar los estragos de la 

pandemia ocasionada por el Coronavirus - Covid 19, el Consejo Superior de la Judicatura 

suspendió los términos de los procesos judiciales desde el 16 de marzo de 2020, 

conforme lo previsto en los Acuerdos PCSJA20-11517, PCSJA20-11518, PCSJA20-

11519, PCSJA20-11521, PCSJA20-11526, PCSJA20-11527, PCSJA20-11528, PCSJA20-

11529, PCSJA20-11532 y PCSJA20-11546. 

 

En razón de lo anterior, mediante Acuerdo PCSJA20-11549, el Consejo Superior de la 

Judicatura amplió las excepciones a la suspensión de términos relacionados con la 

aprobación o improbación de las conciliaciones extrajudiciales que estuvieran pendientes 

de decisión en juzgados y tribunales administrativos al 16 de marzo de 2020, fecha a 

partir de la cual se dio inicio a la suspensión de términos; estas decisiones se notificarán 

electrónicamente, pero los términos para su control o impugnación seguirán suspendidos 

hasta tanto el Consejo Superior de la Judicatura lo disponga. 
 

De tal manera, procede decidir sobre la aprobación de la conciliación prejudicial celebrada 

el 2 de marzo de 2020 ante la Procuraduría 33 Judicial II para Asuntos Administrativos, 

previo estudio de los siguientes  

 

II. ANTECEDENTES 

 

2.1. Los Hechos.  

Se reseña que la señora Nelly Sofía Negrete Negrete prestó sus servicios en la ESE 

Hospital San Jerónimo de Montería, como Enfermera Profesional, a través de contratos 

de prestación de servicios en el año 2018.  Desde el 1o de enero y hasta el 3 de febrero 

de 2019, continuó cumpliendo la programación de la disponibilidad del servicio en la 

institución, desarrollando las actividades correspondientes pese haberse determinado que 

el contrato suscrito por dicho periodo no cumplía con los requisitos legales, ello en razón 

de evitar una amenaza o lesión inminente e irreversible al derecho a la salud de los 

usuarios de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería. 
 

Afirma que la irregular circunstancia descrita, es atribuida a la entidad convocada y se 

encuadra dentro de una hipótesis excepcional, al hacerse primordial y necesario 

garantizar la correcta prestación del servicio de salud a los usuarios del nosocomio, por lo 

cual se evidencia un perjuicio contra la convocante que origina un enriquecimiento sin 

causa en favor de la administración. 

 

2.2. La Petición.   

A fin de precaver demanda en ejercicio del medio de control de Reparación Directa en la 

modalidad In Rem Verso, con fundamento en los hechos descritos, la p. convocante 



reclama el reconocimiento de un enriquecimiento sin causa por parte de la ESE Hospital 

San Jerónimo de Montería y en consecuencia, se establezca a favor de la convocante el 

pago de la suma de Tres Millones Ochenta Mil Pesos ($3.080.000 M/C) por concepto de 

los honorarios correspondientes al mes de enero y los días 1, 2 y 3 de febrero de 2019, 

teniendo como referente el contrato de Prestación de Servicios Profesionales para la 

Gestión Asistencial No.0304-18 suscrito el año anterior. 
 

III. EL ACUERDO CONCILIATORIO 
 

Presentada la solicitud de conciliación el 7 de noviembre de 2019, correspondió el reparto 

a la Procuraduría 33 Judicial II, por lo cual se citó a las partes para llevar a cabo la 

audiencia de conciliación el día 20 de enero de 2020, aplazada a solicitud de las partes en 

razón de manifestarse ánimo conciliatorio1.  La diligencia finalizó con acuerdo conciliatorio 

el 2 de marzo cursante2. 

 

Conocidas las pretensiones de la p. solicitante, la convocada presentó la siguiente 

propuesta:  
 

“[M]ediante acta número 004 DEL 26 DE FEBRERO DE 2020, el comité de conciliación de la 
entidad que representa recomendó conciliar por el valor solicitado por la parte convocante sin 
el pago de intereses y dentro de los 120 días calendario una vez aprobada la conciliación por 
el Juez competente.”    

 

La parte convocante expresó inequívocamente estar de acuerdo con la propuesta 

formulada, tal como se deja constancia en el acta que se llegó a un acuerdo conciliatorio 

total; de tal manera, el Procurador considera que el acuerdo contiene obligaciones claras, 

expresas, en cuanto al tiempo, modo y lugar de su cumplimiento y reúne los requisitos 

establecidos por la ley y la jurisprudencia para su aprobación, además de contar con el 

material probatorio necesario que lo justifican, por lo que dispone su envío junto con los 

documentos pertinentes al Juez Administrativo para su aprobación.  Así mismo, advierte a 

los comparecientes que el auto aprobatorio hará tránsito a cosa juzgada y prestará mérito 

ejecutivo, razón por la cual no son procedentes nuevas peticiones conciliatorias por los 

mismos hechos ni demandas ante esta jurisdicción por la misma causa. 

 

IV. CONSIDERACIONES DEL JUZGADO 
 

4.1. Competencia.  

Por disposición del art.70 de la Ley 446 de 1998 que modificó el art.59 de la Ley 23 de 

1991, en materia contencioso administrativa se permite a las personas jurídicas de 

derecho público, la posibilidad de conciliar total o parcialmente en la etapa prejudicial o 

judicial, sobre conflictos de carácter particular y contenido económico de que conozca o 

pueda conocer ésta jurisdicción, en ejercicio de los medios de control establecidos en los 

artículos 138, 140 y 141 de la Ley 1437 de 2011. 

 

El artículo 24 de la Ley 640 de 2001, concordante con el artículo 12 del Decreto 1716 de 

mayo 14 de 2009, dispone la remisión de las actas que contengan tales conciliaciones a 

más tardar dentro de los tres (3) días siguientes a su celebración, al Juez o Corporación 

que fuere competente para conocer de la acción judicial respectiva, a efecto de que 

imparta su aprobación o improbación.  

 

4.2. Caso Concreto. 

Procura el convocante la declaración de responsabilidad extracontractual de la ESE 

Hospital San Jerónimo, en la modalidad In Rem Verso, por el no pago de honorarios 

profesionales en razón de haberse declarado que los contratos suscritos durante el 

periodo de tiempo reclamado, no cumplía con los requisitos de ley 
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Para tal efecto, con el cuaderno contentivo de la conciliación prejudicial se aportaron los 

siguientes documentos relevantes: solicitud de conciliación extrajudicial (f.1-4); 

certificación de la labor desarrollada por la convocante durante el periodo reclamado, 

suscrita por el Profesional Especializado del Área Asistencial de la ESE Hospital San 

Jerónimo de Montería (f.5); copia de la programación de turnos para el personal de 

Enfermeras del Servicio de Urgencias y supervisión mes de enero y febrero 2019 (f.7-8); 

copia de la Adición No.2 al Contrato de prestación de servicios de apoyo a la gestión 

asistencial No.0304 de 2018 (f.9-10); copia de la cédula de ciudadanía de la convocante 

(f.11); poder para actuar en representación del convocante y su sustitución (f.12 y 30); 

poder para actuar en representación de la ESE Hospital San Jerónimo de Montería (f.31); 

Resolución 00360 del 1 de febrero de 2019 que ordena la toma de posesión de la ESE 

por parte de la Superintendencia de Salud, Resolución 006240 del 25 de junio de 2019 de 

la Superintendencia de Salud por la cual se remueve y designa Agente Especial 

Interventor y Resolución No.007566 del 01 de agosto de 2019 de la Superintendencia de 

Salud prorrogando el término de la medida de intervención forzosa administrativa (f.32-

44/respaldos); certificación suscrita por el Agente Especial Interventor de la ESE 

convocada, sobre de la postura del Comité de Conciliación de la entidad contenida en el 

Acta 004 del 26 de febrero de 2020 (f.45-47); copia del Contrato de prestación de 

servicios profesionales para la gestión asistencial No.0304 de 2018 (f.51-53). 

 

Visto lo anterior, se hace necesario revisar si la conciliación remitida por el Ministerio 

Público reúne los requisitos para su aprobación, conforme los parámetros establecidos 

por nuestro máximo órgano rector así3: 
  

“Sin embargo, la ley autoriza el uso de este mecanismo, siempre que se cumplan una serie de 
exigencias que deben ser controladas por el juez, estas exigencias se justifican en la medida 
en que son los fondos del erario los que se encuentran en juego en el acuerdo conciliatorio, 
por tanto, el control que hace el juez administrativo se hace a favor de la administración y los 
recursos públicos.  La jurisprudencia de esta Corporación ha decantado los siguientes 
requisitos: 
 

- La acción no debe haber caducado (art. 61 ley 23 de 1991, modificado por el art. 81 ley 446 
de 1998).  
- El acuerdo conciliatorio debe versar sobre acciones o derechos económicos disponibles por 
las partes (art. 59 ley 23 de 1991 y 70 ley 446 de 1998). 
- Las partes deben estar debidamente representadas y sus representantes deben tener 
capacidad para conciliar. 
- El acuerdo conciliatorio debe contar con las pruebas necesarias, no ser violatorio de la ley y 
no resultar lesivo para el patrimonio público (art. 65A ley 23 de 1.991 y art.73 ley 446 de 
1998). 
3. Así las cosas, la procedencia de la conciliación se encuentra limitada por el hecho de que la 
misma no sea lesiva de los intereses patrimoniales del Estado, de allí que resulta necesario 
examinar los medios de prueba que sustenten la obligación reclamada, por ende, la 
aceptación voluntaria de las obligaciones por parte de los agentes del Estado no es 
suficiente por sí misma para la validez del acuerdo conciliatorio, como quiera que éste 
debe fundarse en pruebas que den al juez la claridad suficiente de la existencia de la 
obligación, en forma tal que se tenga certeza que el patrimonio público no se verá lesionado.” 

(Negrillas del Despacho) 
 

Conforme lo expuesto, la p. solicitante, de acudir ante el juez contencioso procedería 

ejercer el medio de control de Reparación Directa en la modalidad In Rem Verso, por 

cuanto considera que la E.S.E. Hospital San Jerónimo debe reconocer los honorarios 

correspondientes al periodo efectivamente servido sin el amparo de un contrato legal. 
 

En el mismo sentido, se observa que medio de control a través del cual se reclamaría 

ante el juez del conocimiento, no ha caducado, toda vez que la solicitud de conciliación 

 
3 Consejo de Estado. Sección 3ª. Subsección C. Auto de 28 de julio de 2011. C.P. Enrique Gil Botero. Rad. 
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fue radicada dentro del término otorgado por la ley para tales efectos, esto es, dentro de 

los dos años siguientes a la ocurrencia del hecho que causa el daño.  Se observa que las 

partes están debidamente representadas y sus apoderados cuentan con expresas 

facultades para conciliar.  Al respecto, cuando procede la conciliación como mecanismo 

alterno de solución de conflictos, la promoción de la misma por parte del liquidador debe 

cumplir con los principios, efectos y formalismos exigidos en las normas, sea que se 

efectúe ante un centro de conciliación o ante una autoridad administrativa investida de 

tales facultades. 
 

Además de lo anterior, los derechos reclamados son conciliables, fueron aportados 

suficientes medios de prueba para respaldar el acuerdo conciliatorio, el monto acordado 

no es lesivo para el patrimonio de la entidad convocada, como lo avisó el Agente del 

Ministerio Público en el acta sub examine. 
 

Así las cosas, lo ofrecido por la entidad convocada se encuentra dirigido a conciliar 

derechos patrimoniales, el asunto en los términos en los que fue conciliado es susceptible 

de serlo, como quiera que se trata de un conflicto de carácter particular y contenido 

económico, se tiene que la conciliación celebrada no es lesiva para los intereses de la 

convocante, ni para el patrimonio público.  

 

Conforme lo anterior, por cumplirse con los requisitos exigidos por la Ley y la 

jurisprudencia, antes señalados, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 65A de la 

Ley 23 de 1991, adicionada por el artículo 73 de la Ley 446 de 1998, existe razón 

suficiente para aprobar el acuerdo conciliatorio. 

 

Por lo expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo Oral del Circuito Judicial de Montería,  
 

V. R E S U E L V E: 
 

Primero: Aprobar la conciliación prejudicial celebrada el 2 de marzo de 2020 ante la 

Procuraduría 33 Judicial II para Asuntos Administrativos y suscrita por la señora Nelly 

Sofía Negrete Negrete quien se identifica con cédula No.34.977.771 en los términos 

acordados con la E.S.E. Hospital San Jerónimo de Montería, por valor de Tres Millones 

Ochenta Mil Pesos ($3.080.000 M/C) por concepto de los honorarios correspondientes al 

mes de enero y los días 1, 2 y 3 de febrero de 2019, de acuerdo con lo previamente 

expuesto. 
 

Segundo: En firme esta providencia y previa las anotaciones de rigor en el Sistema 

Justicia XXI web, ARCHIVAR el expediente. 

 
 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE MONTERIA 

La providencia anterior se notificó a las partes por anotación en Estado 

No.019, Hoy, 14 de mayo de 2020.  Este Estado podrá ser consultado en la 

página web de la Rama Judicial 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-06-administrativo-de-

monteria/home. 

 
 


